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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Planificación, señor Felipe Kast Sommerhoff y de Agricultura, señor José Antonio Galilea Vidaurre, y el Director Ejecutivo de CONAF, señor Eduardo Vial Ruiz-Tagle.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 74ª, especial y 75ª, ordinaria, ambas en 14 de diciembre del presente año, y de las sesiones 76ª, especial y 77ª, ordinaria, ambas en 15 del mismo mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación (boletín N° 7.102-01).



Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al uso del pabellón patrio (boletín N° 7.273-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunicó que se ausentaría del territorio nacional el día 17 de diciembre del presente año, para participar en la XLª Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno de MERCOSUR y Estados Asociados, en la ciudad de Foz de Iguazú, República Federativa de Brasil.



Informó, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el Ministro titular de la Cartera del Interior, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros comunica que ha dado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (boletín N° 7.330-05).



2.- Proyecto que modifica la ley N° 19.882, en materia de dedicación exclusiva respecto de cargos de Subdirector Médico (boletín N° 7.140-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.


Con el tercero comunica que ha prestado su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la discusión del proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política.


Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los cinco primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 2.331 del Código Civil; 5°, número 1°, del Código de Justicia Militar; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 3° del decreto ley N° 3.607, de 1981.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con los dos siguientes remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, y 14 del decreto ley N° 2.186, de 1978.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Kuschel, sobre la posibilidad de implementar molinos de viento en distintos puntos del país, con el objeto de proveer de energía domiciliaria a familias que habitan localidades alejadas.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei (don Eduardo), respecto de la posibilidad de hacerse parte en el proceso que afecta a la persona que indica, radicado en la Justicia Militar.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referido al estado de avance de las obras de reparación de las pasarelas que resultaron destruidas a consecuencia del terremoto del pasado mes de febrero en la zonas concesionadas de la Ruta 5.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, sobre el estado en que se encuentra el vertedero de emergencia instalado después del 27 de febrero pasado en la comuna de Coronel.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor García, en cuanto a los planes y proyectos incluidos en el “Plan Araucanía” para el año 2011 y que serán financiados con cargo al Presupuesto del próximo año.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable señor Navarro, en relación con el grado de cumplimiento de la ley N° 20.062, sobre regularización de la situación de los ocupantes irregulares en el borde costero, antes del terremoto y el tsunami del 27 de febrero pasado, y de las situaciones que aún no han sido regularizadas.



Del señor Ministro de Energía, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los anuncios efectuados por Su Excelencia el Presidente de la República en su reciente visita a Francia acerca de una alianza estratégica con el Gobierno de esa nación en materia de energía nuclear y el ingreso de nuestro país a la Agencia de Energía Nuclear, y de otras actividades realizadas por esa Secretaría de Estado en dicha ocasión.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable señor Bianchi, referido a la composición de las remuneraciones de los funcionarios profesionales municipales.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que responde un oficio remitido en nombre de los Senadores señora Rincón y señores Navarro y Orpis, con el que solicitan que se analice la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas planteadas en la moción de su autoría, sobre eliminación del límite de edad del menor adoptado para ser causante de permiso y subsidio laboral, la que fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Chahuán, Bianchi y Larraín, con el que solicitan la creación de un Fondo de Pensión Social para la Pesca Artesanal (boletín N° S 1.279-09).



Del señor Intendente de la Región Metropolitana, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto del problema de malos olores que afectan a la comuna de Paine.



Del señor Director Nacional de Vialidad, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Larraín, relativo a la reparación y realización de obras en el camino vecinal “Los Cuarteles Sur Rincón”, de la comuna de Retiro.



Del señor Intendente de Seguros, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, sobre el funcionamiento de la Compañía Lloyds en nuestro país.



Del señor Director del Servicio de Salud Antofagasta, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, referente a las listas de espera de atención médica en recintos hospitalarios de esa Región.



Del señor Jefe del Estado Mayor General de la Armada, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número de zarpes industriales y artesanales efectuados a partir del año 2002, y de la cantidad de pescadores artesanales y tripulantes industriales fallecidos desde el año 2001 a la fecha.



De la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, con el que informa acerca de la Inversión Comunal de Prevención en el territorio nacional.


De la señora Asesora Presidencial de Su Excelencia el Presidente de la República, con el cual acusa recibo del oficio N° 1.092/SEC/10, remitido en nombre de los Honorables señores Zaldívar (don Andrés), Escalona y Lagos, referido a la situación laboral de los funcionarios públicos.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 7.102-01) (Véase en los Anexos, documento 1).


Segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile, con urgencia calificada de “suma”(boletín N° 6.962-02) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3 ).


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.792-06) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5 ).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF), para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile”, suscrito en Santiago de Chile, el 15 de julio de 2009, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.096-10) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7 ).


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Chadwick, Allamand, Cantero, Lagos y Walker (don Ignacio), en primer trámite constitucional, sobre violencia escolar, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 7.123-04) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores Girardi, Lagos, Quintana y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que despenaliza el aborto terapéutico, eugenésico o en caso de violación (boletín Nº 7.391-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto y Andrés Zaldívar, con el que solicitan adoptar una política cambiaria que favorezca el desarrollo del sector agroexportador (boletín Nº S 1.322-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, la moción de los Honorables señores Girardi, Lagos, Quintana y Tuma, sobre despenalización del aborto terapéutico, ha pasado a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, al igual como ocurrió -entiendo- con el proyecto que presentamos con el Senador señor Rossi.



Pido que ambas iniciativas vayan primero a la Comisión de Salud, por tratarse de materias propias de ella y posteriormente a la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, en relación con ambos proyectos, varios señores Senadores han planteado un problema de constitucionalidad.



Entonces, considero procedente que pasen a la Comisión de Constitución y que, una vez despejado el reparo, se remitan a la de Salud.



Evidentemente se refieren a la garantía constitucional del derecho a la vida.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la Mesa ya dio tramitación a las dos mociones.



Sin embargo, deseo insistir en el punto planteado por la Senadora Matthei. Porque el proyecto que hemos presentado junto con los Senadores Lagos, Girardi y Tuma y la iniciativa de los Honorables señora Matthei y señor Rossi tienen por finalidad modificar el artículo 119 del Código Sanitario. Por lo tanto, se trata de un asunto de salud pública.



Insisto en que, una vez finalizado el trámite resuelto por la Mesa, pasen a la Comisión de Salud.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en la cuestión no hay  un problema de garantía constitucional, porque se trata de salvar el derecho a la vida de la madre.



El proyecto que presentamos con el Senador señor Rossi se refiere a que, frente a la existencia de una afección que puede ocasionar la muerte de la progenitora, no se considera aborto si muere el feto.



Por lo tanto, no hay problema de constitucionalidad.



Si algunos señores Senadores quieren plantear el asunto, pueden recurrir al Tribunal Constitucional. Pero esta es una materia de salud.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se trata del contenido, sino del procedimiento procesal. 



Corresponde, entonces, que la Sala se pronuncie respecto de si las mociones van o no a la Comisión de Salud.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nosotros hicimos reserva de constitucionalidad cuando la Mesa declaró admisible la tramitación del proyecto. Creemos que hay garantías constitucionales involucradas. Estamos preparando un requerimiento al Tribunal Constitucional. No nos cabe la menor duda de que este va a fallar en Derecho.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Sala tiene que votar si se envían las dos iniciativas a la Comisión de Salud.



Los que estén de acuerdo, votarán a favor; los que no, en contra.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, resulta obvio que deben pasar a la Comisión de Salud.



Con toda franqueza, debo señalar que este asunto es extremadamente serio y que va a generar una polémica importante en el país.



Estoy claro en que se debe legislar sobre la materia. Pero tenemos que hacerlo con mucha seriedad. 



Honestamente, estimo que mandar los dos proyectos a la Comisión de Constitución resulta bastante increíble y me deja un poco alelado.



Además, no podemos  votar sin por lo menos argumentar al respecto.



Por lo tanto, propongo la siguiente alternativa: suspender la decisión hasta que podamos revisar el problema; o que la Mesa dé un minuto a cada Senador que desee hablar, a fin de resolver el asunto al menos con alguna discusión.



No quisiera que la primera señal en el análisis de esta materia fuera decidir sobre el particular prácticamente sin debatir si las dos iniciativas van a la Comisión de Salud, o a otra ajena al contenido de ambas, salvo que surja alguna necesidad  de remitirlas a la Comisión de Constitución.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, los argumentos entregados son muy claros.



La decisión del colega Chahuán o de otros señores Senadores  de recurrir al Tribunal Constitucional nada tiene que ver con la decisión de la Mesa. Este tema ya se zanjó, y el problema de fondo se verá durante el debate de los proyectos.



Nosotros no estamos planteando que a la Comisión de Constitución le esté vedado analizar la materia. Pero, cuando lo central es una modificación al Código Sanitario -me parece que así lo interpreta la mayoría ciudadana; y no se entendería de otra manera-, ambas iniciativas deberían ir a la Comisión de Salud al menos para el primer informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, se va a proceder a la votación, según lo establece el Reglamento.



Quienes estén de acuerdo con el trámite a la Comisión de Salud se pronunciarán a favor; los otros, en contra.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite una consulta, señor Presidente? ¿Los dos se votan?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿se vota si van a la Comisión de Salud, o primero a una y después a la otra? Porque, en el segundo caso me da lo mismo.



Por eso, solicito aclarar el punto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, en la Cuenta se envió el proyecto a la Comisión de Constitución; pero un Comité pidió pasarlo a la de Salud, por tratar una  materia propia de esta última. Si en esta surgiera un problema de constitucionalidad, se remitirá a la de Constitución.



Además, hay una petición formal de que la moción de los Senadores señora Matthei y señor Rossi también se tramite a la Comisión de Salud en vez de a la de Constitución.



Esa votación es la que se efectuará.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, que se envíen a ambas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entiendo que la petición de los Senadores señora Matthei y señor Quintana es que las dos iniciativas pasen a la Comisión de Salud. Si hubiera algún problema de constitucionalidad, se enviarían a la de Constitución, siempre que así lo estimara aquella, antes de la discusión en la Sala.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pido que se remitan a ambas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito a la Honorable señora Matthei aclarar su petición original. Si resulta ser la misma que he planteado, procedemos a votar la suya primero y después las otras.

La señora MATTHEI.- Mi solicitud es que ambos proyectos vayan a la Comisión de Salud. De haber algún problema de constitucionalidad, que se recurra al Tribunal Constitucional.

El señor QUINTANA.- Solicito lo mismo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está clara la propuesta.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido la palabra para dejar una constancia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, mi reserva de constitucionalidad se refiere a ambas mociones.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se acuerda enviar a la Comisión de Salud el proyecto de ley que despenaliza la interrupción del embarazo por razones médicas y el que despenaliza el aborto terapéutico, eugenésico o en caso de violación (18 votos a favor, 11 en contra y 4 abstenciones).



Votaron por la afirmativa las señoras Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Porkurica.



Se abstuvieron la señora Alvear y los señores Bianchi, Sabag y Walker (don Patricio).

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, cuya urgencia fue calificada de “simple”, se encuentra actualmente en la Comisión de Constitución debido a que existían dudas sobre la constitucionalidad de un artículo.



El Ejecutivo informó que retirará esa disposición. Por lo tanto, las dudas que se presentaron en la Comisión de Transportes se disiparán.



En consecuencia, solicitamos que el proyecto vuelva a este órgano técnico para un nuevo primer informe, oportunidad en que se eliminará el artículo sobre el cual se pidió la opinión de la Comisión de Constitución.

El señor PIZARRO (Presidente).- De ser así, ello facilitaría la tramitación de esa materia. Porque el acuerdo que adoptó la Sala en su momento fue pedir al Gobierno que ponga mayor urgencia a la iniciativa, a fin de apurar el despacho por parte de la Comisión de Constitución, que se encuentra muy atochada de trabajo.

El señor NOVOA.- Ahora no sería necesario, porque...

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, procederemos en la forma planteada por el Honorable señor Novoa.



Solicito a quienes tienen “buenos oficios” con el señor Ministro Larroulet que le pidan que cumpla a la brevedad la formalidad de retirar la disposición referida.



En consecuencia, si le parece a la Sala, el proyecto señalado volverá a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo primer informe.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA.- Hay que abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones -podría ser por 48 horas-, a fin de solucionar la situación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se requiere el acuerdo de la Sala. 



Habría que pensar en un plazo razonable. Sugiero los primeros días de enero de 2011.

El señor NOVOA.- Perfecto. En realidad, de ninguna manera lo veremos antes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NOVOA.- Podría ser el primer lunes de enero.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hay acuerdo para fijar como nuevo plazo para formular indicaciones el lunes 3 de enero, a las 12?



--Así se acuerda.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en cuanto al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín Nº 3.778-18), solicito abrir un plazo de un día para presentar indicaciones, a fin de incorporar modificaciones referentes a las sanciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo para formular indicaciones mañana miércoles, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para informar acerca de los acuerdos de Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1.- Tratar en primer lugar, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos de acuerdo que figuran en la tabla de hoy con los números 1 y 4; es decir, el que aprueba la “Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte” y el que ratifica el “Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite”, respectivamente.



2.- Ocuparse a continuación -antes de discutir la iniciativa que crea el Ministerio de Desarrollo Social- en el proyecto que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos a la forestación, en atención a que su urgencia fue calificada de “discusión inmediata”.



3.- Enviar a la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, en vez de remitirlo a la de Economía, el proyecto de ley que prohíbe a empresas que otorgan créditos exigir seguro de cesantía a los jubilados. Los Comités acordaron proceder en esos términos previa consulta a la Comisión de Economía. O sea, si esta estuviese de acuerdo, la iniciativa pasará a la Comisión Especial referida.



4.- Dejar sin efecto la citación a sesión especial, convocada a solicitud del Honorable señor Bianchi, para analizar en detalle la situación por la que está pasando la ENAP, y citar, con el mismo objeto, para el martes 4 -no el 5- de enero de 2011, de 11:30 a 13. El señor Ministro de Energía ha informado que no tiene inconveniente para que esta se lleve a cabo en dicha fecha.



5.- Celebrar, a petición de algunos Comités, una sesión especial el miércoles 5 de enero próximo para conocer en detalle la situación del sistema carcelario, en un horario que el señor Presidente determinará. Para ello, se invitará al Ministro de Justicia, al Director de Gendarmería y al Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Penitenciarios.



6.- Fijar, a solicitud del Ejecutivo, un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto sobre embarcaciones artesanales de pesca (boletín Nº 6.242-21), hasta mañana a las 12, indicaciones que deberán ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



7.- Abrir nuevo plazo para formular indicaciones, hasta las 12 horas de mañana, a la iniciativa que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en tales prácticas (boletín Nº 3.777-03), indicaciones que también deberán ser presentadas en la Secretaría de dicha Comisión.



8.- Celebrar mañana una sesión extraordinaria, de 10 a 13, para tratar asuntos de la tabla, y dejar sin efecto la sesión ordinaria de la tarde. 



9.- Por último, volver el proyecto relativo al Transantiago a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo segundo informe, y fijar como nuevo plazo para presentar indicaciones el momento en que se reúna dicho órgano técnico.

El señor PIZARRO (Presidente).- A modo de información, hago presente que la Comisión de Régimen Interior celebrará reunión mañana, de 9:15 a 10, en reemplazo de la que se iba a realizar en la tarde.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.



El señor NAVARRO.- Señor Presidente, entiendo que la urgencia de la presentación de indicaciones, hasta las 12 de mañana, tanto para el proyecto que define el descarte de especies hidrobiológicas como para la iniciativa sobre embarcaciones artesanales de pesca se debe a que la Comisión del ramo va a sesionar mañana para analizar esas materias,...

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor NAVARRO.-... dado que no volveremos a reunirnos hasta enero. 



Y esos proyectos luego van a la Sala, ¿verdad?

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto.



La idea es que mañana facilitemos el funcionamiento de las Comisiones que analizan materias más urgentes.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

CONVENCIÓN INTERNACIONAL CONTRA DOPAJE EN EL DEPORTE

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse -como si fuera de Fácil Despacho- del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención Internacional Contra el Dopaje en el Deporte”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “suma”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7161-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 63ª, en 2 de noviembre de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo de la Convención -en el marco de la estrategia y el programa de actividades de la UNESCO en el ámbito de la educación física y el deporte- es promover la prevención del dopaje en el deporte y la lucha contra aquel, con miras a su eliminación.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.


En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (30 votos favorables).



Votaron las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

CONVENIO SOBRE DISTRIBUCIÓN DE SEÑALES PORTADORAS DE PROGRAMAS TRANSMITIDAS POR SATÉLITE

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde analizar a continuación, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7021-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 52ª, en 14 de septiembre de 2010.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del Convenio es otorgar protección internacional contra la distribución no autorizada de señales portadoras de programas transmitidas vía satélite en el territorio o desde el territorio de los Estados Partes y, en especial, precaver la interceptación de señales satelitales que contengan programas protegidos por derechos de autor.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (29 votos a favor).



Votaron las señoras Alvear, Matthei, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)----------(

 El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de pasar al siguiente punto, correspondiente al proyecto relativo a la prórroga del decreto ley N° 701, solicito el asentimiento de la Sala para que ingrese el Director Ejecutivo de la CONAF, don Eduardo Vial.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Se autoriza.

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE DECRETO LEY N° 701 Y AUMENTO DE INCENTIVOS A FORESTACIÓN

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme al acuerdo de Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, y aumenta los incentivos de forestación, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7102-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 63ª, en 2 de noviembre de 2010.



Informes de Comisión:



Agricultura, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.



Hacienda y Agricultura, unidas (segundo), sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.



Discusión:



Sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por el Senado en la sesión del 7 del mes en curso.



Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo primero transitorio, que pasó a ser el único artículo transitorio, no fue objeto de indicaciones en la discusión general ni de modificaciones en el segundo informe, por lo que debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Las demás normas del proyecto, salvo el artículo segundo transitorio, tampoco fueron objeto de enmiendas, por lo que también deben darse por aprobadas.



--Quedan aprobadas reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las Comisiones unidas dejan testimonio, por tanto, de que efectuaron una sola modificación al texto aprobado en general, la que consiste en suprimir el artículo segundo transitorio, que establecía la obligación para el Presidente de la República de enviar a tramitación legislativa uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se establecieran nuevos mecanismos de fomento forestal.



Votaron por la supresión de dicho artículo las Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y los Senadores señores Escalona, Espina, Kuschel (como integrante de ambas Comisiones) y Lagos. Se abstuvo el Honorable señor Frei.



Esta única enmienda debe ser puesta en discusión y votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión la supresión del artículo segundo transitorio.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero plantear al Ministro de Agricultura y al Director Ejecutivo de la CONAF mi sorpresa en cuanto al establecimiento de un tope anual de 100 hectáreas para los beneficios que perciban los pequeños propietarios, los medianos y otros. Para cada uno se define un porcentaje de bonificación.





Lo planteo porque, particularmente en la zona austral, hay personas que califican como pequeños propietarios forestales, con todos los requisitos -incluido el de ser beneficiarios INDAP-, pero poseen muchas hectáreas (algunos hasta 800), que son laderas sin otro uso que la forestación. Se trata de terrenos que se hallan en proceso de erosión y pueden ser recuperados.



Por lo tanto, dependiendo de la respuesta a mi inquietud, voy a pedir votación separada de la última oración de la letra c) del numeral 2) del proyecto.

El señor COLOMA.- ¡Esa norma ya se aprobó, señor Senador!

El señor HORVATH.- Pero yo pedí la palabra antes de ello.

El señor COLOMA.- ¡Ya está aprobada!

El señor HORVATH.- Había pedido la palabra con antelación, y no me la dieron.

El señor PIZARRO (Presidente).- Efectivamente esa norma se dio por aprobada.



Señor Ministro, ¿desea aclarar ese punto?

El señor GALILEA (Ministro de Agricultura).- Señor Presidente, en respuesta a la consulta del Senador señor Horvath sobre la limitación de las 100 hectáreas, indicaré dos argumentos.



En primer lugar, no hay que olvidar que la actual iniciativa solo establece una prórroga, por dos años, de la vigencia del decreto ley Nº 701. El Ejecutivo, en muy breve plazo, presentará el proyecto de ley definitivo sobre la materia, el cual considerará numerosos aspectos que no aborda el texto en debate.



Y, en segundo lugar, debo dejar claro que lo que busca ahora el Ejecutivo -sobre todo al incluir la definición de “mediano propietario forestal”- es focalizar en los medianos y pequeños propietarios el acceso a las bonificaciones consagradas en el citado cuerpo legal.



Entendemos que eso puede ser, en muchos sectores, una limitación. Pero, como es sabido, el decreto ley Nº 701, desde que se puso en vigencia en 1974, ha sido utilizado más bien por grandes propietarios forestales. De ahí que el objetivo de la iniciativa en debate, tanto con la definición de “mediano propietario forestal” como con el límite anual de las 100 hectáreas, es focalizar definitivamente los beneficios en los propietarios más pequeños, que han tenido, en general, bastante menos acceso a ellos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muchas gracias, señor Ministro.



Quiero que me corrijan algunos Senadores, porque las solicitudes para hacer uso de la palabra están un poco desordenadas respecto del orden de los proyectos en tabla. 



Tengo anotado al Senador señor Escalona para referirse al punto que nos ocupa.



¿Es así?

El señor ESCALONA.- Yo había pedido la palabra.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿hay algún comparado sobre esta materia?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No.

El señor NAVARRO.- Lo hubo cuando se vio en la Comisión.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero aclarar que me había inscrito para plantear una cuestión reglamentaria luego de que se leyó la Cuenta. 



Por lo tanto, no viene al caso ahora.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya me parecía que estaban medio mezcladas las solicitudes.



En seguida, tengo inscrita a la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, el día de ayer en las Comisiones de Agricultura y de Hacienda, unidas, dimos nuestra aprobación en particular a este proyecto de ley que busca prorrogar la vigencia del decreto ley N° 701.



Durante la discusión en particular presenté varias indicaciones, con el objeto de mejorar algunos aspectos que mencioné en el debate en general de la iniciativa y que dicen relación con un aumento del porcentaje del subsidio a la bonificación para los pequeños productores, la cual, en nuestra opinión, debiera ser de 100 por ciento.



Quiero centrar mi análisis en un punto que me parece preocupante.



El artículo 12 del proyecto de ley -el señor Ministro ya dio las explicaciones pertinentes-, en su inciso segundo, establece un tope de 100 hectáreas anuales para ser beneficiario de la bonificación.



Es necesario señalar que durante más de 30 años de aplicación de este decreto ley -reconocido por todos como una buena herramienta del Estado que había logrado un gran incentivo al desarrollo del área forestal- nunca existió un límite de hectáreas a reforestar.



Revisando la discusión habida en la Cámara de Diputados, me pude percatar de que muchas organizaciones invitadas a participar en el trabajo de la Comisión de Agricultura (CORMA, Colegio de Ingenieros Forestales, Asociación Gremial de Trabajadores del Sector Forestal de Chile y Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo) cuestionaron el tope de 100 hectáreas establecidas en el proyecto, señalando que este límite desincentivaría la utilización de dicha herramienta.



Frente a las dudas que me produjo lo anterior solicité un informe a la Biblioteca del Congreso Nacional -lo tengo en mi poder- que señala que el referido tope puede restringir la competitividad de los pequeños y medianos propietarios forestales, quienes son, teóricamente, los principales beneficiados que considera esta iniciativa. Ello, debido a que se limita la superficie bonificable a la cual pueden acceder estos propietarios.



Otro punto que menciona el informe dice relación con que este límite a la superficie bonificable tendría efectos en términos de que implicaría un menor volumen de recursos aportados por el Fisco para tales fines, lo cual implica una disminución de los fondos que el Estado entrega mediante subsidios en muchas comunas y localidades donde toda su estructura productiva se encuentra vinculada a la explotación forestal y, por ende, tiene incidencia en la contratación de mano de obra.



Por último, conforme a lo que señala el informe, el límite de 100 hectáreas podría tener efectos marginales en los grandes propietarios forestales, pues las grandes empresas del rubro disponen de recursos suficientes para establecer plantaciones sin necesidad de recurrir a las bonificaciones y franquicias incorporadas en el decreto ley N° 701 de fomento forestal. 



Señor Presidente, me parece necesario destacar que de acuerdo a cifras de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA), más de un tercio de las hectáreas forestadas en el período comprendido entre 1975 y 1996 serían atribuibles, directamente, a las bonificaciones y franquicias incorporadas en dicho decreto ley.



En consecuencia, hoy no estamos prorrogando el decreto ley N° 701, sino haciéndole modificaciones importantes en materias de bonificación, de beneficiarios y, por ende, afecta a dicho sector productivo y también a los trabajadores.



Lo anterior lo manifesté ayer en la Comisión. Sin embargo, no hubo acogida de parte del Ejecutivo para hacer suyas estas indicaciones y fueron declaradas inadmisibles, cosa que lamento.



Creo que no estamos -insisto- prorrogando la vigencia de un decreto, sino que legislando con relación a esta materia, limitando los recursos del Estado y afectando a los pequeños y medianos productores.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, comparto plenamente que seguimos con la misma política respecto del decreto ley N° 701: una extensión permanente. Ahora se busca prorrogarlo por dos años.



Está claro que se requiere una urgente e importante modificación a todo el sector forestal. Y el decreto ley N° 701, con su sola ampliación, no logra satisfacer la demanda de una política forestal en Chile.



Varios gobiernos consecutivos -los de la Concertación y ahora el del Presidente Piñera- han señalado que los proyectos ya vienen y que vamos a enfrentar, en definitiva, la existencia de este híbrido que es la CONAF, que siendo una institución privada recibe fondos públicos.



Quiero advertir, tal como lo señalamos durante el debate, que el Tribunal Constitucional, a propósito de la Ley del Bosque, la N° 20.283, cuestionó el carácter de entidad privada de la CONAF. Y señaló que no aprobaría nuevas normativas que implicaran añadir más funciones a dicha entidad. Porque claramente esta debiera dejar, en forma inmediata, de recibir fondos públicos. Y el fallo del Tribunal Constitucional decía que solo por el efecto que esta decisión tendría -el cual sería catastrófico- no se iba a suspender la entrega de los recursos, pero deberían tomarse medidas para evitar que se sigan delegando funciones.



Discutimos también sobre qué significaba esto de los operadores forestales. De hecho, formulé una indicación para eliminar tal concepto. No obstante, ya se aprobó, señor Presidente, un artículo que establece un Registro de Operadores Forestales, aun cuando en ninguna parte de la ley en proyecto se los define. Entonces tendrá que haber un reglamento que lo haga -me refiero a los operadores forestales, que, por cierto, no son operadores políticos-, que logre precisar quiénes son estos. 



A mi juicio, ellos serán quienes complementarán las tareas que la CONAF desarrolla, los que van a participar en la elaboración de los planes de manejo.



En definitiva, serán equivalentes a las EGIS en Vivienda: van a llevar a cabo trámites técnicos, asistencia técnica, a los pequeños y medianos propietarios forestales.



El Tribunal Constitucional enfrentará un problema, porque si bien todos coincidimos en que el decreto ley N° 701 debe continuar, volveremos a reincidir en darle nuevas facultades a la CONAF, aun cuando dicho órgano nos ha advertido no hacerlo.



De otro lado, señor Presidente, la Comisión también rechazó una indicación que presenté en relación con el método de consulta que establece el Convenio N° 169 para el tratamiento de este proyecto.



Lo anterior no es un asunto baladí, no es menor. Se trata de una expansión del sector forestal. Por todos es conocido que su crecimiento, que ya alcanza a los 2,5 millones de hectáreas plantadas, ha arrinconado a las comunidades indígenas, a los campesinos y presenta un desarrollo muchas veces inorgánico asociado, fundamentalmente, a la pobreza. Junto a las grandes plantaciones forestales están las comunas más pobres de Chile. 



El Senado, su Comisión de Agricultura y también la Cámara de Diputados, han aprobado un mecanismo de consulta que violenta expresamente, una vez más, al Tribunal Constitucional. En su sentencia N° 309, de agosto de 2000, dicho órgano señala claramente que ambas ramas del Parlamento, tanto el Senado cuanto la Cámara de Diputados, son titulares en el deber de consultar las medidas legislativas, lo cual se incorporó en la Ley Orgánica del Congreso Nacional. O sea, ¡estamos faltando a nuestra propia ley orgánica! Si el Senado decide no consultar a los pueblos indígenas se va a quedar con lo que dice la “consulta” hecha por el Ejecutivo a 28 comunidades, tal como señaló el Director de CONAF, quien nos entregó el listado. 



Si aceptamos el mecanismo de consultar por e-mail a los consejeros de la CONADI y, cuando estos no contestan, dar por aprobada la medida consultada y por resuelto el proceso, estamos cometiendo una grave equivocación.



Este es un proyecto que tiene una lectura que debe ser revisada respecto del método de consulta, porque algunos han levantado la tesis de que cuando el proyecto de ley es de carácter -comillas- general y no particular, no debiera consultarse. O sea, cuando afecta indirectamente. 



No obstante, esta es una iniciativa que afecta directamente a las comunidades.



Por otro lado, se ha esgrimido una segunda tesis, novedosa, en el sentido de señalar que el proyecto beneficia a priori a las comunidades indígenas. Y como el Ejecutivo y algunos Senadores creen que es así, piensan que no debiera consultárseles.



Señor Presidente, quien define si es beneficioso o no son las comunidades. Por tanto, el proceso de consulta debe existir.



A mi juicio, el Ejecutivo lo ha llevado a cabo de manera parcial. La Comisión de Agricultura, a proposición del Senador Alberto Espina, realizó la tarea de evaluar el procedimiento que la Cámara Alta va a seguir. Siento que el Tribunal Constitucional, la Ley Orgánica del Congreso Nacional y el propio Convenio N° 169 son extremadamente claros respecto del procedimiento o los alcances que la materia de que se trata debe tener. 



Los temas a respetar han de ser de mutuo acuerdo, de buena fe, amplios e informados. Y, en esta ocasión, eso no ha ocurrido.



Yo siento que estamos trabajando, pero se nos acaba la vigencia de esta ley que vence el 2011. Por ello, necesitamos una prórroga. 



El señor Ministro de Agricultura ha señalado que van a ingresar los proyectos de ley al Parlamento. De hecho, la Cámara de Diputados aprobó un artículo 2° transitorio bastante sui géneris, el cual señalaba que el Gobierno se comprometía, en el plazo de ocho meses, a elaborar el Reglamento y luego, a enviar dos proyectos de ley. Naturalmente, coincidimos -en esto yo participo- en que la norma estaba mal redactada y en que es impropio que en un proyecto obliguemos al Ejecutivo a presentar otras dos iniciativas legales sin definir ni su contenido ni su implicancia.



Por lo tanto, aun cuando el señor Ministro de Agricultura ha anunciado que en enero van a ingresar los proyectos aludidos, quiero advertir dos cosas: la primera, que el Tribunal Constitucional ya le ha dicho al Congreso Nacional que no se le pueden seguir asignando funciones a CONAF, por ser esta un ente privado, y que solo le perdonaba la vida por el tremendo impacto negativo que acarrearía la supresión de los recursos públicos que se le entregan; y la segunda, respecto del mecanismo de consulta a los pueblos originarios, que ella aún no existe en el caso del Senado y es insuficiente en lo que atañe a la Cámara de Diputados y al Ejecutivo.



En cuanto a los alcances del proyecto -es decir, la bonificación y el límite de 100 hectáreas-, yo pediría un fundamento de parte del Ejecutivo. El decreto ley N° 701 tuvo en su nacimiento una dedicación al fomento forestal que radicó en las grandes empresas. Quiero recordar que se bonificó hasta 105 ó 110 por ciento. Hoy día se concede una bonificación, para los medianos y los pequeños de 75 por ciento. A los grandes se les otorgó por décadas 100. Siento que esa discriminación no procede. Yo hubiera esperado una bonificación de 100 por ciento para los primeros, de manera de poner el mismo tipo de incentivos. 



En seguida, deseo hacer notar a la Sala que, tal como lo planteé en otra indicación que fue rechazada, el Servicio de Impuestos Internos no está cobrando -aquí tengo los oficios- de manera retroactiva el impuesto territorial. El decreto ley N° 701 establecía que los beneficiarios del subsidio debían pagar ese tributo en la segunda corta, y que estaban exentos de él durante la primera. Eso ocurrió con las segundas plantaciones el 97, 98, 99. La Corporación Chilena de la Madera (CORMA) ha reconocido que efectivamente se hallan en deuda, que Impuestos Internos no les ha cobrado, y que no tienen el detalle exacto de los metros cuadrados, los kilómetros cuadrados, el número de hectáreas comprometido, dado que los paños forestales se cosechan de manera irregular, de acuerdo a su plan de manejo. 



Por consiguiente, no se les ha cobrado. Yo llamo la atención del Senado sobre el particular, ya que el propio Servicio de Impuestos Internos ha señalado que el pago opera con una retroactividad de tres años. Y aquí han transcurrido más de doce años desde que este tributo se ha hecho exigible. Solo espero que las grandes empresas forestales, tal como lo ha reafirmado la CORMA -y quiero ratificar la buena voluntad que ha expresado en ese sentido-, paguen. 



Sin embargo, si vamos a poner subsidios del Estado para beneficiar a los pequeños y medianos, como se hizo con los grandes, todos los actores deben cumplir con sus obligaciones fiscales, y, por ende, debieran estar al día respecto de sus compromisos con el Estado. Ello obliga, ante todo, a los grandes, pero también a los pequeños y los medianos, y deben generarse las condiciones para que estos últimos puedan cumplir de manera regular, sin ahogarlos.



Señor Presidente, espero que el señor Ministro pueda darnos una explicación respecto de los temas que he mencionado -son tres: la consulta a las comunidades indígenas; lo relativo a CONAF y la nueva asignación de responsabilidad; y, por último, el pago del impuesto territorial por parte de las grandes empresas forestales beneficiadas por el decreto ley N° 701-, de tal manera de concurrir a la aprobación de este proyecto sin mayores problemas.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el decreto ley N° 701 ha sido uno de los instrumentos que han permitido tener mayor éxito en la promoción de las exportaciones en materia forestal. Porque, si hay un desarrollo en la producción de bosques en Chile, netamente se debe a él. Sin embargo -lo mencioné cuando discutimos en general el proyecto-, su aplicación ha incentivado el despoblamiento de los sectores rurales. Porque, donde se instalan los bosques desaparece la población. Así desaparecieron las escuelas, las viviendas, la familia rural. A mi juicio, ese es un alto costo que el país ha pagado. En efecto, el Estado no solo ha debido poner el incentivo, sino que también, al despoblar la ruralidad y enviar un gran aliciente para que esas personas emigren hacia las grandes ciudades, ha tenido que pagar un costo adicional en políticas públicas, de vivienda, laborales. Y creo que debería compensarse con otras políticas públicas que estimulen al mundo rural a permanecer en sus tierras cuando tienen lugar en su entorno las grandes plantaciones a que me refiero.



En segundo término, señor Presidente, quiero celebrar estas modificaciones, porque por primera vez estamos apuntando en la dirección correcta, con instrumentos orientados hacia el pequeño agricultor, que ve con angustia cómo importantes recursos de riego que aprueba el Estado van destinados principalmente a los agricultores más grandes. Yo he visto cheques de mil millones de pesos para hacer posible el proyecto de riego de un agricultor, y me parece muy bien, porque con ello estamos aumentando la capacidad de producir e incentivando a tener más eficiencia en la producción y la diversificación productiva. 



No obstante, el lado negativo del tema en análisis es la situación que afecta al pequeño agricultor: no tiene programas de riego, no existen instrumentos para que ponga a su nombre los derechos de agua ni para que desarrolle un proyecto de regadío que le permita diversificar también su producción. Y creo que la orientación que el Ministerio de Agricultura le da al decreto ley N° 701, en términos de decir: “Mire, vamos a poner un techo para quienes van a recibir este subsidio”, está focalizando los recursos del Estado en los más pequeños. Pero esa misma dirección deberían tener los programas PRODESAL y los programas de la Comisión Nacional de Riego, que sigue entregando ingentes recursos a los sectores más pudientes del mundo agrícola, y, sin embargo, los pequeños agricultores -y para qué decir las comunidades mapuches- quedan absolutamente excluidos.



Me parece que cuando discutamos la normativa permanente vamos a tener que revisar también cómo autorizamos un nuevo decreto ley N° 701, que garantice que no estamos secando las fuentes de agua de muchas comunidades rurales, especialmente las indígenas. Un proyecto de reforestación debe mantener una distancia, pero yo estoy seguro de que eso no se está cumpliendo, porque no existe fiscalización. Nadie vela por que las normas que se establecen para proteger los recursos acuícolas se respeten, a fin de garantizar que las poblaciones rurales e indígenas puedan seguir teniendo acceso a ellos. 



Uno de los mayores reclamos del ámbito rural tiene que ver con la escasez de agua. Y, de acuerdo a muchos informes, ella se atribuye, precisamente, a la falta de cumplimiento de las normativas en la plantación al lado, encima y adyacente a las fuentes de ese vital elemento.



En seguida, celebro que el proyecto también haga una excepción con las comunidades indígenas que han adquirido tierras en virtud del artículo 20, letras a) y b), de la ley N° 19.253, para poder acceder al subsidio forestal. Ellas estaban impedidas de hacerlo cuando el propietario anterior ya había gozado de bonificación. Es más, las tierras se mantenían gravadas como forestales, con la obligación de reforestar, en circunstancias de que las habían comprado para darles otro uso.



Por consiguiente, este proyecto de ley corta, de renovación, no solamente resuelve un problema de focalización -cosa que yo aplaudo-; también permite que comunidades indígenas vuelvan a postular al subsidio cuando ya ha sido usado por otros anteriormente y que desafecten los terrenos que estén gravados para volver a reforestar cuando la comunidad ha tomado una decisión distinta.



Señor Presidente, espero que el Ministerio de Agricultura ponga más fiscalizadores, en la medida de lo posible, a objeto de cumplir con la protección de los fondos acuícolas y, en todo caso, celebro esta nueva iniciativa y la focalización que esa Secretaría de Estado le ha dado a esta renovación del decreto ley N° 701.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el decreto ley cuya renovación se pretende es uno de los instrumentos más importantes que ha habido para el mundo agrícola.



Un solo dato: desde el año 74 a la fecha se han reforestado alrededor de un millón 400 mil hectáreas, a un costo de 500 millones de dólares. O sea, con este tipo de incentivos la tasa de retorno ha sido espectacular desde el punto de vista social.



Ahora se procura, a diferencia de lo que han dicho algunos, mejorar la focalización del subsidio.



¿Cómo funciona hoy el subsidio?



Básicamente, se distinguen dos categorías: el pequeño agricultor y “otros”.



El pequeño recibe hasta 90 por ciento por las primeras 15 hectáreas y 75 por ciento por el saldo; los otros, 75 por ciento.



¿En qué se innova en este proyecto? Esencialmente, se crea la categoría de mediano propietario, a la que le asigna un subsidio de 75 por ciento. Y al propietario más grande el subsidio se le baja a 50 por ciento.



Justamente, entonces, con esta iniciativa su busca focalizar, gastar de mejor forma los recursos que el Estado dispone para reforestación en Chile. Y, en tal sentido, significa un beneficio que, en mi opinión, nadie puede negar, bajo ningún concepto.



Señor Presidente, con motivo del proyecto de ley sobre Bosque Nativo se plantearon diversas inquietudes. Muchos nos pedían a los parlamentarios que al renovarse el decreto ley 701 se generara un incentivo especial a los medianos propietarios y se focalizara en ellos, más que en los grandes, como decía el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Eso es precisamente lo que hace esta iniciativa: crea la categoría de mediano propietario forestal, a la que se bonifica con 75 por ciento; mantiene el 90 por ciento para los pequeños -nunca ha sido más-, y se baja a 50 por ciento la bonificación de los más grandes -por cierto, estos cumplen una función muy relevante para la reforestación-, quienes tienen condiciones económicas para solventar los gastos pertinentes.



Ahora bien, es necesario que conste en este debate la significación -y así lo planteó el Ministro de Agricultura en distintas ocasiones- del mejoramiento que se registra en la tabla de costos, que esperamos alcance a cerca de 20 por ciento. Ello, obviamente, hace que al final dicha tabla sea más relevante que el cambio de los guarismos de la bonificación, porque permite tornar mucho más realista el esfuerzo que hay que realizar para reforestar distintos lugares, que básicamente se hallan desde la Sexta hasta la Undécima Regiones.



De no mediar este proyecto y no renovarse la vigencia del decreto ley 701 por un período adicional, sectores como el que represento en la Séptima Región sufrirían un deterioro notable en sus condiciones de vida.



Allí había inmensos terrenos con aptitud forestal y suelos degradados que, de no haber existido incentivos de esta naturaleza, no habrían generado ningún tipo de beneficio económico a sus propietarios.



Tal cual fue aprobado en las Comisiones unidas y como venía del Ejecutivo, el proyecto hace exactamente lo que se necesita: mantener en el mayor subsidio, 90 por ciento -nunca ha sido más que eso-, a los pequeños propietarios; generar la categoría de medianos propietarios, con bonificación de 75 por ciento, y establecer una nueva categoría, la de “otros”, con una bonificación menor, mejorando la focalización y la tabla de costos.



Por eso, señor Presidente, pedimos máxima urgencia para la aprobación, ojalá unánime, de esta iniciativa, pues, de no despacharse mañana en la Cámara de Diputados, habría que cambiar todo el articulado. Porque, como sabemos, el decreto ley 701 tiene vigencia hasta el 31 de diciembre de este año. Y para prorrogarlo se cambia la expresión “15 años” por “17 años”, con lo que se posibilita que este tipo de beneficios se mantengan en el tiempo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- La aprobación no podrá ser muy rápida, señor Senador, ¡porque hay muchos inscritos...!

El señor COLOMA.- En el curso del día.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer término, quiero felicitar al señor Ministro de Agricultura por la gestión que ha realizado en el Ministerio a su cargo; por haber tenido un diálogo permanente con todos los sectores agrícolas, particularmente con los pequeños y medianos, y, además, por sacar adelante un proyecto de ley de esta naturaleza, que cumple una aspiración largamente sentida por las comunidades mapuches, más bien por los pueblos originarios, concepto de mayor extensión que aquel.



¿Cuál es el problema que resuelve esta iniciativa?



En la legislación actual, de las bonificaciones establecidas para los planes de forestación de los suelos con aptitud forestal puede hacerse uso en una sola oportunidad. Por lo tanto, respecto a muchos de los predios transferidos a comunidades mapuches -porque es ahí donde se concentra básicamente la transferencia-, ellas no pueden hacer uso de la bonificación porque ya fue utilizada por el propietario anterior. Entonces, como estos campos habitualmente se adquieren de particulares o de empresas forestales, cuando llegan a poder de las comunidades mapuches y ellas quieren utilizar la bonificación -esas comunidades son las que más la necesitan- no pueden hacerlo.



Por lo tanto, es un avance gigantesco respecto a una de las aspiraciones más sentidas de las comunidades mapuches: que cuando se les adjudique un campo y decidan continuar con la labor forestal...



Señor Presidente, ¿podría pedir un poquito de silencio?



Yo le tiro flores al Ministro, pero él se pone a conversar.



¡No le tiro más...!

La señora RINCÓN.- ¡Lo está castigando...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Es que usted se equivoca, señor Senador.

El señor ESPINA.- Usted ve lo que le pasa a este Gobierno, señor Presidente: ¡les tiramos flores a los Ministros y ellos nos castigan...!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Mientras más flores les tire, menos lo van a escuchar...!



Usted tiene que aprender a ser Senador de Gobierno: ¡debe tratar duro a los Ministros para que lo escuchen...!

El señor ESPINA.- Seguiré su ejemplo, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Si no, van a creer que usted es propiedad de ellos...!

El señor ESPINA.- Yo no sé a cuántos Ministros les tiran flores. Yo les tiro a todos. Pero basta que lo haga para que se pongan a conversar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Además, como el Ministro fue Diputado, ¡ya sabe de estas cosas...!

El señor ESPINA.- Le agradezco su consejo, señor Presidente, pero seguiré con la intervención, porque está corriendo mi tiempo.



Aquí hay, señor Presidente, dos decisiones muy importantes para las comunidades mapuches: la primera, que puedan hacer uso de la bonificación aun cuando el predio haya sido beneficiado anteriormente; y la segunda, que si deciden cambiar el uso del suelo, se las exima de la obligación de devolver la bonificación (en la ley actual deberían devolverla: esta es la regla general).



Ese es un avance gigantesco para que las tierras que reciben las comunidades mapuches sean productivas y estas puedan gozar de beneficios directos.



Por eso la urgencia de esta iniciativa, señor Presidente.



En segundo lugar, opino que el proyecto es adecuado cuando se decide establecer 100 hectáreas como límite máximo para ser beneficiario. Y voy a explicar por qué.



Si algo se criticaba en la ley vigente, era que estos beneficios siempre los utilizaban las grandes empresas. Y ocurre que ahora se están concentrando en el mediano y en el pequeño agricultores, que es lo importante.



Y se hace lo siguiente.



Se determina una prórroga por dos años, plazo que puede ser menor, dependiendo del tiempo en que el Gobierno envíe el nuevo proyecto.



En el caso de los pequeños propietarios -dos hectáreas básicas-, la bonificación actual, de 75 por ciento, salvo por las primeras 15 hectáreas, se eleva a 90 por ciento.



Se crea la categoría de medianos propietarios (aquellos con ingresos anuales inferiores a 100 mil UF), con una bonificación de 75 por ciento. Por lo tanto, se otorga un fuerte incentivo al agricultor mediano, quien siempre señala que le toca cargar el piano pero nunca tocarlo.



Finalmente, en cuanto al resto, se determina una bonificación de 50 por ciento, mientras no se excedan las 100 hectáreas.



A mi juicio, señor Presidente, este proyecto se halla muy bien orientado.



Obviamente, no resuelve todos los problemas existentes en el área forestal y en materia de bonificaciones al sector; para solucionarlos estará la nueva ley.



Pero no tengo dudas de que se trata de un avance enorme. Primero, como ya lo señalé, para las comunidades mapuches.



Durante la huelga de hambre de las comunidades mapuches -ellas preocuparon e interesaron a muchos señores Senadores-, cuando uno conversaba con aquellas, su primer planteamiento en el ámbito productivo era: “Por favor, háganos beneficiarios del 701”. 



En consecuencia, aquí se recoge una inquietud expresada por años y que nunca pudo ser resuelta. Y por eso felicito -siempre y cuando me escuche- al señor Ministro de Agricultura. 



De otra parte, el límite de las 100 hectáreas me parece correcto. Porque lo que hay que hacer, señor Presidente, es focalizar los recursos en quien más los necesita.



Por lo demás, si un agricultor quiere bonificar sobre 100 hectáreas, de no permitírselo la ley, la posibilidad de hacerlo será muy remota.



Entonces, lo razonable es que tratemos de ayudar al pequeño propietario y al mediano, que son quienes más precisan ayuda hoy día.



Por eso, señor Presidente, considero que esta es una muy buena iniciativa de ley. 



Ahora bien, el Senador Navarro ha mantenido siempre una legítima preocupación.



A Su Señoría le reconozco una virtud: la de que estudia estos proyectos. Muchas veces no estamos de acuerdo. Pero dice las cosas “Pan, pan; vino, vino”, desde su punto de vista. Considero que eso es un gran aporte al debate. 



Sin embargo, al respecto hay un problema práctico.



Estamos viendo cómo resolvemos lo de la consulta. De hecho, la Comisión de Constitución celebró hoy una sesión, dirigida por la Senadora Alvear, y quedamos en hacer un planteamiento sobre cómo vamos a determinar hacia adelante un proceso de consulta serio y que ayude a las comunidades.



¿Por qué digo eso, señor Presidente? Porque el remedio podría terminar siendo peor que la enfermedad. 



Voy a poner como ejemplo este proyecto.



Si él se hubiese elaborado luego de un proceso amplio de consulta a las aproximadamente 3 mil 300 comunidades existentes en La Araucanía, más las restantes del país, como el beneficio concluye el 31 de diciembre, el incentivo habría sido para que el Gobierno terminara diciendo: “Si esto me va a entrabar un proyecto que favorece a muchas personas, mejor no establezco un beneficio especial para las comunidades mapuches, porque me frena esa iniciativa demasiado tiempo”.



Entonces, ¡cuidado!



Es legítima, señor Presidente, la inquietud por que se cumpla el Convenio 169 de la OIT, que a mi juicio es un muy buen instrumento, un mecanismo correcto, pues obliga a que los pueblos originarios sean consultados tratándose de decisiones sobre materias que los afectan.



En el barrio alto de Santiago se hacen plebiscitos que, con toda razón, son muy celebrados. 



Pues bien: yo quiero saber por qué se puede consultar mediante plebiscito a muchas personas sobre diversas materias y a las comunidades mapuches no se les va a poder preguntar antes de decidir sobre tierras que eran suyas. 



Pero, en mi concepto, exacerbar la situación al punto de que haya un procedimiento que lleve a consultar al infinito, a preguntar permanentemente, sin que nunca pueda tomarse una decisión, provocará que los Gobiernos se inhiban de tener políticas específicas que ayuden a las comunidades.



No estoy diciendo que no haya que consultarlas, sino que hay que hacerlo con realismo, evitando que la consulta se transforme en una piedra de tope y que las políticas públicas que van en beneficio de nuestros pueblos originarios impliquen finalmente enfrascarse en debates y procesos que duran años.



Hay que hacer reformas fundamentales en la CONADI (existe coincidencia en que ella funciona muy mal). Es preciso introducir cambios en todo el proceso de asignación de tierras a las comunidades, manteniendo los artículos 20 a) y 20 b); el mismo Presidente de la República me lo ha señalado. Hay que diseñar todo un proceso para generar oficinas que brinden asesoría a los pueblos originarios en cada comuna. Se debe sacar adelante la reforma constitucional, que lleva mucho tiempo parada. 



O sea, hay pendiente un cúmulo de políticas públicas relativas a los pueblos originarios. Y yo no quisiera que, por enfrascarnos en un proceso de consultas que durara años, los Gobiernos terminaran inhibiéndose de actuar y dijeran: “Si tanto tiempo va a tomar esto, la verdad de las cosas es que finalmente se desincentiva su aplicación”. 



Por eso, creo que hay que consultar, pero con realismo. Y si este proyecto no se hubiera aprobado con tanta velocidad -actitud del Parlamento que valoro mucho-, nos habríamos quedado sin beneficios para las comunidades mapuches. 



Señor Presidente, esta es parte de mi respuesta al Senador Navarro sobre por qué en esta oportunidad el proceso se hizo así: porque el beneficio era mayor que el eventual perjuicio. Era un beneficio para las comunidades mapuches, no un perjuicio, como bien sostiene el colega Letelier, cuyo criterio podrá ser controvertido, pero tiene lógica: la de que se consulte lo que puede provocarles un problema, mas no aquello que les genera beneficios.



Por las consideraciones expuestas, reitero mi apoyo al proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en este proyecto yo me abstuve tanto en la Comisión de Agricultura como en la Sala cuando se aprobó en general. 



Sin embargo, valoro que el Ejecutivo, aun manteniendo a firme su criterio de que era suficiente el decreto supremo Nº 124, del 2009, haya consultado, particularmente a través de la CONAF, de manera un poquito más amplia a las comunidades potencialmente beneficiarias del incremento planteado, es decir, las que han recibido aportes del Fondo para Tierras y hoy día no podrían acceder a la bonificación forestal. 



Creo que tal ejercicio da cuenta de la petición que con los miembros de la Comisión de Agricultura le formulamos al Gobierno. 



Pero voy a insistir en el punto mencionado por el Senador Navarro: una cosa es el decreto ley 701, que el Ejecutivo aceptó como válido -y responderá por ello-, y otra distinta lo que nosotros debemos realizar como Congreso.



Yo espero, por tanto, que la Mesa se haga cargo de que en lo sucesivo, tocante a las comunidades indígenas -porque hoy puede haber incidido la premura por prorrogar la bonificación forestal mediante este proyecto; pero el día de mañana puede tratarse de otra iniciativa que, directa o indirectamente, afecte de algún modo a los pueblos originarios-, se tome el camino esencial de la consulta que nos señala el Convenio 169 de la OIT. 



Entonces, voy a apoyar este proyecto, primero, porque el Gobierno ha hecho el esfuerzo de consultar a dichas comunidades, y segundo, porque mediante él se toman algunos resguardos, como aquí se dijo. 



En tal sentido, quiero defender el límite de las 100 hectáreas, pues de alguna forma garantiza que no serán los propietarios de grandes extensiones de tierras los que recibirán el beneficio, con el consiguiente daño que ello implica: erosión de los suelos y perjuicios en ciertos humedales, y otros efectos, como los indicados por el Senador Tuma. 



Creo, pues, que esta iniciativa, incluso con la prórroga sugerida, puede ser más inocua para las comunidades indígenas que lo que ha significado la aplicación del referido decreto ley en el pasado, desde el año 74 en adelante.



Con todo, tengo expectativas en cuanto a que el proyecto que presentará el Gobierno (el 701/2.0, como lo llamó el Ministro Galilea) va a hacerse cargo de una serie de otras materias aquí planteadas, no solo en el ámbito de la Comisión de Agricultura. 



Por intermedio del señor Presidente, quiero decirle al señor Ministro que en la sesión celebrada hace exactamente una semana para analizar los problemas del tipo de cambio y las dificultades que están experimentando los agricultores de la zona centro-sur, fundamentalmente los exportadores de frutas, el Banco Central le tiró la pelota al Ejecutivo.



Sin embargo, estimo que Hacienda y Agricultura tienen pocas herramientas para enfrentar la referida situación. 



Considero que, dentro del decreto ley 701 mejorado, bien podríamos estudiar posibilidades en torno a ciertos frutales, tal como se están abriendo respecto a la biomasa, a la forma de frenar el proceso de desertificación en la zona norte del país, en fin. 



Por lo mismo, esperamos que surja un buen proyecto. Pero, además, queremos que la consulta ya no sea problema; o sea, que en este sentido se genere un proceso más allá del decreto 124 y, también, que el Congreso establezca los mecanismos de participación.



Ahora, no me parece que los ocho meses sean la cuestión fundamental. Lo importante es que se proponga una buena transformación de la ley de fomento forestal, que se haga cargo, entre otras cosas -lo hemos conversado con el señor Vial, Director Ejecutivo de la CONAF-, de lo que ocurre con la ley de bosque nativo, en cuya aplicación se está castigando a muchos pequeños productores forestales. 



Vamos a tener que revisar con mayor detención el nuevo proyecto, porque es probable que en algunas zonas haya que extremar el proteccionismo y que en otras -por qué no decirlo- a lo mejor sea necesario incorporar al mercado a más comunidades, a otros sectores. 



Creo que eso debemos estudiarlo en la Comisión de Agricultura.



En consecuencia, por intermedio de la Mesa, le pido al Ejecutivo un debate más a fondo respecto a la iniciativa que vendrá. 



Por último, señor Presidente, quiero insistir en lo de las 100 hectáreas. 



Ese límite me parece importante. Por eso, apoyaré la ley en proyecto. Pero no puede ocurrir con ella lo que sucedía en el pasado con organismos como el SAG. Este Servicio tenía establecidos programas de mayor envergadura -no los del INDAP- para la recuperación de suelos degradados, para enmiendas calcáreas, para distintos nutrientes de la tierra, como fósforo, en fin. Sin embargo, los grandes, al contar con más asesoría técnica, eran los primeros en postular a los beneficios y, como es obvio, los recursos, siempre escasos, se agotaban en ellos. Y el pequeño quedaba a la cola y esperando. Entonces, creo que no debiéramos cometer ese error, señor Presidente.



Con todas las prevenciones que me parece que es preciso tener -el Senador señor Navarro lo explicó con mucha claridad, al igual que la Honorable señora Rincón-, vamos a acoger el articulado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo ser muy breve. A mi juicio, lo fundamental se ha dicho y los argumentos principales a favor de la iniciativa ya los hicimos presentes al discutirla en general.



Se trata de un proyecto bastante simple, dentro de todo: consiste en una prórroga, por dos años, de una medida muy exitosa, como hemos señalado. Una inversión baja para el país, del orden de 500 millones de dólares, ha permitido forestar un millón 400 mil hectáreas. Y esa plata, según ya se expuso, se recuperó en pocos años. Es el tipo de políticas públicas que debemos fomentar para potenciar ciertas áreas.



Quizás, entre algunas contribuciones nuevas -no constituye una prórroga automática, sino con el valor agregado de ciertos aspectos muy valiosos-, una de ellas puede merecer discusión: el tope de las 100 hectáreas.



Desde un punto de vista social, uno dice: “apoyemos solamente a los pequeños, a los medianos”. Está bien. Sobre la base de ese criterio, es así. Sin embargo, si se tiene en cuenta que pueden existir tierras baldías y que es posible incentivar, con un 50 por ciento de subsidio, que sean utilizadas y den un potencial que Chile después recuperará, no es un mal negocio.



Es cierto que, cuando pensamos en la política de subsidios solo con una perspectiva de carácter social, carece de justificación apoyar a los medianos “grandes”. Pero, desde un punto de vista económico, ese tipo de beneficios puede ser un factor relevante. Lo ha sido en el pasado en algunas oportunidades.



Por eso, no quiero plantear el tema, pero sí formular la reflexión, ya que estimo que no es posible dejar de tener presente que las políticas de subsidio o de incentivo pueden favorecer no solo cuando revisten carácter social. Eso es lo principal. Y esa es la justificación. En virtud de ello, el proyecto recibe todo nuestro respaldo.



Mas es importante hacer la consideración, porque quizás cuando el Ejecutivo defina el régimen definitivo -el mecanismo dura dos años- cabría estudiar la contribución económica que podría obtener el país, en ciertas condiciones, en ciertos lugares debidamente restringidos.



Mi Honorable colega Tuma hacía presente, por ejemplo, el riesgo para los acuíferos. Por cierto, es preciso proceder cuidándolos, cuidando el medio ambiente.



Si con un incentivo de un 50 por ciento se puede generar desarrollo, riqueza y crecimiento en ciertas áreas que de otra manera se pierden, a lo mejor es un buen negocio para Chile. Y uno tiene que ponerse también en ese caso.



Ahora, en lo fundamental, juzgo especialmente valiosos algunos elementos.



Ya ha sido mencionado lo relativo a los beneficios para las comunidades indígenas y no voy a repetirlos. Solo deseo agregar que en la Comisión de Constitución hemos celebrado en el día de hoy una sesión en la que hemos discutido largamente sobre el asunto, con el aporte de representantes de la Organización Internacional del Trabajo y de otros organismos especializados. Esperamos dar con una buena respuesta para el rol que nosotros y el Ejecutivo tenemos que cumplir respecto del Convenio Nº 169, y así poder ir asegurando que este último instrumento, referente al mundo indígena, no solamente se respete, sino que también sea una contribución importante para el desarrollo de esos pueblos y su integración al país.



Quisiera destacar finalmente la incorporación del concepto de mediano propietario forestal. Hasta ahora, las políticas agrícolas se han focalizado, fundamentalmente, hacia los agricultores muy pequeños, hacia los que trabajan en el ámbito del Instituto de Desarrollo Agropecuario, en lo que se conoce como “agricultura familiar campesina”, con un tope de hasta 12 hectáreas, equivalentes a beneficios de distinta naturaleza. Sobre ese límite, se han obtenido muy pocos. Algunos se han dado a través del Servicio Agrícola y Ganadero: fertilización de suelos, apoyo en sistemas de riego. Llamemos “pymes agrícolas”, pequeños y medianos agricultores o emprendedores, a los que han podido acceder a ellos. Pero han sido excepcionales.



La idea del Gobierno -y que se está implementando ya en INDAP para tratar de subir las 12 hectáreas a 20 y ojalá, en el tiempo, a más- es ir incorporando el criterio en forma sistemática en las políticas de subsidio, porque el efecto económico y social en el ámbito rural es demasiado importante. Y aquí se incorpora el concepto de mediano propietario forestal. Los pequeños siguen con un 90 por ciento de respaldo; los otros, con un 50 por ciento de subsidio; pero los medianos, sobre la base de la definición del proyecto, con una cantidad determinada de unidades de fomento anuales en ventas, se incorporan con un 75 por ciento de subsidio forestal.



Ello me parece una buena iniciativa y que va en la línea de ir potenciando medidas que se deben mantener e incrementar, no solo referidas a la agricultura familiar campesina.



Es válido y necesario destacar que las políticas respecto de INDAP han permitido elevar el número de beneficiarios en la Ley de Presupuestos para el año 2011. Se han aumentado, por ejemplo, los programas de desarrollo local, un instrumento muy útil, que esperamos que siga siéndolo.



Pero estamos también pensando en la pequeña y la mediana agriculturas, que necesitan también consideración. Es algo que se contempla en distintos ámbitos. Hoy día es el de CONAF. Por eso, la prórroga es inteligente, útil y agrega ciertos factores que merecen nuestro reconocimiento. De ahí nuestro respaldo.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, resulta indiscutible que lo dicho aquí corresponde a una base real. El decreto ley Nº 701, de 1974, ha significado un gran beneficio para el desarrollo del país en lo forestal. Basta con ver las estadísticas de la superficie plantada y el solo hecho de que Chile ha pasado a ser uno de los más grandes productores de celulosa en el mundo. La exportación de madera es hoy día una parte importante del comercio exterior chileno y la elaboración del producto en todas sus formas.



Es indudable, sí, que dicho cuerpo legal, hasta 1997 -y puede ser que haya sido ese el objetivo-, favoreció fundamentalmente a grandes empresas, las cuales, con cargo a la bonificación, ocuparon casi el 94 por ciento de los recursos destinados a tal objeto. Solo un 5 por ciento y fracción fue destinado a las pequeñas y medianas.



Sin embargo, la normativa fue modificada en 1998 por la ley Nº 19.561, a fin de cambiar un poco el apoyo y focalizarlo más hacia estas últimas. Ello provocó un efecto, puesto que casi el 40 por ciento de la bonificación se destinó al pequeño y al mediano forestadores y un 60 por ciento a los medianos y grandes propietarios.



Por lo tanto, creo que el cuerpo legal, en proceso de vencimiento, tiene que ser objeto de enmiendas, para seguir focalizando la bonificación hacia los medianos y los pequeños propietarios y no las grandes empresas, que reconocen contar con recursos suficientes, encontrándose lo suficientemente capitalizadas en el día de hoy para invertir.



Sin embargo, si bien se nos dice que el proyecto dispone una prórroga nada más que por dos años, creo que se puede generar un efecto muy pernicioso con la fijación de 100 hectáreas como límite.



Si mis Honorables colegas leen lo que dijeron aquí los representantes de diversas actividades, observarán que coinciden todos: los académicos, los trabajadores y los empresarios.



En el caso del sector laboral, el presidente de la Asociación Gremial de Trabajadores del sector Forestal, señor Iván Castro, planteó que no se debe limitar el subsidio a 100 hectáreas, porque se originará una disminución en la actividad forestal y un efecto indiscutible en los puestos de trabajo.



El secretario ejecutivo del Colegio de Ingenieros Forestales asimismo estima pernicioso llevar el límite a 100 hectáreas.



Y ello también lo señala el gerente general de la Corporación Chilena de la Madera.



Es decir, los tres actores importantes comparten la idea de que la limitación de 100 hectáreas no es buena. Y creo que debemos revisar tal aspecto. Pienso que está bien prorrogar todo el cuerpo legal hasta por dos años y analizar después en profundidad la situación.



¿Por qué se plantea lo de esa superficie? Se podría concluir que significa mucho; pero el decreto ley No 701 define al pequeño propietario forestal conforme a lo que se señala respecto del pequeño propietario agrícola en el artículo 13 de la ley No 18.910 y dispone que es quien no excede de 12 hectáreas de riego básico.



¿Y qué significa esto último, de acuerdo con las tablas vigentes? Ello depende de la Región. Desde la Primera a la Cuarta y en la Undécima y la Duodécima, además de la comuna de Lonquimay, en la Novena, y de la provincia de Palena, en la Décima, equivale a 500 hectáreas físicas, cantidad que en los otros casos es de 200. O sea, la limitación que nos ocupa no tiene que ver con el pequeño propietario,...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ...quien se encuentra muy abajo. Y a esa persona podemos provocarle un daño muy grande.



Entonces, en la discusión particular debiéramos corregir las 100 hectáreas y hacer referencia a 12 hectáreas de riego básico, por lo menos, en el período de dos años. Por ningún motivo resulta adecuado establecer la superficie mencionada en primer término, porque se dejaría fuera a una gran cantidad de pequeños propietarios.



La razón por la cual quería intervenir era para llamar la atención en orden a hacer un esfuerzo a fin de que en la votación que se efectúe ahora no cometamos ese grave error; a revisar el tope de 100 hectáreas; a considerar por lo menos a los pequeños propietarios. Y ojalá se contemplara a los pequeños y medianos. Porque, como ya lo mencioné, las grandes empresas forestales se encuentran suficientemente capitalizadas y disponen de recursos -incluso, de excedentes-, hasta el punto de invertir en el exterior, ya que no condice con su tamaño la limitación de las plantaciones en nuestro país.



Por lo tanto, señor Presidente, le pido que cuando llegue el momento de la votación nos ocupemos en el punto y eliminemos el límite de 100 hectáreas o, al menos, lo fijemos en el equivalente al pequeño y al mediano propietarios. Y, en todo caso, que se considere al pequeño propietario, que no excede de 200 o de 500 hectáreas, dependiendo de la Región.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Algunos señores Senadores han hecho referencia al límite de 100 hectáreas. Debo recordar que eso ya se votó y fue aprobado por unanimidad. Lamentablemente, no existe la posibilidad de modificarlo.



Se encuentra en discusión la única enmienda efectuada al proyecto. Registrándose varios inscritos para intervenir, hago presente la conveniencia de votar la modificación, a fin de tratar en seguida la iniciativa que crea el Ministerio de Desarrollo Social, para lo cual nos acompaña el Ministro de Planificación.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor TUMA.- Señor Presidente, que se abra la votación.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo dejar constancia en el debate de que el proyecto, en el caso de la Región de Los Lagos y, específicamente, de las provincias de Chiloé y Palena, no se puede aplicar respecto de las comunidades indígenas, en particular las huilliches, porque carecen de títulos de dominio. Esta es su principal preocupación y demanda, como lo manifestaron en el diálogo al cual convocó el propio Gobierno en el cerro Ñielol hace algunos meses. Me parece que fue en octubre, si la memoria no me engaña.



Como la opinión pública se habrá dado cuenta, el Primer Mandatario denominó “Tantauco” a los grupos de estudio de su programa de gobierno. El parque de ese nombre se encuentra en la provincia de Chiloé -en la comuna de Quellón, concretamente- y un grupo de comunidades indígenas solicitan la restitución de su propiedad sobre cerca de 40 mil hectáreas en el interior. Como se sabe, el predio del Presidente de la República abarca 120 mil hectáreas.



Las comunidades huilliches de Compu, también en la comuna de Quellón, demandan la regularización o el reconocimiento de la propiedad de un predio de 18 mil hectáreas entregado por el Estado de Chile a transnacionales, que luego lo abandonaron y dejaron sin explotación.



He tomado contacto con los Ministros de Agricultura y de Planificación -me alegro de que estén presentes- con relación al asunto, por ser de incumbencia de ambas Carteras. Se trata de una cuestión intersectorial, ya que la Ley Indígena la entrega al Ministerio de Planificación, pero también se relaciona con el de Agricultura.



Para las comunidades, la situación es en extremo angustiosa, porque la mayor parte de sus miembros se habían incorporado como trabajadores a la industria del salmón y, al verificarse el cuasicolapso de esa actividad, debieron volver en una gran proporción, encontrándose en condiciones sumamente precarias.



Incluso, viven de una economía de sobrevivencia, cual es la de recoger madera muerta que después venden como leña. Sin embargo, precisamente las leyes que por unanimidad hemos aprobado en el Congreso, en particular la relacionada con el bosque nativo, exigen hasta para la distribución y comercialización de ese producto que las comunidades tengan el título de dominio.



Entonces, estas se encuentran arrinconadas. Desde el punto de vista legal, el Estado de Chile las ha llevado a una situación virtualmente imposible: sus integrantes trabajaban en la industria del salmón; quedaron cesantes; regresaron; su posibilidad de sobrevivir radica en vender leña recogida de los predios como madera muerta, pero, al no contarse con título de dominio, no puede ser comercializada. O sea, la situación resulta muy difícil. En este caso, la CONAF es sumamente rigurosa. Hace cumplir la ley. No obstante, la norma legal conduce a una condición de miseria muy dura a familias huilliches.



Por consiguiente, no quisiera que quedara consagrado, como la verdad última y definitiva, que la iniciativa en debate resuelve el problema de las comunidades. Ello puede hacerlo en las Regiones Octava o Novena, pero en la de Los Lagos no es así, y, categóricamente, no lo es en la provincia de Chiloé.



Si el Ejecutivo no busca una solución a corto plazo a través de un proyecto de ley que califique de “discusión inmediata”, a fin de contemplar mecanismos para que las comunidades puedan recoger la madera muerta y venderla, se estará generando una situación que, desde el punto de vista social y económico, prácticamente las deja sin alternativas.



Otra posibilidad es que el Estado compre el predio de 18 mil hectáreas y los demás que solicitan allá las comunidades.



La superficie mencionada en primer término fue entregada de manera muy desaprensiva por el Fisco a empresas transnacionales que luego no la explotaron. Con seguridad, las condiciones de la provincia, la dificultad de transporte, la lejanía de los mercados y la realidad del terreno determinan que el negocio forestal no sea como el de las Regiones Séptima, Octava y Novena. El hecho concreto es que esos conglomerados económicos simplemente abandonaron las tierras. Y, lógicamente, cuando el Estado consulta acerca del precio, este es el de mercado, para esa gente.



Entonces, naturalmente se pone al Fisco en una situación imposible, entre la espada y la pared: o paga un precio oneroso o no consigue las tierras. Y, como no las obtiene, se ve imposibilitado de resolver el problema de las comunidades huilliches.



Por consiguiente, ante este círculo vicioso, apelo a la voluntad manifestada acá por los Ministros en el sentido buscar alternativas. Porque, de no hacerlo, generaremos una situación francamente inmanejable en el centro y el sur de la provincia de Chiloé.



Asimismo -como indicó el señor Presidente, el resto de los artículos del proyecto están debidamente aprobados-, para la provincia de Palena también es estrecho el límite de 100 hectáreas.



Es evidente que las cifras se modifican a lo largo del país, y les solicito a los Ministros que revalúen dicho tope anual.



Comparto la voluntad expresada en cuanto a no bonificar a empresas forestales que no lo necesiten. Hacerlo sería francamente absurdo. Y comprendo el sentido de la resolución del Ejecutivo. Pero la realidad de cada Región es muy diversa, y podríamos provocar, tácita o implícitamente, que se tratara a los pequeños y medianos productores forestales como grandes empresarios, dadas las diferentes circunstancias y realidades que se viven a lo largo y ancho de nuestro país.



De todas maneras, pese a que los dos problemas que mencioné no son de fácil solución, en particular el referido a las comunidades huilliches de la provincia de Chiloé -hay que considerar que resulta muy angustiante para esas familias hallarse en situación de sobrevivencia, con la caída de la industria del salmón, después que haber encontrado en ella una forma de ganarse la vida-, valoro la inspiración que tuvo el Gobierno al enviar esta iniciativa y anuncio nuestro voto favorable, con las dos reservas ya planteadas.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, en primer lugar, debo recabar el asentimiento de la Sala para acceder a la solicitud de votación separada formulada por el Honorable señor Horvath.



No hay acuerdo.



En segundo término, varios Comités me pidieron abrir la votación.



Si le parece a la Sala, procederemos en esos términos.

El señor PROKURICA.- Está bien.

El señor LARRAÍN.- Claro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Acordado.



En consecuencia, queda cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Está inscrito el Honorable señor Ruiz-Esquide, quien no se encuentra en el Hemiciclo.



Tiene la palabra el Senador señor Lagos, para fundamentar su voto.

El señor BIANCHI.- ¡Cortito...!

El señor LAGOS.- Señor Presidente, a pedido del Honorable señor Bianchi, hablaré en términos breves.



Efectivamente, el objetivo de la iniciativa es prorrogar la vigencia del decreto ley N° 701.



Algunos han definido este proyecto como simple. Yo estoy de acuerdo. Pero creo que además tiene contenido, porque no solamente extiende en dos años la vigencia de una normativa que ha sido importante para el desarrollo forestal en Chile y que ha regido durante muchos años, sino que también introduce modificaciones que, sumando y restando, son bienvenidas.



En primer lugar, la iniciativa establece criterios distintos a la hora de fijar los porcentajes de bonificación a la inversión forestal y con respecto a los beneficiarios, distinguiendo entre grandes empresarios forestales y pequeños o medianos.



Ahora bien, en la Sala se ha producido un debate interesante y espero que, cuando se discuta en su mérito el proyecto que próximamente se enviará, ello se aborde como corresponde por el Ejecutivo.



Se ha planteado un debate muy de fondo respecto de cuánto debe aportar el Estado en materia de incentivos a la forestación y a quiénes ha de dirigirse ese apoyo. Y el punto radica en si es suficiente el límite de cien hectáreas o si debe ser mayor, como sucede hasta hoy.



Yo, en grueso, estoy por acotar el tope de hectáreas bonificables, por cuanto la experiencia y la historia muestran que cuando se entregan recursos a través de subsidios después es sumamente difícil retirarlos.



Hemos visto lo ocurrido en el país respecto a otros programas exitosos de apoyo a la producción y la exportación, como los de la fruta, el vino y el salmón.



Esas ayudas iniciales son importantes: desarrollan la industria. Pero luego esta gana vuelo, genera espaldas financieras, incrementa su negocio, conquista mercados al exterior, y el Estado sigue poniéndole recursos. No es fácil fijar límites, en la medida que las empresas se extienden y crecen.



No estoy por quitar fondos a la exportación y promoción de la fruta chilena o al vino. Sin embargo, cuando se persiste en la conducta señalada anteriormente, se les restan recursos a los nuevos emprendimientos.



Entonces, quiero entender que detrás de la propuesta del Gobierno se halla el intento de focalización en nuevos emprendimientos de menor escala.



Hay una interrogante que no sé cómo resolver porque no soy experto en la materia -en casi ninguna, como dirían algunos-, relacionada con qué significa pequeño, mediano o gran productor en el ámbito forestal.



Como bien manifestó el Senador señor Escalona, tal vez no es lo mismo tener cien hectáreas en la Séptima o en la Octava Regiones que en la Décima, por distintas razones. Eso es obvio.



Y también es cierto que antes se desconocía que la industria del vino no solo podía desarrollarse en la Sexta y la Séptima Regiones, sino además en la Quinta, pues en esta no había ese emprendimiento...

La señora MATTHEI.- ¡O en la Cuarta!

El señor LAGOS.- O también en la Cuarta Región, como acertadamente aporta la Senadora señora Matthei desde las bancas del otro lado.



En consecuencia, estamos ante un problema no sencillo de solucionar, aunque sé cuál es la dirección correcta.



No resulta fácil retirar recursos a alguien cuando los está utilizando. Sin embargo, no me parece justo seguir entregándoles dinero a quienes ya están -entre comillas- bien parados para llevar a cabo su negocio.



Por ello, resulta muy importante establecer un límite y un criterio. En otros países existe un fondo gigantesco, del cual se asigna determinado porcentaje a los grandes empresarios -ellos pelean por él-, y se reserva otro para los pequeños emprendimientos.



Eso se hace en naciones industrializadas y con políticas de mercado como Estados Unidos, donde los pequeños y medianos empresarios tienen asignadas cuotas de mercado, por ejemplo, a partir de licitaciones públicas.



Considero que es un asunto digno de explorar.



En segundo término, llama la atención que los empresarios forestales reconocen estar en deuda en el pago del impuesto territorial, debido a que técnicamente no se ha podido llegar a un entendimiento claro respecto de cómo hacerlo y a que el Servicio de Impuestos Internos, admitiendo que realiza esfuerzos en tal sentido, no lo recauda.



Durante este año nos hemos devanado políticamente en torno a cómo allegar recursos para la reconstrucción, y sin embargo, hay un sector: el forestal -al cual, en mi opinión, le ha ido relativamente bien-, que no está cumpliendo su obligación de pagar el impuesto territorial.



Considerando la experticia y la modernidad de un servicio de impuestos internos como el nuestro y el amplio desarrollo alcanzado por las industrias forestales, parece difícil entender -sin duda debe haber una buena explicación- por qué razón -repito- no están enterando el impuesto territorial, en circunstancias de que durante todo el año hemos discutido cómo juntar fondos para la reconstrucción.



No sé cuánto dinero está involucrado...

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor BIANCHI.- ¡Y eso que dijo que sería breve...!

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ¿me concede un minuto adicional para terminar?

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.

El señor LAGOS.- Por último, quiero solicitarle al Gobierno que en el nuevo proyecto que presentará sobre la materia se incorpore una mirada más amplia y sectorial.



No se trata solamente de cuántos recursos se deben asignar a los empresarios forestales, sino también de que ello ha de ir asociado a una perspectiva más amplia del desarrollo en este ámbito. Por ejemplo, al aspecto tributario -como se acaba de mencionar-, al de las comunidades indígenas, al medioambiental, al de una mejor y mayor fiscalización de la tala de árboles y la reforestación.



O sea, debe cumplirse con el objetivo de reforestar y , al mismo tiempo, con el de preservar nuestro medioambiente.



Y me guardo otros comentarios para permitirles a mis colegas hacer uso de la palabra antes de las 22...

El señor PROKURICA.- ¡Y sin interrupciones!

El señor ALLAMAND.- ¡No hubo mucho poder de síntesis...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide, nuevamente, para fundamentar su voto.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, saludo la actitud que hemos tenido en esta materia durante las discusiones en la Sala, porque habitualmente los que intervienen al inicio del debate hablan veinte minutos, y quienes lo hacemos al final, por respeto a los demás, alrededor de 5 minutos.

El señor ALLAMAND.- ¡Eso es tremendo...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Así es.

El señor COLOMA.- ¡Pero entremedio usted se retiró de la Sala!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, yo me abstuve en la votación general del proyecto. Y ahora, en la votación particular, solamente quiero precisar algunos hechos que me han preocupado siempre, aunque nunca he participado en la legislación sobre la materia.



En primer término, el decreto ley N° 701 significó -todos lo sabemos; no voy a gastar tiempo en mencionar cifras- un enorme esfuerzo del Estado, del país y de toda la ciudadanía para el crecimiento de la forestación.



¿Ganó Chile? ¡Sí, es verdad! Recaudó gran cantidad de recursos, y ello no se habría logrado sin esa forestación.



¿Ganaron las empresas? ¡Como pocas! Son escasas las empresas que en el curso de 20 a 30 años -tiempo aproximado que llevan acogidas a esta normativa- han obtenido tantas utilidades como las percibidas con este tipo de negocio.



Sin embargo, perdió el área agrícola de mi zona, por lo menos. Porque donde se plantaron pinos o eucaliptos se acabó la agricultura. 



Y perdieron los trabajadores, por mucho que hayan tenido más posibilidades de ejercer su labor. Porque, hasta hace 10 años, no había actividad en Chile que fuera de tal manera exigente en las condiciones de trabajo de las personas. Y era verdaderamente inaceptable la forma en que vivían en los campamentos y cómo las trataban.



Por lo tanto, en lo personal, tomando una y otra cosa, y viéndolas en el proceso largo de estos años, con franqueza, creo que ese decreto ley habrá sido muy bueno para los que plantan en mi Región, pero no para el sector agrícola.



Dicho de otra manera, como le comentaba recién al Ministro: “Necesitamos un DL 701 para la agricultura, porque esta nunca ha contado con las posibilidades que ha tenido el sector forestal”.



En segundo lugar, anuncio que mi pronunciamiento será “sí” en la votación en particular, por considerar que el proyecto mejora el texto actual. Y en este período de prórroga no podremos dejar de legislar al respecto pues, de lo contrario, se acabarán los beneficios del decreto ley N° 701 y terminaremos en peor situación.



Eso sí, deseo señalarle al señor Ministro que deberemos hacerlo de otro modo. Porque ese cuerpo legal tal vez pudo ser bueno en su época, pero hoy no se condice con las condiciones nacionales en materia monetaria, de desarrollo económico, etcétera.



Con referencia a lo expresado por algunos de los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, hay un punto que me preocupa: el referido a las comunidades indígenas.



Se ha sostenido: “Parece lógico que los miembros de los pueblos originarios voten y hagan escuchar su palabra sobre los asuntos que les crean problemas. Pero en aquellos en que esto no ocurriera, no tendrían por qué ser consultados”.



Eso se llama “democratismo ilustrado”. Es decir, yo, autoridad intelectual que ostento el poder, digo: “A usted, señor comunero, que vive en tal lugar del territorio, le aproblema esta cosa. Y sobre ella responderá en mi plebiscito. Pero como lo relativo a los casos B, C o D no le causa dificultades, entonces, no tiene por qué hablar al respecto.”.



Lo anterior no refleja el espíritu del Convenio N° 169 de la OIT. No se encuentra consignado en él y lo rechaza. Además, constituye la gran duda suscitada acerca de la democracia con que diversos países muy desarrollados actúan respecto de las minorías, que tienen que aceptar la tesis de que ellos les indican lo que les corresponde discutir y si deben votar “sí” o “no”.



Señor Presidente, de todas maneras, pese a las aseveraciones expuestas, me pronunciaré a favor de la propuesta de las Comisiones unidas. 



Sin embargo, en mi opinión, el DL N° 701, dada la forma en que se implementó y tomando en cuenta lo que pasa con las tierras y la forestación natural, no es un instrumento que haya beneficiado equitativamente a los distintos actores del país en esta materia.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en el primer trámite reglamentario del  proyecto expresé que deben existir pocas normas legislativas que hayan redundado en tantos aportes para Chile como la que ahora analizamos.



Aportes a la agricultura: millones de hectáreas reforestadas por esta vía. 



Aportes para enfrentar el calentamiento global.



Aportes a la ruralidad. No concuerdo en que el incentivo involucrado haya perjudicado a la ruralidad. Por el contrario, en las Regiones del norte las forestaciones de este tipo han permitido generar actividad en lugares que se hallaban deshabitados.



Aportes a la lucha contra la desertificación. Se ha logrado un gran beneficio en esta línea.



Finalmente -¡digamos las cosas como son!-, en materia de impuestos, el Fisco ha obtenido retornos importantes nunca antes recibidos, porque provienen de terrenos que muchas veces no se utilizaban; estaban botados. 



Mediante este mecanismo se ha generado actividad económica también en los viveros, creando trabajo para plantarlos; en el transporte, y en una serie de otros rubros que contribuyen al desarrollo de nuestro país.



Pensé que iba a estar de acuerdo con la intervención del Senador señor Lagos. Lamentablemente, no fue así -en esta oportunidad, no lo interrumpí-, porque el DL N° 701 representa solo un pequeño aporte del Estado.



Y, a continuación, efectuaré ciertas comparaciones.



En el caso de la forestación, estamos hablando de no más de 30 millones de dólares del presupuesto nacional. En cambio, en una sola línea del Metro se invirtieron 1.000 millones de dólares, y en el Transantiago, 5.000 millones de dólares (estos últimos fueron a fondo perdido).



Pero, cuando se plantea entregar, en especial a las Regiones -los terrenos que se forestan se encuentran justamente en ellas, en la ruralidad-, ¡apenas 30 millones de dólares!, realizamos un gran debate y una tremenda crítica.



El Senador señor Lagos manifestó que el beneficio siempre recae en los mismos predios. ¡No es así! La propia legislación establece que los terrenos que ya obtuvieron la bonificación quedan afectados y, por lo tanto, durante 20 años no podrán volver a postular. Entonces, no hay repetición en esta materia.



Señor Presidente, aquí hablamos de pocos recursos, que favorecerán en particular a las Regiones.



Por otro lado, se ha puesto un límite de 100 hectáreas anuales, que yo no comparto. Ello, no por las razones indicadas por los Honorables señores Horvath y Zaldívar y otros señores Senadores, sino porque en este aspecto Chile es muy diverso. Y no es lo mismo ser dueño de 100 hectáreas en la zona central, que en Coyhaique, en Atacama o en Tarapacá. 



En consecuencia, al final este tipo de restricciones tan rígidas le generarán un daño a un instrumento del Estado cuyo único propósito es otorgar beneficios para todos.



Uno -¡claro!- siempre puede encontrar algún efecto negativo: que tal o cual aspecto quizás afecte a las napas, en fin. Pero precisemos bien las cosas: aquí estamos ante una de las legislaciones más beneficiosas de la historia del país. Y, si mi Gobierno envió al Congreso un proyecto de ley -por ello, felicito también al señor Ministro de Agricultura- que prorroga por dos años la referida bonificación, y anunció que mandaría otro para englobar la totalidad de los incentivos, por supuesto que lo voy a votar a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión del artículo segundo transitorio propuesta por las Comisiones unidas (30 votos a favor y 2 abstenciones), y queda despachado el proyecto en este trámite.





Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y el señor Frei (don Eduardo).

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, le pido que se considere mi voto favorable.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, solicito que también se adicione el mío. Lo marqué pero no apareció.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dejará testimonio en la Versión Oficial de la intención de voto de ambos señores Senadores.

)------------------(

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, integrando la Fuerza Multinacional de Estabilización (EUFOR), que cumple operaciones de paz en la Misión de Bosnia-Herzegovina, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.318-05) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Queda para tabla.

)------------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Anuncio que en Fácil Despacho de la sesión de mañana estará el proyecto de acuerdo sobre aprobación del “Convenio entre Chile y la Corporación Andina de Fomento”.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, corresponde ocuparse del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, sobre creación del Ministerio de Desarrollo Social, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7196-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 55ª, en 28 de septiembre de 2010.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 75ª, en 14 de diciembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es crear el Ministerio de Desarrollo Social, que será el sucesor legal y patrimonial del Ministerio de Planificación.



Dicha Secretaría de Estado será la encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño y aplicación de políticas, planes y programas en materia de desarrollo social, especialmente aquellas destinadas a erradicar la pobreza y brindar protección social a las personas o grupos vulnerables.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió y aprobó en general el proyecto por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Rossi, Sabag y Zaldívar. 



Los fundamentos de voto se consignan en la parte pertinente del informe, al igual que el texto que la Comisión propone aprobar, entre las páginas 40 y 55.



Cabe tener presente que esta iniciativa, cuando sea discutida en particular, debe ser conocida también por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, es del caso señalar que los artículos 4°, 5°, 6°, 8°, 11, 12, 13, 14, 20 y 25 revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor QUINTANA.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Atendida la trascendencia del proyecto, que crea nada menos que un Ministerio, el de Desarrollo Social, en nombre de los Comités de la Concertación y también del Independientes (Partido MAS), pido segunda discusión -sin perjuicio de que pudiere avanzarse hoy día- y proceder a su votación en la sesión de mañana.

El señor CHADWICK.- ¡Dejemos todo para mañana!

El señor PÉREZ VARELA.- Sí, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Pero se debe hacer la primera discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Formulada la solicitud por los mencionados Comités, la iniciativa quedará para segunda discusión.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



--El proyecto queda para segunda discusión.

ENMIENDAS A ACUERDO CONSTITUTIVO DE ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DE TELECOMUNICACIONES POR SATÉLITE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba las “Enmiendas al Acuerdo Constitutivo de la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6799-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 11 de mayo de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 77ª, en 15 de diciembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal propósito de las enmiendas es reestructurar la organización internacional conocida como “INTELSAT”, privatizando los aspectos operativos del sistema espacial de telecomunicaciones y, al mismo tiempo, crear la Organización Internacional de Telecomunicaciones por Satélite, cuya finalidad será supervisar a la entidad antes mencionada en lo que dice relación al respeto de las obligaciones de suministrar un servicio público de telecomunicaciones y dar cumplimiento a los principios fundamentales de conectividad y cobertura mundial, atención a los clientes con conectividad vital y acceso no discriminatorio al sistema.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y  Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el Debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto de acuerdo (20 votos favorables).



Votaron las señoras Matthei y Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLUCIÓN A DEUDA HISTÓRICA DE JUBILADOS DE ASMAR. PROYECTO DE ACUERDO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentando por el Senador señor Chahuán cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que envíe a tramitación una iniciativa legal relacionada con el personal jubilado de ASMAR.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1303-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 64ª, en 3 de noviembre de 2010.


Certificado de Comisión:


Defensa Nacional, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de la iniciativa es solucionar la deuda histórica existente con el personal jubilado de los Astilleros y Maestranzas de la Armada que, con anterioridad a la dictación del decreto ley N° 551, de 1974, efectuó cotizaciones para el Fondo de Desahucio en la Caja de Empleados Particulares, las que no le han sido restituidas luego de su traspaso a la Caja de Previsión de la Defensa Nacional.



La Comisión de Defensa no formuló objeción a este proyecto de acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Informo a Sus Señorías que el Honorable señor Prokurica ha adherido a la presentación del proyecto de acuerdo.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (14 votos a favor y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Allamand, Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Larraín, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Lagos y Orpis.

PROTESTA A GOBIERNO DE ISRAEL POR DISCRIMINACIÓN A CIUDADANOS CHILENOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señora Allende y señores Navarro y Tuma, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se envíe una nota de protesta al Gobierno de Israel por los actos de discriminación hacia ciudadanos chilenos y, especialmente, por la agresión sufrida por don José Toledo, quien recibió una golpiza de proporciones por parte de un grupo de ciudadanos israelíes.



La Comisión de Relaciones Exteriores acordó remitir el proyecto de acuerdo a la Sala (Véase en los Anexos, documento 12).

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1305-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 16 de noviembre de 2010.


Certificado de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación, señora Senadora. No le puedo dar la palabra.

La señora MATTHEI.- Sólo una acotación.



Lo que pasa es que ese fue un acto delictual. Es lo mismo que si en nuestro país cuatro personas asaltaran y golpearan a un turista alemán.



El asunto es supercomplejo. No estoy a favor de Israel ni del pueblo palestino, sino que deseo que no nos metamos en líos.



Yo estuve en Israel y analizamos la situación con el Embajador de Chile en ese país, quien nos confirmó objetivamente que aquello fue un acto delictual y no de discriminación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, no podemos argumentar ni a favor ni en contra del proyecto. Cada persona debe votar de acuerdo a lo que le parezca pertinente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Resultado de la votación 3 votos a favor, 2 en contra y una abstención.



Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Escalona y Navarro.



Votaron por la negativa los señores Lagos y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum.

DECLARACIÓN DE “DÍA DE LA SEGURIDAD LABORAL”. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán, Bianchi, Horvath, Larraín y Prokurica, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que declare el 13 de octubre como “Día de la Seguridad Laboral” para conmemorar el rescate de los 33 mineros desde la mina San José y reconocer la importancia del concepto “seguridad laboral” en todo tipo de trabajos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1304-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 16 de noviembre de 2010.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto por falta de quórum (10 votos a favor).



Votaron los señores Allamand, Chadwick, Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), Horvath, Larraín, Longueira, Orpis y Prokurica.

El señor CHAHUÁN.- ¡Pero hay quórum en la Sala, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, lo hay. Pero algunos señores Senadores no emitieron su voto, lo que es distinto. Y no se los puede obligar a pronunciarse.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente, para una cuestión reglamentaria?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Solicito que la Mesa certifique la asistencia en la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se sabe quiénes están presentes.

El señor CHAHUÁN.- Los que se hallan en la Sala tienen la obligación de votar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa no los puede obligar.



Su Señoría debe saber que la representación nos permite contar con autonomía y fuero en la Sala.

ALZAMIENTO DE MEDIDAS PRECAUTORIAS A MINERA SAN ESTEBAN PARA CANCELACIÓN DE FINIQUITOS A TRABAJADORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por la Senadora señora Allende, que tiene como propósito solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que el Consejo de Defensa del Estado requiera el alzamiento de las medidas precautorias que afectan a los bienes y activos de la minera San Esteban para que se puedan pagar los finiquitos de los trabajadores.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1306-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 16 de noviembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor COLOMA.- ¿Tiene informe el proyecto de acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Pido a la Mesa que declare inconstitucional el proyecto de acuerdo.

El señor COLOMA.- Que vaya a Comisión.

El señor ORPIS.- A la de Constitución.

El señor PIZARRO (Presidente).- La Secretaría me informa que el proyecto pasó a Comisión, pero que no lo informó.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum (6 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Rincón y los señores Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Tuma y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Gómez.

POLÍTICA CAMBIARIA FAVORABLE A DESARROLLO DE SECTOR AGROEXPORTADOR. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha llegado a la Mesa una solicitud de la Honorable señora Rincón para votar en esta sesión el proyecto de acuerdo sobre adopción de una política cambiaria que favorezca el desarrollo del sector agroexportador.



¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se procederá a votar el proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señora Rincón y señores Escalona, Lagos, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto y Andrés Zaldívar, cuyo objetivo es solicitar la adopción de una política cambiara que favorezca el desarrollo del sector agroexportador.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1322-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 78ª, en 21 de diciembre de 2010.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos).



Votaron la señora Rincón y los señores Allamand, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Orpis, Pizarro, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, pido registrar mi voto afirmativo.

El señor CHADWICK.- El mío también.

El señor LONGUEIRA.- Y el mío.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Senadores señores Chadwick, Chahuán y Longueira.



Terminado el Tiempo de Votaciones.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Educación, pidiéndole reconsiderar  RECOMENDACIONES SOBRE PROFESIONALES IDÓNEOS PARA TRABAJO COLABORATIVO CON RELACIÓN A NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, haciéndole llegar PRESENTACIÓN DE “PLAN DE DESARROLLO TERITORIAL PARA LA ISLA DEL REY”, COMUNA DE CORRAL (Región de Los Ríos) y requiriéndole FONDOS PARA EJECUCIÓN DE DICHO PROYECTO.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Educación, solicitándole informar sobre PLAZOS PARA INSTALACIÓN DE ESCUELA MODULAR CARLOS MANN, EN COMUNA DE TOMÉ; al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole diversos antecedentes sobre FAENAS DE ESTABILIZACIÓN Y DEMOLICIÓN DE EDIFICIO “PLAZA DEL RÍO” EN CONCEPCIÓN, e información acerca de RELACIÓN ENTRE MOP Y EMPRESA BESALCO EN CUANTO A PAGOS Y LITIGIOS POR CONSTRUCCIÓN Y OPERACIÓN DE CÁRCELES CONCESIONADAS; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que se remitan antecedentes acerca de FISCALIZACIÓN A POBLACIÓN NUEVO HORIZONTE II, COMUNA DE CORONEL; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, requiriéndole información en cuanto a RECEPCIÓN DE SOLICITUDES DE TERRENOS FISCALES PARA CONSTRUCCION DE UNIDADES POLICIALES DE PDI EN TALCAHUANO, CHILLÁN Y CORONEL; al señor General Director de Carabineros, pidiéndole antecedentes respecto de SOLICITUD DE MUNICIPIO DE YUMBEL RELATIVA A CESIÓN DE TERRENO DE UNIDAD POLICIAL PARA CONSTRUCCIÓN DE NUEVO CENTRO DE SALUD FAMILIAR; al señor Director General de la PDI, solicitándole informar acerca de REPARACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE UNIDADES DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES EN DIVERSAS COMUNAS DE OCTAVA REGIÓN; de CERTIFICACIÓN DE EXTINTORES DE UNIDADES POLICIALES Y DEPENDENCIAS DE PDI, y de ENTRENAMIENTO DE PERROS DETECTORES DE DROGAS Y OTRAS SUSTANCIAS; al señor Subsecretario de Pesca, requiriéndole remitir copia de MODIFICACIONES DE COMITÉ AD HOC A INFORME TÉCNICO DE REGLAMENTO SANITARIO PARA LA ACUICULTURA (RESA); al señor Director Nacional de Gendarmería, pidiéndole indicar CANTIDAD DE SUICIDIOS DE INTERNOS DURANTE ÚLTIMOS DOS AÑOS, ORDENADOS POR REGIÓN Y RECINTO PENAL; al señor Alcalde de Coronel, con el objeto de que se informe respecto de RECEPCIÓN DE OBRAS DE POBLACIÓN NUEVO HORIZONTE II, y a la señora Directora Nacional de la JUNAEB, solicitándole remitir información sobre SISTEMA DE TARJETAS NACIONALES ESTUDIANTILES.


De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole atender REQUERIMIENTOS DE JUNTA DE VECINOS N° 35 DE CHUPALLAR, COMUNA DE LINARES, POR GRAVE PROBLEMA DE CARENCIA DE AGUA PARA RIEGO; al señor Ministro de Salud, solicitándole información acerca de LISTADO DE MEDICAMENTOS AUTORIZADOS PARA VENTA EN CHILE Y FARMACIAS HABILITADAS PARA FUNCIONAMIENTO; a la señora Ministra del Medio Ambiente, requiriéndole COPIAS DE ACTAS Y DOCUMENTOS EXAMINADOS EN SESIONES DE CONSEJO DE MINISTROS PARA LA SUSTENTABILIDAD DURANTE 2010, y al señor Director Regional del Servicio de Evaluación Ambiental del Maule, pidiéndole información relativa a RESOLUCIÓN DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL PARA CENTRALES DE PASADA EN RÍO ACHIBUENO.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:37.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción

A N E X O S

D O C U M E N T O S
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE AGRICULTURA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PRORROGA LA VIGENCIA DEL DECRETO LEY N° 701, Y AUMENTA LOS INCENTIVOS DE FORESTACIÓN 

(7102-01).

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, tienen el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que as Comisiones unidas estudiaron esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier y Navarro. 

Concurrieron, asimismo, los siguientes invitados:

Del   Ministerio  de  Agricultura, el Ministro, señor José Antonio Galilea, y el Fiscal, señor Mauricio Caussade.

De la Corporación Nacional Forestal (CONAF), el Director Ejecutivo, señor Eduardo Vial, y la Gerente Forestal, señora Aída Baldini.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Jefe del Sector Económico, señor Claudio Martínez. 

- - -


Cabe señalar que la presente iniciativa fue analizada previamente por la Comisión de Agricultura, en primer informe.


Posteriormente, en sesión celebrada el día 7 de diciembre de 2010, la Sala del Senado acordó que fuera conocida, en el trámite correspondiente a segundo informe, por las Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas.

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 7, 8 y 9.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.





IV.- Indicaciones rechazadas: número 6.





V.- Indicaciones retiradas: números 4 y 5.





VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 2 y 3.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Prorroga la vigencia del decreto ley N° 701, de 1974, hasta el 1 de enero de 2013, y al mismo tiempo, aumenta los incentivos a la forestación.


Incorpora el concepto de mediano propietario forestal, aplicable a las personas naturales y jurídicas y comunidades que no cumplan con los requisititos establecidos en la definición de pequeño propietario forestal y cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades del giro no excedan las 100.000 unidades de fomento en el último año calendario, asignándoles el 75% de bonificación sobre su costo total y mantiene la clasificación “Otros” para quienes no quepan en las dos categorías mencionadas, cuya bonificación es el 50% de los costos totales de las actividades bonificables. 


Fija para las tres categorías una superficie bonificable anual máxima de 100 hectáreas. 


Dispone beneficios que hacen excepción al régimen general para las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto por la ley N° 19.253, anteriormente bonificadas, legitimándolas para optar al beneficio, siempre que no se trate de bosques explotados y aprovechados por personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas.


Prescribe que las mismas personas y, en las mismas circunstancias, podrán optar por la desafectación de terrenos de aptitud preferentemente forestal, en conformidad al artículo 7° del decreto ley N° 701, de 1974, sin obligación de reintegrar las sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por aquél.  


Faculta a la Corporación Nacional Forestal para llevar un Registro de Operadores Forestales, de carácter público, que será regulado por un reglamento.


Prorroga la vigencia de los reglamentos del decreto ley Nº 701, de 1974, mientras no se dicten nuevas normas sobre la materia, en lo que no sean contrarios a esta ley, y, también, fija un plazo de ocho meses, desde la publicación de esta ley, para que el Presidente de la República envíe al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se establezcan nuevos mecanismos de fomento forestal.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las disposiciones aprobadas en general por la Sala del Senado sobre las que recayeron indicaciones, así como los acuerdos adoptados a su respecto.


El proyecto de ley consta de un artículo único y de dos artículos transitorios.

Artículo único

Número 2)


El número 2) modifica el artículo 12 de la siguiente forma:


“a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo "15 años" por "17 años".


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


"d) El porcentaje de bonificación para pequeños propietarios forestales será del 90% de los costos de la forestación que efectúen en suelos de aptitud preferentemente forestal o en suelos degradados de cualquier clase, incluidas aquellas plantaciones con baja densidad para fines de uso silvopastoral, respecto de las primeras 15 hectáreas y de un 75% respecto de las restantes. El porcentaje de bonificación será del 75% de los costos para las actividades a que se refieren las letras c) y e), y para las actividades de recuperación de suelos degradados y estabilización de dunas a que se refiere la letra b). Tratándose de las comunidades agrícolas o indígenas a que se refiere el artículo 2°, la superficie máxima por forestar, con derecho a acceder a bonificación de un 90% respecto de las primeras 15 hectáreas, será la que resulte de multiplicar el número de comuneros por 15 hectáreas.".


c) Reemplázase, el inciso segundo, por los siguientes incisos:


"El porcentaje de bonificación para los medianos propietarios forestales será del 75% y para otros propietarios de un 50% de los costos de las actividades a que se refieren las letras a), b) y c).


La forestación a que se refiere la letra b) se pagará conjuntamente con las bonificaciones por recuperación de suelos degradados y por estabilización de dunas, cuando corresponda.


La suma de las bonificaciones que perciban los beneficiarios por las actividades a que se refieren las letras a), b), c), d) y f), no podrá ser superior a las 100 hectáreas anuales.".


d) Sustitúyese el actual inciso final por los siguientes incisos:


"Excepcionalmente, cuando personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o  subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 letras a) y b) de la ley N° 19.253, podrán optar por recibir la bonificación a que alude el inciso primero de este artículo, sin perjuicio que la superficie respectiva haya sido objeto de bonificación anterior. Ello, sólo para aquellos bosques que hayan sido explotados y aprovechados por propietarios distintos a las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que hayan sido favorecidas con el subsidio de la referida ley N° 19.253. 


Podrán también, excepcionalmente, estas mismas personas y, en las mismas circunstancias, optar por desafectar los terrenos respectivos de su calidad de aptitud preferentemente forestal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7° del decreto ley N° 701, de 1974, y en el artículo 17 del decreto supremo N° 193, de 1998, del Ministerio de Agricultura.


En la situación prevista por el inciso precedente, dichas personas indígenas, comunidades indígenas o parte de éstas, quedarán exentas de la obligación de reintegrar en arcas fiscales aquellas sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por el decreto ley N° 701, de 1974, u otras disposiciones legales o  reglamentarias.".”.


En relación con la letra b) fue presentada la   indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Rincón, para reemplazar, en el literal d) sustitutivo que se consulta, el guarismo “90%”, las dos veces que figura, por “100%”.


El Ministro de Agricultura, señor José Antonio Galilea, expresó que la voluntad del Ejecutivo ha sido focalizar en los pequeños y medianos propietarios la bonificación incluida en el decreto ley N° 701, objetivo que se vería desmejorado si operara alguna expansión de la superficie en base a la cual se otorga.


Explicó, además, que el presente proyecto simplemente viene a prorrogar, por dos años, la vigencia de un beneficio existente, por lo que no constituye la oportunidad para analizar enmiendas más profundas al régimen en vigor. Tal oportunidad, resaltó, se verificará al analizar el proyecto de ley pertinente, que el Ejecutivo se encuentra hoy estudiando, que reemplazará al decreto ley N° 701.   


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que si el fin perseguido es estimular a los pequeños y medianos propietarios del agro, el aumento de la bonificación a los pequeños va en esa precisa dirección. 


Por otra parte, puso de manifiesto que no siendo, como sostuvo el señor Ministro, esta la ocasión para realizar otro tipo de modificaciones, no se entiende que el Ejecutivo haya incluido en el presente proyecto, en la letra c) del número 2) del artículo único, un límite que hasta ahora el decreto ley N° 701 no contempla, el de 100 hectáreas anuales como máximo de la suma de bonificaciones a que tendrán derecho los beneficiarios.


El señor Ministro de Agricultura indicó que tanto el tope de 100 hectáreas como los montos máximos bonificables forman parte del mismo objetivo, el de la focalización a que hiciera referencia. De ahí que se prevean tres categorías: los pequeños propietarios forestales que pueden postular hasta el 90% de la bonificación; los medianos, hasta el 75%; y el resto hasta el límite de 100 hectáreas con bonificación de 50%, en particular cuando se trate de forestación de suelos con algún grado de degradación.

La indicación número 1 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por guardar relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado y corresponder, en consecuencia, a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

Sobre la letra c) del número 2) recayeron las indicaciones números 2, 3 y 4.


La indicación número 2, de la Honorable Senadora señora Rincón, para eliminar, en el primer inciso sustitutivo propuesto, la frase “y para otros propietarios de un 50% de los costos de las actividades a que se refieren las letras a), b) y c)”.

El señor Ministro de Agricultura hizo ver que un propietario de 100 hectáreas, que no califica para la bonificación de 90%, puede quedar eventualmente fuera de la de 75%; pero sí puede que quede comprendido, por las condiciones de degradación del suelo, en la bonificación de 50%. Eliminar la oración que la indicación propone, subrayó, privaría del beneficio a quienes pudieran enmarcarse en esta última situación, a la vez que resultaría perjudicial para el propósito de recuperar suelos degradados por la vía de su reforestación.  

La indicación número 2 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por guardar relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado y corresponder, en consecuencia, a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

La indicación número 3, de la Honorable Senadora señora Rincón, para suprimir el tercer inciso sustitutivo propuesto.

La Honorable Senadora señora Rincón puso en conocimiento de la Comisión el parecer expresado por los representantes de la Asociación Gremial de Trabajadores del Sector Forestal de Chile, en el sentido que el límite de 100 hectáreas, no existente hasta la fecha en el decreto ley N° 701, constituye un error, por cuanto excluirá del beneficio a, por ejemplo, propietarios de 500 hectáreas que no dejan por eso de ser pequeños o medianos, pues sus tierras no son aptas para ningún otro uso. 

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cuál es el criterio para innovar en ciertas materias respecto del régimen vigente, y en otras no, en circunstancias que, como señalara el señor Ministro de Agricultura, la idea es solamente prorrogar el sistema.

El Honorable Senador señor Letelier concordó con que el establecimiento de un tope de 100 hectáreas para acceder a los beneficios no se justifica en estos momentos, cuando se trata, como se ha sostenido, sólo de prolongar la vigencia del decreto ley N° 701. 

Consultó, además, cuántos de los propietarios que piden acceder a la bonificación tienen más de 100 hectáreas.

El Director Ejecutivo de CONAF, señor Eduardo Vial, precisó que de acuerdo con las estadísticas de los últimos años, el porcentaje sobre 100 hectáreas anuales no excede del 3%.  La idea, señaló, es retomar el ritmo de las reforestaciones en los dos años de prórroga que se proponen.

La Honorable Senadora señora Rincón dejó constancia que también otros actores vinculados a los beneficios del decreto ley N° 701, como representantes de la Corporación Chilena de la Madera o de la Agrupación de Ingenieros Forestales del Bosque Nativo, han manifestado su oposición a la consagración del tope de 100 hectáreas anuales, por no ser adecuado y porque constituirá, a la larga, una limitación presupuestaria de los recursos que se invertirán por concepto de las bonificaciones a los suelos, en la forma en que ha venido operando. 

El Honorable Senador señor Coloma expresó que, a su juicio, el establecimiento del nuevo límite de 100 hectáreas anuales es un mejoramiento a la legislación, por cuanto uno de los problemas de que esta adolecía era que unos pocos podían acceder a beneficios demasiado amplios. 

La indicación número 3 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por guardar relación con la administración financiera y presupuestaria del Estado y corresponder, en consecuencia, a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 


La indicación número 4 del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del tercer inciso sustitutivo propuesto, el siguiente, nuevo:


“El SII deberá fiscalizar a las empresas beneficiarias de los tributos establecidos en esta ley, por alguno de los modos que franquea la ley, a fin de determinar el monto y situación de deudas tributarias por impuestos insolutos de las mismas.”.


El Honorable Senador señor Navarro sostuvo que a lo largo de la vigencia del decreto ley N° 701, muchos de sus beneficiarios han incumplido su obligación de pago del impuesto territorial tras la segunda corta, lo que indiscutiblemente ha significado un millonario perjuicio para el Fisco. Por ello es que se hace sumamente necesario que el Servicio de Impuestos Internos (SII) ejerza sus facultades fiscalizadoras. 


El Honorable Senador señor Coloma señaló que la indicación sí contiene una nueva atribución para el SII. Si, por el contrario, se entendiera que ya la tiene, se haría entonces innecesario plasmarla en otro cuerpo legal, cual sería el actualmente en análisis.


El Honorable Senador señor Escalona indicó que, aunque lamentablemente no lo ha cumplido, el SII ya cuenta con el deber de fiscalización a que se refiere la indicación, la que, en consecuencia, no establece una nueva función para dicho organismo.  


El Honorable Senador señor García planteó sus dudas acerca de los términos en que se encuentra formulada la indicación en estudio, por cuanto alude a los tributos establecidos en el decreto ley N° 701, en circunstancias que lo que este cuerpo legal contiene son, más bien, exenciones de impuestos.


El Honorable Senador señor Letelier expresó que la pregunta de fondo que cabe hacerse, es si se quiere que el SII tenga un sistema de fiscalización especial para quienes reciban esta clase de bonificaciones, atendido que, efectivamente, varias veces no han cumplido con sus obligaciones tributarias.


El señor Ministro de Agricultura opinó que agregar en el proyecto en estudio una facultad ya existente a nivel legal, no resulta justificado. Lo que corresponde hacer, más bien, es adoptar las medidas necesarias para que el SII la ejerza cumplidamente. 


El señor Director Ejecutivo de CONAF aclaró que la Corporación cuenta con la información de todos los propietarios forestales que cortan bosques, la que es puesta a disposición del SII. Este Servicio, a su vez, cada fin de año envía una confirmación a los propietarios de bosques acogidos al decreto ley N° 701 acerca de los cortes efectuados. 


La indicación número 4 fue retirada por su autor.


En relación con la letra d) del número 3 se presentó la indicación número 5 del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación del tercer inciso sustitutivo propuesto, el siguiente, nuevo:

“El proceso de consulta a los pueblos originarios se deberá realizar con estricto cumplimiento del Convenio N° 169, de la OIT.”.

El Honorable Senador señor Letelier manifestó que Chile aún no fija los criterios con arreglo a los cuales se realizará la consulta establecida en el Convenio citado por la indicación. De todos modos, hizo ver que, en su opinión, las leyes que establecen beneficios de carácter general no tienen por qué ser consultadas a los pueblos originarios; en cambio, sí deben serlo aquellas que específicamente los afecten. De esta manera, la discusión se traslada a la determinación de cuando una ley “afecta” a dichos pueblos. En el caso del presente proyecto de ley, recalcó, se considera en la letra c) del número 2) un beneficio adicional para el caso de tratarse de personas o comunidades indígenas, lo que legítimamente puede llevar a otros interesados, incluso, a cuestionar por qué se les otorga una posición más ventajosa que al resto de los chilenos, abriendo un nuevo debate. 

Declarándose a favor de que se otorgue una discriminación positiva a los pueblos originarios, sostuvo que dado que esta no incide negativamente sobre estos pueblos, mal puede sostenerse que los “afecte”, por lo que no cabe la consulta del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo.

Distinto es el caso, culminó, del denominado Plan Araucanía, que implicará intervenciones e inversiones en los mismísimos territorios de las comunidades, lo que sí justificaría la implementación del antes citado procedimiento.

El Honorable Senador señor García advirtió que el lugar en que se inserta la indicación no guarda relación con el contenido de las disposiciones del título III, De los incentivos a la actividad forestal, del decreto ley N° 701, que se refiere a la forma en que se materializan las bonificaciones a los propietarios forestales. De suerte que su aprobación resultaría inorgánica, a lo que se suma el hecho de tratarse de una oración meramente declarativa, habida cuenta que desde que Chile ratificó el Convenio N° 169, debe desde luego sujetarse estrictamente a él.

El Honorable Senador señor Navarro afirmó que, conforme lo ha señalado el Tribunal Constitucional, son distintas e independientes entre sí las consultas que formulen el Poder Ejecutivo, por una parte, y el Poder Legislativo, por otra. Y de lo que se trata es, precisamente, de que sean los pueblos originarios los que decidan si una determinada legislación les resulta beneficiosa o perjudicial, más allá de la opinión que les merezca a los parlamentarios.  

El Honorable Senador señor Espina observó que el Senado debe prontamente definir el procedimiento de consulta que va a seguir para la aplicación del Convenio N° 169. Con este fin, justamente, se encuentra en la actualidad celebrando sesiones la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Corporación.

De todos modos, agregó, debe tenerse presente que realizar consultas en virtud de leyes generales y no sólo cuando apunten específicamente a los pueblos originarios, puede terminar desincentivando las políticas públicas beneficiosas para ellos, toda vez que las dilaciones que los procedimientos de consulta acarrearan, podrían hacer más razonable no incluir tales beneficios en la ley.

El señor Director Ejecutivo de CONAF informó que a solicitud del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Corporación llevó a cabo un proceso de consulta que se valió del decreto supremo N° 124, de 2009, del Ministerio de Planificación, que fue expuesto a los consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) para que, a su vez, lo aplicaran en sus respectivas comunidades. Si bien el método, contenido en el precitado decreto, fue objeto de quejas y críticas, de las 23 comunidades que resultaron beneficiadas, 18 de ellas finalmente suscribieron el respectivo documento.

La indicación número 5 fue retirada por su autor.

Número 3)


Este numeral agrega el siguiente artículo 36:


"Artículo 36.- La Corporación Nacional Forestal estará facultada para llevar un Registro de Operadores Forestales, el que tendrá el carácter de público y el cual deberá publicarse en la página web de la referida Corporación.


Un reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el inciso anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los operadores forestales.


El incumplimiento grave de las obligaciones establecidas en el Reglamento, traerá como consecuencia la eliminación del Registro de Operadores Forestales.".


Fue objeto de la indicación número 6, del Honorable Senador señor Navarro, para eliminarlo.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que la CONAF no debiera conformarse con llevar un registro de operadores forestales, sino que cumplir con revisar debidamente los planes de manejo. 


Aludió, por otra parte, a la singular naturaleza jurídica de aquélla, que no obstante ser una corporación de derecho privado, se financia con fondos fiscales, lo que ha llevado al Tribunal Constitucional a advertir al Ejecutivo sobre la inconveniencia de seguir transfiriéndole funciones públicas. Por esta razón, efectuó reserva de constitucionalidad acerca del contenido del artículo 36, nuevo, que incorpora el número 3) del artículo único del proyecto.


Seguir otorgando facultades a CONAF, finalizó, sólo significa dilatar la necesaria transformación en servicio público que requiere. 


La Honorable Senadora señora Rincón consultó cuál es la definición de los “operadores forestales” que serán parte del registro que se propone, el que consideró, de todos modos, apropiado.


El señor Ministro de Agricultura recordó que su cartera cuenta con el mandato de enviar, próximamente, a tramitación un proyecto de ley que convierta a la CONAF en organismo público. Sin perjuicio de ello, destacó que para la Corporación será de gran utilidad contar con un registro de aquellos operadores forestales que se relacionan e interactúan con los pequeños y medianos propietarios forestales. 


El Honorable Senador señor Letelier hizo notar que no se entiende la creación de este registro, si formalmente no existen los operadores forestales. 


El señor Director Ejecutivo de CONAF acotó que quienes interactúan o intermedian con los pequeños y medianos propietarios forestales, son, a su vez, pequeños empresarios forestales a quienes se encarga la realización de trámites administrativos y crediticios. Con algunos de ellos, agregó, han existido inconvenientes, de ahí que se justifique la mantención de un registro de los que han tenido buena conducta, para que sea con ellos con quienes se contrate y no con los malos elementos.


La Honorable Senadora señora Matthei convino en la plausibilidad de la existencia del registro. Empero, mal puede establecerse si no existe una definición en la ley de quiénes son esos operadores forestales, por lo que el Ejecutivo debiera efectuar una precisión al respecto.


El Honorable Senador señor Kuschel agregó que el Ejecutivo debiera presentar una indicación que precisara el concepto de operadores forestales.


El Honorable Senador señor Escalona expresó que, de cualquier manera, resulta indispensable la existencia de un registro de operadores forestales.


Puesta en votación la indicación número 6, fue rechazada por 6 votos en contra y 3 a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Matthei (como miembro de ambas Comisiones), y señores Escalona, Espina y Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), y a favor los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y Lagos. 

Artículo segundo transitorio


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo segundo transitorio.- Dentro del plazo de ocho meses desde la publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se establezcan nuevos mecanismos de fomento forestal, sea que con ellos se complementen o se reemplacen los mecanismos de fomento que establece el decreto ley N° 701, de 1974.".


Fue objeto de las indicaciones números 7, 8 y 9 de los Honorables Senadores señores Kuschel, Chadwick y Larraín, respectivamente, para suprimirlo. 
La Honorable Senadora señora Matthei señaló que una disposición como la del artículo segundo transitorio puede justificarse respecto de la dictación de un reglamento, mas no de la obligación del Ejecutivo de presentar un proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Espina añadió que el precepto en cuestión entra en el campo de una atribución que es propia y excluyente del Ejecutivo. 

Del mismo modo, consignó que no es apropiado fijar por ley un plazo que puede posteriormente, por diversas consideraciones, verse superado e incumplido.

El Honorable Senador señor Navarro coincidió con lo inadecuado que resulta incluir una obligación de este tipo en la ley, pero advirtió que muchas veces se han aprobado leyes que fijan plazos para reglamentos que el Ejecutivo nunca dicta, haciéndolas, a la larga, inviables. 

La Honorable Senadora señora Rincón concordó con la inconveniencia de fijar un plazo en la ley, pero hizo ver que su consagración se ajusta a lo que el propio Ejecutivo manifestó durante la tramitación del proyecto.   

El señor Ministro de Agricultura observó que el artículo segundo transitorio fue fruto de una indicación de origen parlamentario en la Cámara de Diputados. Agregó que si bien la referencia es a un proyecto de ley que el Ejecutivo ya tiene bastante avanzado, cual es el que reemplazará y perfeccionará el contenido del decreto ley N° 701, nunca manifestó su aquiescencia para someterse al plazo que se le está fijando. 

Finalmente, resaltó que en breve tiempo Su Excelencia el Presidente de la República ingresará al Congreso Nacional dos proyectos de ley: el que crea la CONAF pública y el que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas. 


Las   indicaciones   números   7, 8 y 9 fueron aprobadas por 8 votos a favor y 1 abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Escalona, Espina, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Lagos, y se abstuvo el Honorable Senador señor Frei. 

Como consecuencia de la aprobación de las indicaciones precedentemente señaladas, las Comisiones unidas acordaron suprimir, en el artículo primero transitorio, la voz “primero”. Así lo acordaron, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros presentes,  Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Escalona, Espina, Frei, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Lagos. 

- - -

MODIFICACIONES
En   mérito   de   los   acuerdos   precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Agricultura, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes enmiendas:

Artículo primero transitorio


Suprimir la voz “primero”. (Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo segundo transitorio

Suprimirlo. (Mayoría de votos 8 a favor x 1 abstención. Indicaciones números 7, 8 y 9).

- - -

INFORME FINANCIERO


El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de julio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El proyecto prorroga por dos años la vigencia del DL 701 de 1974, iniciativa legal que otorga subsidios a la forestación y recuperación de suelos, al sector privado.

Las innovaciones que introduce este proyecto son las siguientes:

a) Se prorroga la vigencia de la ley hasta el año 2012.

b) Se incorpora la definición de mediano propietario forestal (agrupa a personas naturales y jurídicas con ventas, servicios y otras actividades del giro que no excedan las 100.000 unidades de fomento en el último año calendario) asignándole 75% de bonificación sobre sus costos totales, y dejando la clasificación existente de "Otros propietarios" con 50% de subsidio (definición establecida por omisión, sobre la señalada para medianos propietarios). Sin perjuicio de lo anterior, para las tres categorías (pequeños, medianos y otros) se establece una superficie bonificable anual máxima de 100 hectáreas.

c) Se otorgan beneficios especiales a las comunidades indígenas y personas individuales pertenecientes a éstas, en el sentido de que puedan recibir bonificaciones aunque la propiedad haya recibido beneficio anterior, cuando ésta haya sido traspasada a comunidades indígenas en el marco de la Ley N° 19.253 y la misma haya sido explotada y aprovechada por sus anteriores propietarios.

d) Se crea un registro de operadores forestales, el cual tendrá carácter público y deberá ser administrado por CONAF.

Los costos de aplicación de esta iniciativa se estiman en $ 32.547.783 miles, con efecto financiero entre los años 2011 y 2014.

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense en el decreto ley Nº 701, de 1974, cuyo texto fue reemplazado por el artículo 1° del decreto ley Nº 2.565, de 1979, las siguientes modificaciones:


1) Intercálase en el artículo 2°, a continuación de la definición de pequeño propietario forestal, el siguiente párrafo:


"MEDIANO PROPIETARIO FORESTAL: Persona natural o jurídica y comunidades que no cumplan con los requisititos establecidos en la definición de pequeño propietario forestal y cuyos ingresos anuales por ventas, servicios y otras actividades del giro no excedan las 100.000 unidades de fomento en el último año calendario.".


2) Modifícase el artículo 12 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, el guarismo "15 años" por "17 años".


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


"d) El porcentaje de bonificación para pequeños propietarios forestales será del 90% de los costos de la forestación que efectúen en suelos de aptitud preferentemente forestal o en suelos degradados de cualquier clase, incluidas aquellas plantaciones con baja densidad para fines de uso silvopastoral, respecto de las primeras 15 hectáreas y de un 75% respecto de las restantes. El porcentaje de bonificación será del 75% de los costos para las actividades a que se refieren las letras c) y e), y para las actividades de recuperación de suelos degradados y estabilización de dunas a que se refiere la letra b). Tratándose de las comunidades agrícolas o indígenas a que se refiere el artículo 2°, la superficie máxima por forestar, con derecho a acceder a bonificación de un 90% respecto de las primeras 15 hectáreas, será la que resulte de multiplicar el número de comuneros por 15 hectáreas.".


c) Reemplázase, el inciso segundo, por los siguientes incisos:


"El porcentaje de bonificación para los medianos propietarios forestales será del 75% y para otros propietarios de un 50% de los costos de las actividades a que se refieren las letras a), b) y c).


La forestación a que se refiere la letra b) se pagará conjuntamente con las bonificaciones por recuperación de suelos degradados y por estabilización de dunas, cuando corresponda.


La suma de las bonificaciones que perciban los beneficiarios por las actividades a que se refieren las letras a), b), c), d) y f), no podrá ser superior a las 100 hectáreas anuales.".


d) Sustitúyese el actual inciso final por los siguientes incisos:


"Excepcionalmente, cuando personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que accedan o hayan accedido a compras o  subsidios de tierras en virtud de lo dispuesto en el artículo 20 letras a) y b) de la ley N° 19.253, podrán optar por recibir la bonificación a que alude el inciso primero de este artículo, sin perjuicio que la superficie respectiva haya sido objeto de bonificación anterior. Ello, sólo para aquellos bosques que hayan sido explotados y aprovechados por propietarios distintos a las personas indígenas, comunidades indígenas o una parte de éstas que hayan sido favorecidas con el subsidio de la referida ley N° 19.253. 


Podrán también, excepcionalmente, estas mismas personas y, en las mismas circunstancias, optar por desafectar los terrenos respectivos de su calidad de aptitud preferentemente forestal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 7° del decreto ley N° 701, de 1974, y en el artículo 17 del decreto supremo N° 193, de 1998, del Ministerio de Agricultura.


En la situación prevista por el inciso precedente, dichas personas indígenas, comunidades indígenas o parte de éstas, quedarán exentas de la obligación de reintegrar en arcas fiscales aquellas sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias o bonificaciones otorgadas por el decreto ley N° 701, de 1974, u otras disposiciones legales o  reglamentarias.".


3)
Agrégase el siguiente artículo 36:


"Artículo 36.- La Corporación Nacional Forestal estará facultada para llevar un Registro de Operadores Forestales, el que tendrá el carácter de público y el cual deberá publicarse en la página web de la referida Corporación.


Un reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el inciso anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los operadores forestales.


El incumplimiento grave de las obligaciones establecidas en el Reglamento, traerá como consecuencia la eliminación del Registro de Operadores Forestales.".


Artículo transitorio.- En tanto el Presidente de la República no dicte nuevas normas sobre la materia, los decretos supremos que fijan los reglamentos del decreto ley Nº 701, de 1974, que se modifica, mantendrán su vigencia en lo que no sean contrarios a esta ley.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 20 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet (Juan Antonio Coloma Correa) y Ximena Rincón González, y señores Andrés Allamand Zavala (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Juan Antonio Coloma Correa (Evelyn Matthei Fornet), Alberto Espina Otero, Eduardo Frei Ruiz Tagle, José García Ruminot (Carlos Ignacio Kuschel Silva) y Ricardo Lagos Weber. 

Sala de las Comisiones unidas, a 21 de diciembre de 2010.

       (Fdo.): Roberto Bustos Latorre





Secretario de las Comisiones unidas
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PLANTAS DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE 

(6962-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de presentaros su segundo informe, respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.



A la sesión en que se trató el proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, la Subsecretaria de Carabineros, señorita Carol Bown; el Jefe del Comité Asesor, señor José Labbé, y el abogado, señor José Uzal. De Carabineros de Chile, el General Subdirector, señor Gustavo González; el Teniente Coronel, señor Fernando Pérez, y el Teniente, señor Rodrigo Barrera. Del Ministerio del Interior, el asesor, señor Juan Francisco Galli.


Cabe hacer presente que el proyecto de ley debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

 
El artículo 1° del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 105 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 1°, 2° numerales 1), 2), 3) -artículos 32° bis, 32° ter y 32° quinquies- y 4), y 3° permanentes, y artículos 1°, 2° y 3° transitorios.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 2.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4.- Indicaciones rechazadas: no hay.

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 1.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 2°

Número 3)

Artículo 32 quáter

 
Dispone lo siguiente:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional:

 

 

3) Incorpórase en el Título II, a continuación del artículo 32, el siguiente Capítulo 3º, nuevo: 

"Capítulo 3º.

Del Llamado al Servicio

 

Artículo 32° quáter.- El personal llamado al servicio gozará del sueldo asignado al grado que corresponda a su empleo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33°, y de los beneficios y derechos previstos en el artículo 46° del presente Estatuto, con excepción de la Asignación de Casa, Asignación de Ministro de Corte, Bonificación de Permanencia en Actividad, Asignación de Alto Mando, Asignación Policial, Asignación de Permanencia, Asignación de Actividad Peligrosa o Nociva para la Salud, Asignación Académica, Bonificación de Riesgo y Bonificación Especial y la Asignación Especial no imponible. Tampoco tendrá derecho a la Bonificación Compensatoria fijada en el decreto ley Nº 1.619, de 1976.

 

Las remuneraciones que perciba este personal, estarán afectas a los descuentos previstos en el artículo 4º del presente Estatuto del Personal, sobre Fondo Hospitales de Carabineros de Chile; ley Nº 15.386, sobre Fondo de Revalorización de Pensiones; decreto ley Nº 1.812, de 1977, sobre Fondo para el Hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y 20 letra a) del decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. Asimismo, estas remuneraciones serán compatibles con la pensión de retiro a que tengan derecho de acuerdo con la normativa contenida en los artículos 57 y siguientes de la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile. Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70° del presente Estatuto.

 

La asignación de Especialidad al Grado Efectivo, prevista en la letra r) del artículo 46°, que perciba el personal llamado al servicio, no tendrá el carácter de imponible.

 

Además, cualquiera que sea su destinación o función, no percibirá ninguno de los sobresueldos o gratificaciones especiales previstos en los artículos 48° y 51°, respectivamente.

 

Asimismo, el tiempo que este personal permanezca llamado al servicio no se considerará para los efectos de los Bonos de Permanencia previstos en las leyes N° 19.941 y N° 20.104, como tampoco para los efectos del artículo 135°.”.”.


La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Rincón, es para suprimir, en el inciso segundo, la oración final “Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70 del presente Estatuto.”.


La Subsecretaria de Carabineros expresó que, a juicio del Ejecutivo, la indicación sería inadmisible, por contener materias que son de iniciativa exclusiva de S. E. Presidente de la República, según el artículo 65, N° 4° de la Constitución Política de la República, toda vez que se refiere a temas previsionales.



Añadió que en la actualidad el beneficio de reliquidación de la pensión es un derecho que tiene el personal en retiro que es recontratado por la Institución, de acuerdo a lo dispuesto en el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.



Los miembros de la Comisión, luego de intercambiar opiniones sobre el particular, concordaron con los fundamentos expresados por la Subsecretaria, en cuanto a la inadmisibilidad de la indicación en estudio.


Atendiendo lo anterior, el señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación número 1.

Disposiciones Transitorias

Artículo 4º


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 4°.- El aumento de plantas considerado en esta ley, operará a medida que las leyes anuales de presupuesto, a partir del año 2011, contemplen los recursos necesarios y que correspondan ser financiados por el Estado, para el equipamiento, vestuario, cuarteles, movilización, salud y previsión del personal de Carabineros.".

            
La indicación número 2, del Honorable Senador señor Coloma, es para suprimirlo.


El Honorable Senador señor Coloma explicó que durante la tramitación del proyecto de ley en la Cámara de Diputados se presentó una indicación parlamentaria en la Comisión de Defensa Nacional, con el objeto de incorporar esta disposición transitoria para asegurar el financiamiento anual de la iniciativa, atendiendo a otras experiencias similares con resultados poco felices, donde hubo compromisos de recursos para ciertos cuerpos legales que posteriormente no se materializaron. Seguidamente, recordó que la Comisión de Hacienda de la Cámara de origen rechazó este artículo por considerarlo inconstitucional, ya que comprende materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República. Finalmente, precisó, la Sala de dicha Corporación repuso el precepto en estudio.



Su Señoría agregó que por coincidir con el criterio de la Comisión de Hacienda de la Cámara Baja presentó la indicación, a fin de suprimir este artículo.



El Honorable Senador señor Prokurica, si bien concordó con la opinión del autor de la indicación, manifestó entender plenamente la intención de la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados para agregar este precepto, puesto que existen temas importantes, como el aumento de cotizantes que representa la iniciativa para DIPRECA, -entidad que registra un gran déficit presupuestario-, sin que se tomen las medidas y resguardos necesarios para superar esta situación.



Destacó que el tema no lo deja tranquilo y solicitó a la Subsecretaria de Carabineros presentar una propuesta de solución para terminar con el déficit de DIPRECA, que afecta a un sinnúmero de beneficiarios, principalmente al personal en retiro de regiones.

-Puesta en votación la indicación número 2, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Prokurica y Walker.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de proponeros la aprobación de la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Disposiciones Transitorias

Artículo 4º



Suprimirlo. 


(Unanimidad 3x0. Indicación número 2).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 

"Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, del siguiente modo:

 

1) Agrégase en el inciso primero del artículo 10, a continuación de la palabra "reincorporaciones", precedida de una coma (,) las siguientes palabras: "llamados al servicio".

 

2) Reemplázase el artículo 16, por el siguiente:

 

"Artículo 16.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al Servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determine el Estatuto del Personal. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director.

 

A propuesta del General Director, el Presidente de la República mediante decreto supremo, establecerá el número de empleos y grados del personal de nombramiento supremo e institucional que podrá ser llamado al Servicio. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.

 

Este personal no se integrará a la Planta y mientras permanezca en servicio, estará sujeto a lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley, y no resultarán aplicables las limitaciones previstas en las letras a) del artículo 41 y en la letra e) del artículo 43, de este cuerpo legal.".

 

3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 48:

 

"La antigüedad de los llamados al servicio respecto de oficiales y personal de nombramiento institucional, de los escalafones regulares, en igualdad de grados jerárquicos, será a continuación de aquéllos. Entre ellos, se estará a la antigüedad de su respectivo llamado al servicio.".

 

4) Agrégase en el inciso primero del artículo 50, a continuación de la palabra "Carabineros" las siguientes palabras: "y a los llamados al servicio,".

 

5) Agrégase en el inciso quinto del artículo 58, la siguiente oración final, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido (.):

 

"Igual derecho tendrán los llamados al servicio en Carabineros.".

 

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional:

 

1) Sustitúyese el epígrafe del Título II, por el siguiente: "De la  Selección, Ingreso, Ascensos y Llamado al Servicio.".
 

2) Suprímese el inciso final del artículo 18.

 

3) Incorpórase en el Título II, a continuación del artículo 32, el siguiente Capítulo 3º, nuevo: 

"Capítulo 3º.

Del Llamado al Servicio

 

Artículo 32° bis.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determina el presente Estatuto. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director, mediante resolución. Este personal no podrá exceder de una cantidad equivalente al uno coma cinco por ciento del total de los empleos fijados en los Escalafones de Fila de la ley que fija la planta de Carabineros.

 

Los llamados al servicio, deberán cumplir con los requisitos de ingreso previstos en el inciso primero del artículo 14°, y haberse encontrado a la época en que se acogió a retiro clasificado en lista Nº 1, conforme las normas contenidas en el reglamento respectivo.

 

Artículo 32° ter.- El personal llamado al servicio conservará el grado jerárquico con que se acogió a retiro, usará uniforme y podrá ejercer mando sobre sus subalternos y subordinados por razón de destino, comisión, grado jerárquico o antigüedad y se encontrará sujeto a calificación.

 

Su antigüedad respecto de oficiales y personal de nombramiento institucional, de los escalafones regulares, en igualdad de grados jerárquicos, será a continuación de aquéllos. Entre ellos, se estará a la antigüedad de su respectivo llamado al servicio. Este personal no integrará la planta y no podrá ascender.

 

Artículo 32° quáter.- El personal llamado al servicio gozará del sueldo asignado al grado que corresponda a su empleo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33°, y de los beneficios y derechos previstos en el artículo 46° del presente Estatuto, con excepción de la Asignación de Casa, Asignación de Ministro de Corte, Bonificación de Permanencia en Actividad, Asignación de Alto Mando, Asignación Policial, Asignación de Permanencia, Asignación de Actividad Peligrosa o Nociva para la Salud, Asignación Académica, Bonificación de Riesgo y Bonificación Especial y la Asignación Especial no imponible. Tampoco tendrá derecho a la Bonificación Compensatoria fijada en el decreto ley Nº 1.619, de 1976.

 

Las remuneraciones que perciba este personal, estarán afectas a los descuentos previstos en el artículo 4º del presente Estatuto del Personal, sobre Fondo Hospitales de Carabineros de Chile; ley Nº 15.386, sobre Fondo de Revalorización de Pensiones; decreto ley Nº 1.812, de 1977, sobre Fondo para el Hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y 20 letra a) del decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. Asimismo, estas remuneraciones serán compatibles con la pensión de retiro a que tengan derecho de acuerdo con la normativa contenida en los artículos 57 y siguientes de la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile. Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70° del presente Estatuto.

 

La asignación de Especialidad al Grado Efectivo, prevista en la letra r) del artículo 46°, que perciba el personal llamado al servicio, no tendrá el carácter de imponible.

 

Además, cualquiera que sea su destinación o función, no percibirá ninguno de los sobresueldos o gratificaciones especiales previstos en los artículos 48° y 51°, respectivamente.

 

Asimismo, el tiempo que este personal permanezca llamado al servicio no se considerará para los efectos de los Bonos de Permanencia previstos en las leyes N° 19.941 y N° 20.104, como tampoco para los efectos del artículo 135°.

 

Artículo 32° quinquies.- Los llamados al servicio cesarán en sus funciones por las siguientes causas:

 

1) Vencimiento del plazo de su llamamiento, el que no podrá ser superior a cinco años.

 

2) Renuncia al empleo.

 

3) No ser necesarios sus servicios, cuando el General Director así lo determine.

 

4) Salud incompatible con el servicio.

 

5) Medida disciplinaria expulsiva o inclusión en lista de eliminación.

 

6) Por otras fijadas en la leyes o reglamentos que le sean aplicables.".

 

4) Modifícase el artículo 61, del siguiente modo:

 

a) Agrégase en su inciso primero, después del punto aparte que se suprime, la siguiente oración final: "y al Llamado al Servicio.".

 

b) Intercálase en su inciso tercero, a continuación de la palabra "Carabineros", las siguientes palabras: "y al Llamado al Servicio,".

 

Artículo 3º.- Modifícase el artículo 1º de la ley Nº 18.291, de la siguiente forma:

 

1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados: 

Nº de empleos                                                              Grados

	  2

	Generales

	3


	 19

	Coroneles

	5


	 27

	Tenientes Coroneles

	7


	 60

	Mayores

	8


	156

	Capitanes

	9


	176

	Subtenientes

	12



	
	
	




2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

Nº de empleos                                                             Grados

	 . 696
	Suboficiales Mayores
	11

	1.076
	Suboficiales
	12

	1.460
	Sargentos 1ºs.
	13

	1.980
	Sargentos 2ºs.
	14

	1.124
	Cabos 1ºs.
	15

	   998
	Cabos 2ºs.
	16


Disposiciones Transitorias.



Artículo 1º.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad


 
    Año 
  Año       
Año              Año

	Empleos
	Grados
	 2011
	2012
	2013
	2014

	General
	    3
	    2
	    0
	    0
	    0

	Coronel
	    5
	    4
	    5
	    5
	    5

	Teniente Coronel
	    7
	    6
	    7
	    7
	    7

	Mayor
	    8
	  15
	  15
	  15
	  15

	Capitán
	    9
	  39
	  39
	  39
	  39

	Subteniente
	  12
	  44
	  44
	  44
	  44


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A)  PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios




    Año 
Año 
   Año          Año 

	Empleos
	Grados
	2011
	2012
	2013
	2014

	Suboficiales Mayores
	11
	  174
	174
	 174
	 174

	Suboficiales
	12
	269
	269
	269
	269

	Sargentos 1ºs.
	13
	365
	365
	365
	365

	Sargentos 2ºs.
	14
	495
	495
	495
	495

	Cabos 1ºs.
	15
	281
	281
	281
	281

	Cabos 2ºs.
	16
	250
	250
	249
	249




Artículo 2°.- Increméntase hasta en 1.689 cupos la Glosa 01, letra a), del Programa 01 del Presupuesto de Carabineros de Chile, establecido en la ley N° 20.407, de Presupuestos del Sector Público para el año 2010.



El financiamiento de lo dispuesto en el inciso anterior, se hará con cargo al Presupuesto vigente para Carabineros de Chile.


Artículo 3º transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de Carabineros de Chile y, en lo que no alcanzaren, con cargo a aquellos que se consignen en la partida presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el 1° de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Patricio Walker Prieto (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José Antonio Gómez Urrutia y Baldo Prokurica Prokurica.

Sala de la Comisión, a 2 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS PLANTAS DE PERSONAL DE CARABINEROS DE CHILE 

(6962-02)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.



A la sesión en que se trató el proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los siguientes representantes del Poder Ejecutivo:


De la Subsecretaría de Carabineros del Ministerio de Defensa Nacional, la Subsecretaria, señora Carol Bown; y el abogado, señor José Uzal. 


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Pedro Pablo Rossi.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Defensa Nacional.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda sólo realizó enmiendas sobre los artículos 1° y 2° de las disposiciones transitorias del proyecto aprobado por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 2) y 5) del artículo 1°; los artículos 32 bis, 32 ter y 32 quater del numeral 3) del artículo 2°; del artículo 3º y de los artículos 1°, 2° y 3° transitorios de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda y las indicaciones formuladas al texto aprobado en general por el Senado, así como los acuerdos adoptados a su respecto.

Artículo 1°


El artículo 1° modifica, a través de sus cinco numerales, la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.

Número 2)


Este numeral reemplaza el artículo 16 por el siguiente:


"Artículo 16.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al Servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determine el Estatuto del Personal. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director.

 

A propuesta del General Director, el Presidente de la República mediante decreto supremo, establecerá el número de empleos y grados del personal de nombramiento supremo e institucional que podrá ser llamado al Servicio. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.

 

Este personal no se integrará a la Planta y mientras permanezca en servicio, estará sujeto a lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley, y no resultarán aplicables las limitaciones previstas en las letras a) del artículo 41 y en la letra e) del artículo 43, de este cuerpo legal.".


El número 2) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Número 5)


Este numeral agrega, en el inciso quinto del artículo 58, la siguiente oración final:


"Igual derecho tendrán los llamados al servicio en Carabineros.".


El número 5) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 2°

El artículo 2° introduce, a través de sus cuatro numerales, una serie de modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional.

Número 3)


Este numeral incorpora en el Título II, a continuación del artículo 32, un Capítulo 3º, nuevo, Del Llamado al Servicio, que consulta los artículos 32° bis, 32° ter, 32° Quatre y 32° quinquies. De ellos, sólo los tres primeros corresponden a asuntos de la Comisión de Hacienda, y son del siguiente tenor:

 
“Artículo 32° bis.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determina el presente Estatuto. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director, mediante resolución. Este personal no podrá exceder de una cantidad equivalente al uno coma cinco por ciento del total de los empleos fijados en los Escalafones de Fila de la ley que fija la planta de Carabineros.

 

Los llamados al servicio, deberán cumplir con los requisitos de ingreso previstos en el inciso primero del artículo 14°, y haberse encontrado a la época en que se acogió a retiro clasificado en lista Nº 1, conforme las normas contenidas en el reglamento respectivo.

 

Artículo 32° ter.- El personal llamado al servicio conservará el grado jerárquico con que se acogió a retiro, usará uniforme y podrá ejercer mando sobre sus subalternos y subordinados por razón de destino, comisión, grado jerárquico o antigüedad y se encontrará sujeto a calificación.

 

Su antigüedad respecto de oficiales y personal de nombramiento institucional, de los escalafones regulares, en igualdad de grados jerárquicos, será a continuación de aquéllos. Entre ellos, se estará a la antigüedad de su respectivo llamado al servicio. Este personal no integrará la planta y no podrá ascender.

 

Artículo 32° quáter.- El personal llamado al servicio gozará del sueldo asignado al grado que corresponda a su empleo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33°, y de los beneficios y derechos previstos en el artículo 46° del presente Estatuto, con excepción de la Asignación de Casa, Asignación de Ministro de Corte, Bonificación de Permanencia en Actividad, Asignación de Alto Mando, Asignación Policial, Asignación de Permanencia, Asignación de Actividad Peligrosa o Nociva para la Salud, Asignación Académica, Bonificación de Riesgo y Bonificación Especial y la Asignación Especial no imponible. Tampoco tendrá derecho a la Bonificación Compensatoria fijada en el decreto ley Nº 1.619, de 1976.

 

Las remuneraciones que perciba este personal, estarán afectas a los descuentos previstos en el artículo 4º del presente Estatuto del Personal, sobre Fondo Hospitales de Carabineros de Chile; ley Nº 15.386, sobre Fondo de Revalorización de Pensiones; decreto ley Nº 1.812, de 1977, sobre Fondo para el Hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y 20 letra a) del decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. Asimismo, estas remuneraciones serán compatibles con la pensión de retiro a que tengan derecho de acuerdo con la normativa contenida en los artículos 57 y siguientes de la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile. Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70° del presente Estatuto.

 

La asignación de Especialidad al Grado Efectivo, prevista en la letra r) del artículo 46°, que perciba el personal llamado al servicio, no tendrá el carácter de imponible.

 

Además, cualquiera que sea su destinación o función, no percibirá ninguno de los sobresueldos o gratificaciones especiales previstos en los artículos 48° y 51°, respectivamente.

 

Asimismo, el tiempo que este personal permanezca llamado al servicio no se considerará para los efectos de los Bonos de Permanencia previstos en las leyes N° 19.941 y N° 20.104, como tampoco para los efectos del artículo 135°.".


Los artículos 32 bis y 32 ter fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.


En relación con el artículo 32 quáter fue presentada la indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Rincón, para suprimir, en su inciso segundo, la oración final “Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70 del presente Estatuto.”.



El señor Presidente de la Comisión, al igual que lo hiciera el señor Presidente de la Comisión de Defensa Nacional, consideró inamisible la indicación, por incidir en el monto de las pensiones, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65, número 4°, de la Constitución Política de la República.


Puesto en votación el artículo 32 quater, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 3°


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 3º.- Modifícase el artículo 1º de la ley Nº 18.291, de la siguiente forma:

 

1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados: 

Nº de empleos                                                              Grados

	  2

	Generales

	3


	 19

	Coroneles

	5


	 27

	Tenientes Coroneles

	7


	 60

	Mayores

	8


	156

	Capitanes

	9


	176

	Subtenientes

	12



	
	
	




2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

Nº de empleos                                                             Grados

	 . 696
	Suboficiales Mayores
	11

	1.076
	Suboficiales
	12

	1.460
	Sargentos 1ºs.
	13

	1.980
	Sargentos 2ºs.
	14

	1.124
	Cabos 1ºs.
	15

	   998
	Cabos 2ºs.
	16



Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Matthei, la señorita Subsecretaria de Carabineros señaló que el Gobierno se ha propuesto poner a disposición de la ciudadanía 10.000 nuevos efectivos de Carabineros de Chile. De ellos, aproximadamente 7.500 corresponderán al aumento de la planta de la institución; el resto, a los llamados al servicio que podrá efectuar el General Director. 


El artículo 3° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Disposiciones Transitorias.

Artículo 1°


Dispone, textualmente, lo siguiente:


“Artículo 1º.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad


 
    Año 
  Año       
Año              Año

	Empleos
	Grados
	 2011
	2012
	2013
	2014

	General
	    3
	    2
	    0
	    0
	    0

	Coronel
	    5
	    4
	    5
	    5
	    5

	Teniente Coronel
	    7
	    6
	    7
	    7
	    7

	Mayor
	    8
	  15
	  15
	  15
	  15

	Capitán
	    9
	  39
	  39
	  39
	  39

	Subteniente
	  12
	  44
	  44
	  44
	  44


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A)  PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios




    Año 
Año 
   Año          Año 

	Empleos
	Grados
	2011
	2012
	2013
	2014

	Suboficiales Mayores
	11
	  174
	174
	 174
	 174

	Suboficiales
	12
	269
	269
	269
	269

	Sargentos 1ºs.
	13
	365
	365
	365
	365

	Sargentos 2ºs.
	14
	495
	495
	495
	495

	Cabos 1ºs.
	15
	281
	281
	281
	281

	Cabos 2ºs.
	16
	250
	250
	249
	249


.”.

Artículo 2°


Este  artículo incrementa, en su inciso primero, hasta en 1.689 cupos la Glosa 01, letra a), del Programa 01 del Presupuesto de Carabineros de Chile, establecido en la ley N° 20.407, de Presupuestos del Sector Público para el año 2010.



El financiamiento de lo dispuesto precedentemente, agrega el inciso segundo, se hará con cargo al Presupuesto vigente para Carabineros de Chile.


La Comisión aprobó los artículos 1° y 2° de las disposiciones transitorias, con una sola enmienda, consistente en agregar, en cada uno, a continuación del respectivo número del artículo, la voz “transitorio”. Lo hizo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 3° transitorio


Este artículo prescribe que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de Carabineros de Chile y, en lo que no alcanzaren, con cargo a aquellos que se consignen en la partida presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

Artículo 4º


Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 4°.- El aumento de plantas considerado en esta ley, operará a medida que las leyes anuales de presupuesto, a partir del año 2011, contemplen los recursos necesarios y que correspondan ser financiados por el Estado, para el equipamiento, vestuario, cuarteles, movilización, salud y previsión del personal de Carabineros.".

            
Fue objeto de la indicación número 2, del Honorable Senador señor Coloma, para suprimirlo.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto aprobado por la Comisión de Defensa Nacional en su segundo informe:

Disposiciones Transitorias

Artículo 1° 


Intercalar, entre “Artículo 1° y el punto y guión (“.-”) que le sigue, la voz “transitorio”. 

Artículo 2° 


Intercalar, entre “Artículo 2° y el punto y guión (“.-”) que le sigue, la voz “transitorio”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del senado)

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de junio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1. El proyecto de ley apunta a materializar el objetivo de aumentar la dotación, de manera de cubrir el déficit de recurso humano existente en el área operativa y especializada, así como también dar cumplimiento a uno de los compromisos programáticos del Gobierno, en orden a incorporar un contingente relevante de carabineros en el período 2011 – 2014
2. Conforme a lo anterior, el proyecto de ley da cuenta de tres materias centrales, a saber:
· Aumento de la planta de personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Fila de Orden y Seguridad en 440 y de Personal de Nombramiento Institucional de Escalafón de personal de Fila de Orden y Seguridad y de los Servicios en 7.334 efectivos, en un plazo de 4 años.

· Aumento de las contrataciones de personal civil en modalidad C.P.R., en 1.689 personas, que permite liberar igual número de funcionarios de Orden y Segundad, y
· Personal que puede ser llamado al servicio, permitiendo, en lo sustantivo, liberar para el servicio en la población, en forma inmediata, 537 funcionarios de Orden y Seguridad que desarrollan funciones administrativas o de apoyo al estamento operativo
	El proyecto de ley tiene los siguientes costos:
	

	a. Gastos de operación, en régimen: 
	Miles de $

	- Gastos en personal
	120.284.071

	- Bienes y servicios de consumo
	   14.538.649

	TOTAL
	134.822.720


	b. Gastos de implementación, por una vez:
	Miles de $

	- Equipamiento operativo
	27.596.025

	- Traslado de personal
	12.179.877

	TOTAL
	39.775.902


La aplicación del proyecto de ley no irrogará un mayor gasto fiscal para el año 2010, y en los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se consulten en el presupuesto de Carabineros de Chile.”.
En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

 

"Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, del siguiente modo:

 

1) Agrégase en el inciso primero del artículo 10, a continuación de la palabra "reincorporaciones", precedida de una coma (,) las siguientes palabras: "llamados al servicio".

 

2) Reemplázase el artículo 16, por el siguiente:

 

"Artículo 16.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al Servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determine el Estatuto del Personal. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director.

 

A propuesta del General Director, el Presidente de la República mediante decreto supremo, establecerá el número de empleos y grados del personal de nombramiento supremo e institucional que podrá ser llamado al Servicio. Dicho decreto deberá contar, además, con la firma del Ministro de Hacienda.

 

Este personal no se integrará a la Planta y mientras permanezca en servicio, estará sujeto a lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley, y no resultarán aplicables las limitaciones previstas en las letras a) del artículo 41 y en la letra e) del artículo 43, de este cuerpo legal.".

 

3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 48:

 

"La antigüedad de los llamados al servicio respecto de oficiales y personal de nombramiento institucional, de los escalafones regulares, en igualdad de grados jerárquicos, será a continuación de aquéllos. Entre ellos, se estará a la antigüedad de su respectivo llamado al servicio.".

 

4) Agrégase en el inciso primero del artículo 50, a continuación de la palabra "Carabineros" las siguientes palabras: "y a los llamados al servicio,".

 

5) Agrégase en el inciso quinto del artículo 58, la siguiente oración final, sustituyendo el punto final (.) por un punto seguido (.):

 

"Igual derecho tendrán los llamados al servicio en Carabineros.".

 

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1992, del Ministerio de Defensa Nacional:

 

1) Sustitúyese el epígrafe del Título II, por el siguiente: "De la  Selección, Ingreso, Ascensos y Llamado al Servicio.".
 

2) Suprímese el inciso final del artículo 18.

 

3) Incorpórase en el Título II, a continuación del artículo 32, el siguiente Capítulo 3º, nuevo: 

"Capítulo 3º.

Del Llamado al Servicio

 

Artículo 32° bis.- El General Director, cuando las necesidades institucionales así lo requieran, podrá proponer al Presidente de la República, llamar al servicio hasta por un período de cinco años a Oficiales Jefes y Superiores de Fila que se encuentren en situación de retiro absoluto, en la forma y condiciones que determina el presente Estatuto. Tratándose del Personal de Nombramiento Institucional de Fila de Orden y Seguridad, la facultad de llamamiento le corresponderá al General Director, mediante resolución. Este personal no podrá exceder de una cantidad equivalente al uno coma cinco por ciento del total de los empleos fijados en los Escalafones de Fila de la ley que fija la planta de Carabineros.

 

Los llamados al servicio, deberán cumplir con los requisitos de ingreso previstos en el inciso primero del artículo 14°, y haberse encontrado a la época en que se acogió a retiro clasificado en lista Nº 1, conforme las normas contenidas en el reglamento respectivo.

 

Artículo 32° ter.- El personal llamado al servicio conservará el grado jerárquico con que se acogió a retiro, usará uniforme y podrá ejercer mando sobre sus subalternos y subordinados por razón de destino, comisión, grado jerárquico o antigüedad y se encontrará sujeto a calificación.

 

Su antigüedad respecto de oficiales y personal de nombramiento institucional, de los escalafones regulares, en igualdad de grados jerárquicos, será a continuación de aquéllos. Entre ellos, se estará a la antigüedad de su respectivo llamado al servicio. Este personal no integrará la planta y no podrá ascender.

 

Artículo 32° quáter.- El personal llamado al servicio gozará del sueldo asignado al grado que corresponda a su empleo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33°, y de los beneficios y derechos previstos en el artículo 46° del presente Estatuto, con excepción de la Asignación de Casa, Asignación de Ministro de Corte, Bonificación de Permanencia en Actividad, Asignación de Alto Mando, Asignación Policial, Asignación de Permanencia, Asignación de Actividad Peligrosa o Nociva para la Salud, Asignación Académica, Bonificación de Riesgo y Bonificación Especial y la Asignación Especial no imponible. Tampoco tendrá derecho a la Bonificación Compensatoria fijada en el decreto ley Nº 1.619, de 1976.

 

Las remuneraciones que perciba este personal, estarán afectas a los descuentos previstos en el artículo 4º del presente Estatuto del Personal, sobre Fondo Hospitales de Carabineros de Chile; ley Nº 15.386, sobre Fondo de Revalorización de Pensiones; decreto ley Nº 1.812, de 1977, sobre Fondo para el Hospital de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y 20 letra a) del decreto ley Nº 844, de 1975, que crea la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. Asimismo, estas remuneraciones serán compatibles con la pensión de retiro a que tengan derecho de acuerdo con la normativa contenida en los artículos 57 y siguientes de la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile. Una vez que el personal llamado al servicio cese en sus funciones, tendrá derecho a que se le reliquide su pensión conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 70° del presente Estatuto.

 

La asignación de Especialidad al Grado Efectivo, prevista en la letra r) del artículo 46°, que perciba el personal llamado al servicio, no tendrá el carácter de imponible.

 

Además, cualquiera que sea su destinación o función, no percibirá ninguno de los sobresueldos o gratificaciones especiales previstos en los artículos 48° y 51°, respectivamente.

 

Asimismo, el tiempo que este personal permanezca llamado al servicio no se considerará para los efectos de los Bonos de Permanencia previstos en las leyes N° 19.941 y N° 20.104, como tampoco para los efectos del artículo 135°.

 

Artículo 32° quinquies.- Los llamados al servicio cesarán en sus funciones por las siguientes causas:

 

1) Vencimiento del plazo de su llamamiento, el que no podrá ser superior a cinco años.

 

2) Renuncia al empleo.

 

3) No ser necesarios sus servicios, cuando el General Director así lo determine.

 

4) Salud incompatible con el servicio.

 

5) Medida disciplinaria expulsiva o inclusión en lista de eliminación.

 

6) Por otras fijadas en la leyes o reglamentos que le sean aplicables.".

 

4) Modifícase el artículo 61, del siguiente modo:

 

a) Agrégase en su inciso primero, después del punto aparte que se suprime, la siguiente oración final: "y al Llamado al Servicio.".

 

b) Intercálase en su inciso tercero, a continuación de la palabra "Carabineros", las siguientes palabras: "y al Llamado al Servicio,".

 

Artículo 3º.- Modifícase el artículo 1º de la ley Nº 18.291, de la siguiente forma:

 

1) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Supremo del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, en los siguientes empleos y grados: 

Nº de empleos                                                              Grados

	  2

	Generales

	3


	 19

	Coroneles

	5


	 27

	Tenientes Coroneles

	7


	 60

	Mayores

	8


	156

	Capitanes

	9


	176

	Subtenientes

	12



	
	
	




2) Auméntase la planta de Personal de Nombramiento Institucional, Personal de Fila, Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios, en los siguientes empleos y grados:

Nº de empleos                                                             Grados

	 . 696
	Suboficiales Mayores
	11

	1.076
	Suboficiales
	12

	1.460
	Sargentos 1ºs.
	13

	1.980
	Sargentos 2ºs.
	14

	1.124
	Cabos 1ºs.
	15

	   998
	Cabos 2ºs.
	16


Disposiciones Transitorias.



Artículo 1º transitorio.- El aumento de la Planta de Carabineros de Chile, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de esta ley, se materializará conforme al siguiente programa de aumentos anuales:

I.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO SUPREMO

A) OFICIALES DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad


 
    Año 
  Año       
Año              Año

	Empleos
	Grados
	 2011
	2012
	2013
	2014

	General
	    3
	    2
	    0
	    0
	    0

	Coronel
	    5
	    4
	    5
	    5
	    5

	Teniente Coronel
	    7
	    6
	    7
	    7
	    7

	Mayor
	    8
	  15
	  15
	  15
	  15

	Capitán
	    9
	  39
	  39
	  39
	  39

	Subteniente
	  12
	  44
	  44
	  44
	  44


II.- PERSONAL DE NOMBRAMIENTO INSTITUCIONAL

A)  PERSONAL DE FILA

1.- Escalafón de Orden y Seguridad y los Servicios




    Año 
Año 
   Año          Año 

	Empleos
	Grados
	2011
	2012
	2013
	2014

	Suboficiales Mayores
	11
	  174
	174
	 174
	 174

	Suboficiales
	12
	269
	269
	269
	269

	Sargentos 1ºs.
	13
	365
	365
	365
	365

	Sargentos 2ºs.
	14
	495
	495
	495
	495

	Cabos 1ºs.
	15
	281
	281
	281
	281

	Cabos 2ºs.
	16
	250
	250
	249
	249




Artículo 2° transitorio.- Increméntase hasta en 1.689 cupos la Glosa 01, letra a), del Programa 01 del Presupuesto de Carabineros de Chile, establecido en la ley N° 20.407, de Presupuestos del Sector Público para el año 2010.



El financiamiento de lo dispuesto en el inciso anterior, se hará con cargo al Presupuesto vigente para Carabineros de Chile.


Artículo 3º transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de Carabineros de Chile y, en lo que no alcanzaren, con cargo a aquellos que se consignen en la partida presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el 14 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor José García Ruminot.

Sala de la Comisión, a 21 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES

(6792-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en un mensaje del ex Vice Presidente de la República, señor Edmundo Pérez Yoma, con urgencia calificada de “simple”.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Miguel Flores; el Jefe de la División Jurídica, señor Claudio Radonich, y el abogado señor Álvaro Villanueva.
- - -

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1° y transitorio de este proyecto de ley, de aprobarse, deben serlo con el quórum de ley orgánica constitucional pues afectan normas de ese rango, como son las consignadas en la ley orgánica constitucional de municipalidades, de acuerdo con el artículo 118 de la Constitución Política.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 2° y artículo transitorio. 


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las de los números 1 y 2.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.


4.- Indicaciones rechazadas: no hay.


5.- Indicaciones retiradas: no hay.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR



A continuación se describen, en el orden del articulado del proyecto, las normas y las indicaciones formuladas al texto aprobado en general por el Senado y los acuerdos adoptados.

- - -


La primera de las indicaciones (la N° 1), de S.E. el Presidente de la República, recayó sobre la letra j) del artículo 79 de la ley municipal, norma no considerada en el texto aprobado en general por el Senado. La disposición se refiere a las funciones del concejo.  En su letra j) lo faculta para solicitar informe a las empresas, corporaciones o fundaciones que reciban aportes o subvenciones municipales, caso este último en que el mencionado informe sólo podrá consistir en señalar el destino de los aportes recibidos. Todas las solicitudes deberán ser respondidas dentro del plazo de quince días. 


La indicación reemplaza la conjunción “o” que sigue a la palabra “corporaciones” por una coma (,), e intercala entre las palabras “fundaciones” y “municipales”. La expresión “o asociaciones”.  


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, pues explicita con mayor precisión los alcances del proyecto en materia de asociacionismo municipal y la capacidad de la interacción de los municipios en estas asociaciones.

- - -

Artículo 1°

N° 4)


El numeral 4) del artículo 1° del texto aprobado en general por el Senado incorpora, a continuación del artículo 140, un nuevo Párrafo 3° compuesto por los artículos 141 a 150, “De la personalidad jurídica de las asociaciones municipales”, pasando los actuales artículos 141 a 146 a ser artículos 151 a 156, respectivamente.


La indicación N° 2), también de S.E. el Presidente de la República, recayó sobre el nuevo artículo 150 incorporado por el Párrafo 3° enunciado precedentemente. 

El mencionado artículo 150 dispone que no obstante lo dispuesto en el artículo 136 (fiscalización por parte de la Contraloría General de la República de las fundaciones o asociaciones municipales), el organismo contralor podrá ejercer sus facultades de control en el patrimonio de las asociaciones municipales de que trata este párrafo.


La indicación incorpora un nuevo inciso segundo a esta norma, que prescribe que sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 79, el concejo podrá solicitar informes a las asociaciones en las que participe la respectiva municipalidad sobre el destino de los aportes y subvenciones percibidos por aquéllas.


Esta indicación también resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela, Sabag y Zaldívar, por las mismas razones que la precedente y porque reconoce mayores facultades a los concejos municipales para monitorear los recursos municipales.

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:



Incorporar como nuevo numeral 1), el siguiente:



“1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal j) del artículo 79:



a) Reemplázase la conjunción “o”, que sigue a la palabra “corporaciones”, por una coma (,).



b) Intercálase, entre las palabras “fundaciones” y “municipales”, la expresión “o asociaciones”.”.

- - -

N°s 1), 2) y 3)



Pasan a ser N° 2), 3) y 4) respectivamente, sin enmiendas. 

N° 4)


Pasa a ser N° 5).


Incorporar en el artículo 150, nuevo, el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 79, el concejo podrá solicitar informes a las asociaciones en las cuales participe la municipalidad respectiva, los cuales sólo podrán referirse al destino dado a los aportes o subvenciones municipales percibidos por aquéllas.”.
- - -


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con  fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal j) del artículo 79:



a) Reemplázase la conjunción “o”, que sigue a la palabra “corporaciones”, por una coma (,).



b) Intercálase, entre las palabras “fundaciones” y “municipales”, la expresión “o asociaciones”.”.


2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 129, por el siguiente:


"Artículo 129.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.".


3) Reemplázase el actual artículo 137, por el siguiente:


"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.


Las asociaciones podrán tener por objeto:


a) La atención de servicios comunes.


b) La ejecución de obras de desarrollo local.


c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.


d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.


e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.


f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".


4) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 138, por el siguiente:


"Artículo 138.- Del mismo modo, las municipalidades podrán celebrar convenios para asociarse entre ellas sin requerir personalidad jurídica. Tales convenios deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:".


5) Incorpórase, a continuación del artículo 140, el siguiente Párrafo 3°, compuesto por los artículos 141 a 150, pasando los actuales artículos 141 a 146, a ser artículos 151 a 156, respectivamente:

"Párrafo 3º

De la personalidad jurídica de las Asociaciones Municipales


Artículo 141.- La constitución de una asociación será acordada por los alcaldes de las municipalidades interesadas, previo acuerdo de sus respectivos concejos, en asamblea que se celebrará ante un ministro de fe, debiendo actuar como tal el secretario municipal de alguna de tales municipalidades, o un notario público con sede en alguna de las comunas de las mismas.


Las asociaciones municipales constituidas en conformidad a las normas de este párrafo deberán efectuar una solicitud de inscripción en el Registro que se llevará para tales efectos y depositar una copia autorizada reducida a escritura pública del acta de su asamblea constitutiva, de su directorio provisional y de sus estatutos, ante el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea.

Dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la recepción de los documentos antes señalados, el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, podrá objetar la constitución de la asociación, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que la ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.

La asociación deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, se tendrá por no presentada su solicitud de inscripción en el Registro y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.

Cumplido el procedimiento anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo procederá a inscribir la organización en el Registro que llevará para tal efecto.

Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada.

Las asociaciones municipales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de haber efectuado el depósito y registro que se establece en el presente párrafo.

Dentro del plazo máximo de noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.

El directorio, que podrán integrar alcaldes y concejales, ejercerá la administración de la asociación, estará constituido por un mínimo de cinco miembros y deberá contemplar, a lo menos, los cargos de presidente, secretario y tesorero. La presidencia corresponderá a uno de los alcaldes de las municipalidades que componen la respectiva asociación. El presidente del directorio lo será también de la asociación y tendrá su representación judicial y extrajudicial.

Un reglamento establecerá las normas sobre asambleas, elección del directorio y demás órganos de la asociación, reforma de sus estatutos, derechos y obligaciones de sus miembros, registro de afiliados, aprobación del presupuesto y del plan de trabajo anual, disolución y demás disposiciones relativas a la organización, facultades y funcionamiento de las asociaciones que se constituyan en conformidad a las normas de este párrafo.

Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.

Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.

El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.

Artículo 143.- Los estatutos de las asociaciones municipales deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:

a) Nombre de la asociación;

b) Indicación de la comuna en que tendrá domicilio la asociación;

c) Finalidades y objetivos; 

d) Derechos y obligaciones de sus miembros; 

e) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones; 

f) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse; 

g) Procedimiento y quórum para reforma de estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos; 

h) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias; 

i) Indicación de la Contraloría Regional ante la cual harán entrega de su contabilidad;

j) Normas y procedimientos que regulen la disciplina interna, resguardando el debido proceso; 

k) Forma y procedimiento de incorporación y de desafiliación a la asociación, debiendo constar en ambos casos el respectivo acuerdo de concejo municipal correspondiente;

l) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, y

m) Forma de liquidación. 

Las asociaciones que se constituyan de conformidad al presente párrafo podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior mediante resolución. 

No podrá negarse el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones municipales cuyos estatutos cumplan con los requisitos que la presente ley establece al efecto.

Artículo 144.- Las asociaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus estatutos.

El representante de la respectiva asociación deberá comunicar al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores, para lo cual podrá solicitar, tanto a las asociaciones como a las municipalidades que las conformen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos. 

El incumplimiento de estas obligaciones acarreará la eliminación de la asociación del Registro.

Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes  provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.

Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.

Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.

Artículo 146.- La disolución de una asociación de municipalidades deberá ser decidida por la mayoría absoluta de la Asamblea de socios, debiendo constar dicho acuerdo en un acta reducida a escritura pública, de la que deberá notificarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el plazo de 30 días desde su fecha de suscripción.

En este caso los bienes serán destinados al pago de obligaciones pendientes. De existir un remanente, luego de servir tales obligaciones, éste deberá restituirse a las municipalidades socias, a través de un procedimiento de liquidación establecido en el reglamento indicado en el artículo 141.

Artículo 147.- El personal que labore en las asociaciones municipales de que trata el presente párrafo se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.

Artículo 148.- A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 a 558 del Código Civil. 

Artículo 149.- Atendida su naturaleza, constitución y objetivos, a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. 

En virtud de dicho principio, las asociaciones deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:

a) El marco normativo que les sea aplicable.

b) Su estructura orgánica u organización interna.

c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.

d) Sus estados financieros y memorias anuales.

e) Las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.

f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la asociación.

g) Los montos de los aportes de fondos públicos que reciban; como asimismo de todo aporte económico recibido de personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales.

h) Toda remuneración percibida en el año por el Secretario Ejecutivo y demás funcionarios de la asociación, incluyendo lo recibido por concepto de viáticos, gastos de representación, regalías y, en general, todo otro estipendio otorgado por la institución. Asimismo, deberá incluirse todo gasto efectuado con cargo a los fondos de la asociación en que haya incurrido su Presidente y demás miembros del Directorio, por concepto de viáticos, traslados, gastos de representación y otros de similar naturaleza.

i) Las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías a personas naturales o jurídicas. 

La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.

Artículo 150.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 de la presente ley, la Contraloría General de la República podrá ejercer sus facultades de fiscalización y control sobre las asociaciones municipales de que trata este párrafo, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen.


Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 79, el concejo podrá solicitar informes a las asociaciones en las cuales participe la municipalidad respectiva, los cuales sólo podrán referirse al destino dado a los aportes o subvenciones municipales percibidos por aquéllas.”.

Artículo 2º.- El reglamento a que se refieren los nuevos artículos 141 y 142, incorporados por el presente cuerpo legal a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, deberá ser dictado en el plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo transitorio.- Las asociaciones municipales actualmente constituidas en conformidad a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, podrán gozar de personalidad jurídica por el simple depósito de sus estatutos en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, los que previamente deberán ajustarse a lo dispuesto en los artículos 141 y 143 de este cuerpo legal.

Tanto la decisión de obtener personalidad jurídica, como la adecuación de sus estatutos, deberán contar con el acuerdo de la mayoría de las municipalidades asociadas.".

- - -


Acordado en sesión de 12 de octubre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Sabag (Presidente), Bianchi, Pérez Varela y Zaldívar. 


Sala de la Comisión, a 26 de octubre de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y REGULA LAS ASOCIACIONES MUNICIPALES (6792-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un mensaje del ex Vice Presidente de la República, señor Edmundo Pérez Yoma, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto concurrieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Miguel Flores; el Jefe de la División Jurídica, señor Claudio Radonich, y el abogado señor Álvaro Villanueva, de la Asociación Chilena de Municipalidades el miembro de su Comité Ejecutivo y Alcalde de Cabildo don Eduardo Cerda, el Secretario Ejecutivo de la Asociación, don Jaime Pilowsky y el señor Malik Mograby de la Asesoría Jurídica de esta Asociación. 
- - -

Cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del artículo 1° del proyecto: el artículo 137 contenido en el numeral 3); y los artículos 142 y 145,  todas contenidas en el numeral 5), en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, señor Claudio Radonich, en relación a una consulta formulada por el Honorable Senador señor García respondió que cualquier municipalidad puede asociarse en distintas asociaciones sin límites, indicó que incluso hoy existen alrededor de 46 asociaciones de diferente carácter, ya sea territoriales o temáticas y en las cuales no han existido problemas pues no sólo deben contar con la anuencia del alcalde sino que también requieren el acuerdo del concejo, lo que genera los controles y equilibrios necesarios.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que algún tipo de asociaciones podría prestarse a abusos, por lo cual consulta sobre los controles y fiscalización que se establecen en el proyecto de ley, ya que le ha tocado ver un tipo de asociación en su zona que tiene conductas indebidas y que se dedica más bien a fomentar actividades turísticas y de diversión para las autoridades de los municipios, más que trabajar en beneficio de los habitantes de los diferentes municipios.


El Alcalde de Cabildo y Miembro del Comité Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, don Eduardo Cerda, expresó que las asociaciones son una necesidad para la estructura de los municipios, por ejemplo en asociatividad en educación y en salud, la idea del proyecto es que estas asociaciones puedan tener su propia personalidad, personal y directorio. Agrego que todas las que existen hoy funcionan perfectamente, ya que es el municipio el que toma las decisiones que están sujetas a todos los controles que proceden de acuerdo a nuestra legislación.

Añadió que precisamente el proyecto pretende fomentar una asociatividad más regulada que permite evitar los problemas que se han indicado.


El señor Jefe de la División Jurídica de la Subdere, añadió que el tema que ha planteado la Honorable Senadora, es una excepción ya que extrañamente funciona con una marca de asociatividad municipal, siendo sólo una corporación con rango de empresa, que no se compone por autoridades municipales y  que se dedica a promocionar y a efectuar eventos; pero no se enmarca dentro de las actuales normas que rigen a las municipalidades, ni tampoco en las que se establecen en el presente proyecto, por eso organismos del Estado de antes y de ahora han cortado sus vínculos con esta empresa.


A su vez, el Secretario Ejecutivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, don Jaime Pilowsky, compartiendo los planteamientos de evitar los abusos en la materia y que los municipios no participen en este tipo de corporaciones o en eventos organizados por ellos, pero agregó que es distinta la situación con el proyecto en debate, ya que en él se establecen diversos controles para la asociatividad de los municipios y, a manera de ejemplo, indicó que como mecanismo de control se establece en las normas del proyecto que esta función la cumplirá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que existirá otro control a través de la Contraloría General de la República, quien fiscalizará el patrimonio de estas entidades, cualquiera sea el origen de él y también se establece como tercer mecanismo de control el concejo municipal, quien va a poder solicitar informes a estas asociaciones sobre el uso de sus fondos y como cuarto mecanismo de control se establece el principio de la transparencia activa, y aunque sean organismos privados se les aplicará la normativa de transparencia que se establece expresamente en el proyecto y por último, el personal que está a honorarios, podrá pasar a tener contratos y como se les aplica la legislación laboral privada, tendrán también el control de la Dirección del Trabajo. 

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las normas de competencia de la Comisión de Hacienda en los términos en que fueron aprobadas en general por el Senado, así como los acuerdos a su respecto adoptados. 


Cabe hacer presente que respecto de las normas de competencia de la Comisión de Hacienda no recayeron indicaciones.

Artículo 1°


Este artículo introduce, a través de sus cinco numerales, una serie de enmiendas en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Número 2)

(Corresponde al número 3) aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe).


Este numeral sustituye el actual artículo 137, por el siguiente:

"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.


Las asociaciones podrán tener por objeto:


a) La atención de servicios comunes.


b) La ejecución de obras de desarrollo local.


c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.


d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.


e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.


f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".


El artículo 137 contenido en este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores  señora Matthei y señores Escalona y García. 

Número 4)

(Corresponde al número 5) aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe).


Este numeral incorpora, a continuación del artículo 140, un párrafo 3° compuesto por los artículos 141 a 150.


Son competencia  de la Comisión de Hacienda los artículos 142 y, 145. 

Artículo 142

“Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.

Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.

El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.”.

Artículo 145

“Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.

Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.

Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.”.


Los artículos 142 y 145 contenidos en el numeral fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona y García. 

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de junio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:

“Mediante este proyecto de ley se modifica la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, a fin de regular la forma de constitución de las asociaciones de municipalidades, su estructura, funciones y atribuciones, el procedimiento de obtención de personalidad jurídica y demás aspectos y materias que sean necesarios para el debido funcionamiento y operatividad de estos nuevos entes asociativos.

La modificación legal propuesta no significa un mayor gasto fiscal.”.
En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, cuyo texto es del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con  fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el literal j) del artículo 79:

a) Reemplázase la conjunción “o”, que sigue a la palabra “corporaciones”, por una coma (,).

b) Intercálase, entre las palabras “fundaciones” y “municipales”, la expresión “o asociaciones”.”.

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 129, por el siguiente:


"Artículo 129.- Una o más municipalidades podrán constituir o participar en corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, destinadas a la promoción y difusión del arte, la cultura y el deporte, o el fomento de obras de desarrollo comunal y productivo.".


3) Reemplázase el actual artículo 137, por el siguiente:


"Artículo 137.- Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales, para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes, o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pudiendo dichas asociaciones gozar de personalidad jurídica de derecho privado, de acuerdo con las reglas establecidas en el Párrafo 3º del presente Título.


Las asociaciones podrán tener por objeto:


a) La atención de servicios comunes.


b) La ejecución de obras de desarrollo local.


c) El fortalecimiento de los instrumentos de gestión.


d) La realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, a la salud o a otros fines que les sean propios.


e) La capacitación y el perfeccionamiento del personal municipal, como también de alcaldes y concejales.


f) La coordinación con instituciones nacionales e internacionales, a fin de perfeccionar el régimen municipal.".


4) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 138, por el siguiente:


"Artículo 138.- Del mismo modo, las municipalidades podrán celebrar convenios para asociarse entre ellas sin requerir personalidad jurídica. Tales convenios deberán contemplar, entre otros aspectos, los siguientes:".


5) Incorpórase, a continuación del artículo 140, el siguiente Párrafo 3°, compuesto por los artículos 141 a 150, pasando los actuales artículos 141 a 146, a ser artículos 151 a 156, respectivamente:

"Párrafo 3º

De la personalidad jurídica de las Asociaciones Municipales

Artículo 141.- La constitución de una asociación será acordada por los alcaldes de las municipalidades interesadas, previo acuerdo de sus respectivos concejos, en asamblea que se celebrará ante un ministro de fe, debiendo actuar como tal el secretario municipal de alguna de tales municipalidades, o un notario público con sede en alguna de las comunas de las mismas.

Las asociaciones municipales constituidas en conformidad a las normas de este párrafo deberán efectuar una solicitud de inscripción en el Registro que se llevará para tales efectos y depositar una copia autorizada reducida a escritura pública del acta de su asamblea constitutiva, de su directorio provisional y de sus estatutos, ante el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea.

Dentro del plazo de sesenta días, contado desde la fecha de la recepción de los documentos antes señalados, el Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, podrá objetar la constitución de la asociación, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que la ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.

La asociación deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, se tendrá por no presentada su solicitud de inscripción en el Registro y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.

Cumplido el procedimiento anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo procederá a inscribir la organización en el Registro que llevará para tal efecto.

Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada.

Las asociaciones municipales gozarán de personalidad jurídica por el solo hecho de haber efectuado el depósito y registro que se establece en el presente párrafo.

Dentro del plazo máximo de noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.

El directorio, que podrán integrar alcaldes y concejales, ejercerá la administración de la asociación, estará constituido por un mínimo de cinco miembros y deberá contemplar, a lo menos, los cargos de presidente, secretario y tesorero. La presidencia corresponderá a uno de los alcaldes de las municipalidades que componen la respectiva asociación. El presidente del directorio lo será también de la asociación y tendrá su representación judicial y extrajudicial.

Un reglamento establecerá las normas sobre asambleas, elección del directorio y demás órganos de la asociación, reforma de sus estatutos, derechos y obligaciones de sus miembros, registro de afiliados, aprobación del presupuesto y del plan de trabajo anual, disolución y demás disposiciones relativas a la organización, facultades y funcionamiento de las asociaciones que se constituyan en conformidad a las normas de este párrafo.

Artículo 142.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Municipales con personalidad jurídica de derecho privado, a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.

Cualquiera asociación municipal podrá solicitar de la citada Subsecretaría el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. 

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo mantendrá el Registro permanentemente actualizado, siendo accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.

El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.

Artículo 143.- Los estatutos de las asociaciones municipales deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:

a) Nombre de la asociación;

b) Indicación de la comuna en que tendrá domicilio la asociación;

c) Finalidades y objetivos; 

d) Derechos y obligaciones de sus miembros; 

e) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones; 

f) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse; 

g) Procedimiento y quórum para reforma de estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos; 

h) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias; 

i) Indicación de la Contraloría Regional ante la cual harán entrega de su contabilidad;

j) Normas y procedimientos que regulen la disciplina interna, resguardando el debido proceso; 

k) Forma y procedimiento de incorporación y de desafiliación a la asociación, debiendo constar en ambos casos el respectivo acuerdo de concejo municipal correspondiente;

l) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, y

m) Forma de liquidación. 

Las asociaciones que se constituyan de conformidad al presente párrafo podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior mediante resolución. 

No podrá negarse el otorgamiento de la personalidad jurídica a las asociaciones municipales cuyos estatutos cumplan con los requisitos que la presente ley establece al efecto.

Artículo 144.- Las asociaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus estatutos.

El representante de la respectiva asociación deberá comunicar al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores, para lo cual podrá solicitar, tanto a las asociaciones como a las municipalidades que las conformen, toda la información necesaria para verificar el cumplimiento de sus estatutos. 

El incumplimiento de estas obligaciones acarreará la eliminación de la asociación del Registro.

Artículo 145.- Las asociaciones municipales constituidas conforme a las disposiciones del presente párrafo dispondrán de patrimonio propio, que será gestionado de acuerdo a la voluntad mayoritaria de sus socios, y que estará formado por las cuotas de incorporación, cuotas ordinarias y cuotas extraordinarias, determinadas con arreglo a los estatutos; por donaciones; por el producto de bienes y servicios; por la venta de activos y por erogaciones, subvenciones y aportes  provenientes de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades, o entidades públicas, nacionales o internacionales; y, demás bienes que adquieran a su nombre.

Con todo, sólo serán sujeto de subvenciones provenientes de entidades públicas nacionales, fondos concursables o todo otro aporte de recursos de esta naturaleza, aquellas asociaciones que se encuentren vigentes en el Registro Único de Asociaciones Municipales, establecido en el artículo 142.

Las municipalidades socias no podrán otorgar garantías reales, ni cauciones de ninguna especie, respecto de las obligaciones que puedan contraer las asociaciones a las que pertenezcan.

Artículo 146.- La disolución de una asociación de municipalidades deberá ser decidida por la mayoría absoluta de la Asamblea de socios, debiendo constar dicho acuerdo en un acta reducida a escritura pública, de la que deberá notificarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el plazo de 30 días desde su fecha de suscripción.

En este caso los bienes serán destinados al pago de obligaciones pendientes. De existir un remanente, luego de servir tales obligaciones, éste deberá restituirse a las municipalidades socias, a través de un procedimiento de liquidación establecido en el reglamento indicado en el artículo 141.

Artículo 147.- El personal que labore en las asociaciones municipales de que trata el presente párrafo se regirá por las normas laborales y previsionales del sector privado.

Artículo 148.- A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 a 558 del Código Civil. 

Artículo 149.- Atendida su naturaleza, constitución y objetivos, a las asociaciones municipales les será aplicable el principio de la transparencia de la función pública consagrado en el inciso segundo del artículo 8º de la Constitución Política y en los artículos 3º y 4º de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado. 

En virtud de dicho principio, las asociaciones deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, los siguientes antecedentes debidamente actualizados:

a) El marco normativo que les sea aplicable.

b) Su estructura orgánica u organización interna.

c) Las funciones y competencias de cada una de sus unidades u órganos internos.

d) Sus estados financieros y memorias anuales.

e) Las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifica.

f) La composición de sus directorios y la individualización de los responsables de la gestión y administración de la asociación.

g) Los montos de los aportes de fondos públicos que reciban; como asimismo de todo aporte económico recibido de personas jurídicas o naturales, directamente o mediante procedimientos concursales.

h) Toda remuneración percibida en el año por el Secretario Ejecutivo y demás funcionarios de la asociación, incluyendo lo recibido por concepto de viáticos, gastos de representación, regalías y, en general, todo otro estipendio otorgado por la institución. Asimismo, deberá incluirse todo gasto efectuado con cargo a los fondos de la asociación en que haya incurrido su Presidente y demás miembros del Directorio, por concepto de viáticos, traslados, gastos de representación y otros de similar naturaleza.

i) Las contrataciones de estudios, asesorías y consultorías a personas naturales o jurídicas. 

La información anterior deberá incorporarse a sus sitios electrónicos en forma completa, y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito.

Artículo 150.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 de la presente ley, la Contraloría General de la República podrá ejercer sus facultades de fiscalización y control sobre las asociaciones municipales de que trata este párrafo, respecto de su patrimonio, cualquiera sea su origen.

Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra j) del artículo 79, el concejo podrá solicitar informes a las asociaciones en las cuales participe la municipalidad respectiva, los cuales sólo podrán referirse al destino dado a los aportes o subvenciones municipales percibidos por aquéllas.”.


Artículo 2º.- El reglamento a que se refieren los nuevos artículos 141 y 142, incorporados por el presente cuerpo legal a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, deberá ser dictado en el plazo de 120 días, contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo transitorio.- Las asociaciones municipales actualmente constituidas en conformidad a la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, podrán gozar de personalidad jurídica por el simple depósito de sus estatutos en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, los que previamente deberán ajustarse a lo dispuesto en los artículos 141 y 143 de este cuerpo legal.

Tanto la decisión de obtener personalidad jurídica, como la adecuación de sus estatutos, deberán contar con el acuerdo de la mayoría de las municipalidades asociadas.".

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de diciembre de 2010, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señor José García Ruminot.

Sala de la Comisión, a 16 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, APROBATORIO DEL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO (CAF), PARA EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DE LA CAF EN CHILE”, SUSCRITO EN SANTIAGO DE CHILE, EL 15 DE JULIO DE 2009 

(7096-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 14 de julio de 2010, con urgencia calificada de “simple”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de octubre de 2010, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: la Jefa del Departamento América Latina de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, señora Francisca Zapata, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda. Asimismo, concurrieron del Ministerio de Hacienda: el Jefe de Asuntos Internacionales, señor Alfie Ulloa, y el Asesor del Área Internacional, señor Juan Araya.

- - -


La Comisión deja constancia que el proyecto de acuerdo en informe debe ser votado con quórum orgánico constitucional, según lo dispuesto en los artículos 54, N° 1); 66, inciso segundo, y 108, todos de la Constitución Política de la República, en atención a que la aplicación del artículo 7 del Convenio incide en las facultades que la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, le otorga al Instituto Emisor.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que la Corporación Andina de Fomento (CAF) es un organismo financiero multilateral con sede en Caracas, Venezuela, que inició sus operaciones en 1970. Añade que la CAF presta servicios bancarios tanto al sector público como privado de los países accionistas.


Agrega que Chile fue uno de los fundadores de esta institución financiera, manteniéndose como accionista hasta octubre de 1978, cuando el Gobierno de la época dispuso el retiro de nuestro país del entonces Grupo Andino, hoy Comunidad Andina. La CAF pudo desarrollar sus actividades en Chile, hasta 1978, en el marco de las mismas inmunidades y privilegios con que cuentan otras instituciones financieras internacionales que realizan operaciones con Chile.


Indica el Ejecutivo que la República de Chile se convirtió nuevamente en accionista de la CAF, pero esta vez de la serie "C" de acciones de La Corporación, a través de la Corporación de Fomento de la Producción, mediante la firma de los documentos de suscripción de acciones de capital ordinario y acciones de capital de garantía, de fechas 18 de agosto de 1992 y 9 de noviembre de 2007.


No obstante, añade el Gobierno, para poder desarrollar nuevamente sus actividades en Chile, la Corporación requiere de las inmunidades y privilegios que le otorga el presente Convenio, siendo los mismos que la Corporación ya gozaba hasta su retiro del territorio nacional como accionista, e idénticos a los que nuestro país ya otorga a otros organismos financieros multilaterales que hacen operaciones con Chile. El Convenio también permitirá a la CAF, si así lo estima conveniente, abrir una oficina de representación en Chile.


Destaca el Mensaje que actualmente, la CAF no sólo opera en los países andinos, sino que en toda Latinoamérica, siendo la principal fuente de financiamiento del área de infraestructura en dicha región. Añade que la CAF es una institución financiera comprometida con el desarrollo sustentable y la integración regional, pilares de su misión.


Señala el Gobierno que al poder desarrollar sus actividades en Chile, los sectores público y privado del país podrán acceder a los múltiples productos y servicios financieros que ofrece la Corporación Andina de Fomento.


Finalmente, el Mensaje señala que tras la suscripción del Convenio, con fecha 4 de marzo de 2010, las Partes contratantes representadas por el Presidente Ejecutivo de la Corporación y el Ministro de Hacienda de Chile, realizaron un intercambio de cartas en relación a la aplicación del artículo 7 del Convenio. Añade que el objeto de las cartas es precisar el entendimiento de las Partes respecto de que lo previsto en el artículo 7, en cuanto a los compromisos que asume Chile en materia de inversión extranjera y operaciones de cambios internacionales, comprende expresamente el régimen de libre convertibilidad de la moneda y su transferencia o remesa al exterior, en lo referente a los créditos externos que esta institución otorgue a personas domiciliadas o residentes en Chile, como asimismo, a las inversiones financieras que realice en cumplimiento de su objeto y se encuadra, por ende, dentro del contexto del mejor tratamiento otorgado a los organismos financieros internacionales que operan en Chile.





Por lo tanto, agrega el Ejecutivo, dicho régimen especial resulta conciliable con la aplicación por parte del Banco Central de Chile de las restricciones que pueda establecer en uso de sus facultades legales previstas en el artículo 49 números 2 y 3 de su ley Orgánica Constitucional, en materia de encaje cambiario y de autorización previa, por cuanto dichas restricciones, que son de carácter general y no discriminatorio, se imponen al ingreso de las divisas al país y a las personas beneficiarias de estos créditos o que sean contraparte de las inversiones financieras, y siempre que estas personas tengan su domicilio o residencia en el país. Se deja constancia que, por acuerdo de las Partes, estas cartas constituyen parte integrante del Convenio.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 5 de agosto de 2010, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 17 agosto de 2010 y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes Posteriormente, fue conocido por la Comisión de Hacienda la que, en sesiones de fechas 31 de agosto y 8 de septiembre de 2010, aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el 29 de septiembre de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (94 votos).


4.- Instrumento Internacional.- La Convención se estructura sobre la base de un Preámbulo y 14 artículos, que se reseñan a continuación.


El Preámbulo del Convenio reconoce a la CAF su carácter de organismo financiero multilateral, cuyo objetivo es el desarrollo económico y social de los pueblos, para lo cual desarrolla su actividad como Banco múltiple y como agente financiero. En esta calidad, Chile le otorga las inmunidades y las facilidades que se contienen en el Convenio, a fin de permitirle llevar a cabo sus funciones en el territorio de la República.


El artículo 1 del Convenio autoriza a la Corporación, a realizar con el Gobierno y sus distintas instituciones, así como con cualquier persona natural o jurídica, todas las operaciones que correspondan a sus objetivos y las funciones señaladas en el artículo 4 del Convenio Constitutivo de la CAF.


Por su parte, el artículo 2 reconoce a la Corporación plena capacidad jurídica para adquirir y disponer de bienes muebles e inmuebles, celebrar todo tipo de contratos e iniciar acciones judiciales y ser enjuiciada ante los Tribunales de la República. Asimismo, el Convenio establece las condiciones bajo las cuales se podrán entablar acciones judiciales contra la CAF en Chile.


El Convenio establece que la Corporación no concederá financiamientos ni realizará inversiones con personas naturales o jurídicas privadas, residentes o domiciliadas en Chile, si el Gobierno objeta dicho financiamiento o inversión.


De igual modo, en sus operaciones con personas naturales o jurídicas, residentes o domiciliadas en nuestro país, la CAF se someterá a la legislación vigente en Chile, sea en calidad de deudor o de acreedor, sin perjuicio de los beneficios dispuestos en el Convenio.


Asimismo, dispone que los bienes y demás activos de la Corporación gozarán de inmunidad con respecto a expropiaciones -excepto por causa de utilidad pública o interés nacional calificado por la ley-, así como de otros actos de aprehensión forzosa en Chile; y respecto de la aplicación de medidas cautelares en acciones judiciales, en tanto no exista sentencia definitiva de órgano jurisdiccional competente contra la Corporación.


Agrega que los bienes y demás activos de la CAF estarán exentos de toda clase de restricciones, regulaciones y medidas de control y moratorias, en la medida necesaria para que la Corporación cumpla su objeto. Además, en lo que respecta a los archivos y comunicaciones de la CAF, se garantiza la inviolabilidad en el primer caso y en el segundo, un trato no menos favorable al otorgado a otras organizaciones intergubernamentales equivalentes.


Además, el numeral 10 señala que los funcionarios gozarán de inmunidad judicial, pero sólo con respecto a actos realizados en ejercicio de sus funciones oficiales, incluyendo palabras escritas o habladas, salvo que la Corporación renuncie expresamente a tal inmunidad.


Esta inmunidad empero, no se extiende a acciones por daños originados en un accidente causado por un vehículo, nave o aeronave de propiedad de los funcionarios de la CAF, o conducido por ellos, con relación a una infracción de las normas de tránsito que involucre a dicho vehículo o sea cometido por ellos, ni a las infracciones o contravenciones a la legislación laboral y de seguridad social vigente en Chile.


El artículo 3 señala que la Corporación podrá, a su propio costo, mantener una Oficina de Representación en el país.


A su vez, el artículo 4 del Convenio establece las exenciones tributarias que se otorgan a la CAF, similares a las de otros organismos financieros internacionales. De conformidad a ellos, la CAF gozará de un trato no discriminatorio en materia de tributos por los valores o títulos de crédito que emita o garantice. Asimismo, la Corporación estará exenta de:


a) Los impuestos directos que pudieran recaer sobre sus bienes, ingresos y otros haberes, así como de los impuestos que le afecten por los títulos de crédito o valores que emita o garantice de acuerdo con este Convenio;


b) Toda retención o deducción a cuenta de impuestos o gravámenes, por los pagos que reciba de la República de Chile, sus organismos, personas naturales y jurídicas, por concepto de intereses, dividendos, comisiones y otros similares, todo ello de conformidad con la legislación interna;


El artículo 5 dispone que la CAF estará exenta del pago de derechos arancelarios que graven la importación de vehículos, bienes y equipo técnico necesarios para la operación de su Oficina de Representación, los que no podrán ser comercializados en Chile sin previa autorización del Gobierno.


Asimismo, norma que sus funcionarios:


a) No estarán sujetos a impuestos u otras cargas tributarias por los sueldos y salarios que reciban de La Corporación.


b) Tendrán derecho a importar libres de aranceles, impuestos y otros gravámenes, sus muebles, efectos personales y enseres domésticos cuando asuman su puesto en Chile. Además, cuando estén destinados por un período mayor a un año, tendrán derecho a internar un vehículo para su uso propio, al que se aplicarán las normas establecidas para el Cuerpo Diplomático residente.


Sin embargo, estos beneficios no se aplicarán a los funcionarios que, al momento de ser contratados o destinados a prestar servicios en Chile, posean domicilio o residencia en el país.


Asimismo, de conformidad con el artículo 6, se facilitará la expedición de visas, permisos y autorizaciones, para que los funcionarios y sus familias puedan desarrollar sus actividades en Chile, permitiendo que éstos ingresen, permanezcan, residan y salgan del país en cualquier momento, pero observando y dando cumplimiento a las leyes de nuestro país.


El artículo 7, referido al ingreso de capitales y operaciones de cambios internacionales, otorga a la Corporación un trato equivalente al permitido en nuestro país a otros organismos financieros internacionales equivalentes. A tal efecto, el Convenio garantiza:


a) Un trámite expedito para la aprobación de inversiones extranjeras y operaciones de cambios internacionales, para las inversiones de la CAF en cualquier empresa en Chile.


b) Las autorizaciones necesarias para acceder a los tipos de cambio más favorables del mercado cambiario formal para la compra de moneda extranjera que pueda requerirse para remesar el capital, los dividendos, intereses, ganancias, beneficios, producto de ventas de activos, réditos, comisiones y todo tipo de ingresos relacionados con las actividades de la CAF, así como para remesas de los funcionarios y su familia directa.


Sin perjuicio de lo anterior, el Convenio explicita que ninguna disposición del mismo será aplicada o interpretada en el sentido de impedir, limitar o afectar la facultad del Banco Central de Chile para exigir que la realización de determinadas operaciones de cambios internacionales le sea informada por escrito por los interesados en la ejecución de la operación respectiva; el que ciertas operaciones se realicen exclusivamente en el mercado cambiario formal, y el ejercicio de sus facultades sancionatorias en caso de incumplimiento.


A continuación, el artículo 8 indica que si Chile considera que ha habido abuso de un privilegio o inmunidad concedida en virtud del Convenio, realizará consultas con el Presidente Ejecutivo de la CAF a fin de determinar lo ocurrido y acordar las medidas para evitar su repetición. No obstante, si la situación ejecutada por un funcionario fuera considerada de gravedad, Chile podrá requerir que la persona abandone el territorio nacional, aplicándose en este caso, los procedimientos usuales para la salida de miembros del personal de categoría equivalente de organismos internacionales acreditados.


El artículo 9 norma que todo asunto no previsto en el Convenio, en relación con el desarrollo de operaciones de la CAF en Chile, será resuelto mediante acuerdos complementarios entre las Partes.


Por su parte, mediante el artículo 10 Chile se compromete a poner en operatividad las exenciones y privilegios otorgados a la CAF, mediante la expedición de las normas legales y administrativas respectivas.


El artículo 11 señala que las dudas y controversias que pudieran surgir con motivo de la interpretación o ejecución del Convenio serán resueltas en forma directa y por mutuo acuerdo. Si las dudas y controversias no fueren solucionadas en forma directa y por mutuo acuerdo dentro del plazo de seis meses, cualquiera de las Partes podrá recurrir a arbitraje, decisión que comunicará a la otra por escrito.


Luego, el artículo 12 establece la forma de entrada en vigencia.


El artículo 13 dispone que el Convenio puede ser modificado de mutuo acuerdo entre las Partes, lo cual constará por escrito. Sin embargo, tales modificaciones sólo entrarán en vigor una vez aprobadas de la misma manera que el Convenio.


Finalmente, el artículo 14 expresa que el Convenio permanecerá en vigor por tiempo ilimitado a menos que una de las Partes lo denuncie, cesando sus efectos seis meses después de recibida la notificación de denuncia por la otra Parte.


5.- Acuerdo del Banco Central sobre el proyecto de acuerdo.- La Comisión estimó conveniente reproducir el Acuerdo del Banco Central de Chile, de 18 de febrero de 2010, sobre el instrumento internacional en estudio, en particular, en relación a las facultades del Instituto Emisor. Al respecto, el Asesor del Ministerio de Hacienda para Asuntos Internacionales, señor Juan Araya, acompañó la copia del siguiente documento:
“CERTIFICADO





El Ministro de Fe de las actuaciones del Consejo y del Banco Central de Chile que suscribe, conforme lo dispone el Nº 6 del Artículo 18 del ARTÍCULO PRIMERO de la Ley Nº 18.840, certifica la adopción del siguiente Acuerdo del Consejo del Banco Central de Chile:

ACUERDO Nº 1525-03-100218





El Consejo en su Sesión Ordinaria N° 1525, celebrada con fecha 18 de febrero de 2010, teniendo presente lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley Orgánica Constitucional que rige al Banco Central de Chile, lo tratado en Sesiones de Pre Consejo N° 64 y N° 72 de fechas 21 de octubre y 11 de noviembre de 2009, respectivamente, interpreta el sentido y alcance de lo resuelto en Oficio Ord. N° 13.874, de fecha 10 de julio de 2009, de la Presidencia del Banco Central de Chile, así como lo resuelto por Acuerdo de Consejo Nº 1502-01-090924, en los siguientes términos:





1. Que lo previsto en el artículo 7 del Convenio CAF, suscrito entre la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento, en cuanto a los compromisos que asume Chile en materia de inversión extranjera y operaciones de cambios internacionales con la referida Corporación, comprende expresamente el régimen de libre convertibilidad de la moneda y su transferencia o remesa al exterior, en lo referente a los créditos externos que esta institución otorgue a personas domiciliadas o residentes en Chile, como asimismo, a las inversiones financieras que realice en cumplimiento de su objeto y se encuadra, por ende, dentro del contexto del mejor tratamiento otorgado a los organismos financieros internacionales que operan en Chile.





Por lo anterior, dicho régimen especial resulta conciliable con la aplicación por parte del Banco de las restricciones que pueda establecer en uso de sus facultades legales previstas en el artículo 49 N°s 2 y 3 de la Ley Orgánica Constitucional que lo rige, en materia de encaje cambiario y de autorización previa, por cuanto dichas restricciones, que son de carácter general y no discriminatorio, se imponen al ingreso de las divisas al país y a las personas beneficiarias de estos créditos o que sean contraparte de las inversiones financieras, y siempre que estas personas tengan su domicilio o residencia en el país.





2. Que lo previsto en el Artículo 4 del Acuerdo que se suscribirá entre la República de Chile y el Banco Europeo de Inversiones, en cuanto a los compromisos que asume Chile con la referida institución financiera internacional, comprende expresamente el régimen de libre convertibilidad de la moneda y su transferencia o remesa al exterior, en lo referente a los créditos externos que esta institución otorgue a personas domiciliadas o residentes en Chile, como asimismo, a las inversiones financieras que realice en cumplimiento de su objeto, de manera que resulta armónico con el contexto del mejor tratamiento otorgado a los organismos financieros internacionales que operan en Chile.





Por lo anterior, dicho régimen especial resulta conciliable con la aplicación por parte del Banco de las restricciones que pueda establecer en uso de sus facultades legales previstas en el artículo 49 N°s 2 y 3 de la Ley Orgánica Constitucional que lo rige, en materia de encaje cambiario y de autorización previa, por cuanto dichas restricciones, que son de carácter general y no discriminatorio, se imponen al ingreso de las divisas al país y a las personas beneficiarias de estos créditos o que sean contraparte de las inversiones financieras, y siempre que estas personas tengan su domicilio o residencia en el país.





3. Que la interpretación expuesta, es concordante con el tratamiento aplicado por el Banco en las situaciones indicadas respecto de organismos financieros internacionales reconocidos por la República de Chile a los que se hayan otorgado regímenes cambiarios especiales en términos equivalentes a los descritos en los numerales 1 y 2 anteriores, y que efectúen operaciones de cambios internacionales relativas al otorgamiento de créditos a personas domiciliadas o residentes en el país o a efectuar inversiones financieras con éstas, en carácter de contrapartes, y que deban ser realizados exclusivamente en el Mercado Cambiario Formal por disposición del Banco.





4. Que la interpretación referida otorga a la CAF y el BEI el mismo tratamiento conferido a otros organismos financieros internacionales reconocidos por la República de Chile y que cuenten con los referidos regímenes cambiarios especiales, de acuerdo con los principios constitucionales que obligan al Banco a no discriminar entre personas que realicen operaciones de la misma naturaleza y, al adoptar sus Acuerdos, a no establecer normas o exigencias que signifiquen de una manera directa o indirecta imponer requisitos diferentes o discriminatorios, en los términos indicados en el artículo 109 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 2° de la Ley Orgánica Constitucional que lo rige y en el caso específico del encaje, sólo pueden quedar afectas a dicha obligación las operaciones de crédito o de inversión financiera cuya remesa al país se efectúe con posterioridad a la imposición de esta restricción.





5. Que el resguardo de las facultades legales antedichas en los diversos Acuerdos o Tratados Internacionales celebrados por la República de Chile, forma parte integrante de la política institucional establecida por el Consejo del Banco Central de Chile, quien expresamente ha solicitado a las autoridades públicas correspondientes cautelar sus facultades cambiarias, por ser necesarias para el cumplimiento del objeto fijado al Banco en el artículo 3° de la citada legislación orgánica constitucional, en relación con los artículos 49 y 50 de esa misma normativa.





Por otra parte, dejar expresa constancia que el otorgamiento del régimen cambiario antedicho a las citadas instituciones financieras internacionales, no compromete la opinión del Banco ni constituye precedente respecto de planteamientos o solicitudes que puedan formularse en lo futuro por otras instituciones y organismos extranjeros o internacionales respecto de esta materia.





6. Transcríbase el presente Acuerdo al señor Ministro de Hacienda para efectos de que sea debidamente conocido y considerado en las negociaciones con los organismos internacionales referidos, y en su caso, si así lo estima, se incorpore en el Mensaje de que trata el artículo 32 N° 15 en relación con el artículo 54 N° 1 de la Constitución Política de la República.”.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín colocó en discusión el proyecto.





El Jefe de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Alfie Ulloa, señaló que el Convenio fue suscrito en Santiago, Chile, el 15 de julio de 2009.





Explicó que la Corporación Andina de Fomento (CAF) es un organismo financiero multilateral dedicado a prestar servicios bancarios a sus países accionistas, tanto al sector público como privado. Añadió que inició sus operaciones en 1970 y que su sede se encuentra en Caracas, Venezuela. 





Agregó que Chile fue miembro fundador, siendo accionista hasta octubre de 1978, época en que se retiro del entonces Pacto Andino, hoy Comunidad Andina.





Indicó que en 1992 nuestro país se convirtió nuevamente en accionista de la CAF, pero esta  vez de la serie "C", mediante la Corporación de Fomento de la Producción. Añadió que, no obstante, la CAF requiere, para operar de mejor forma, de las inmunidades y privilegios que le otorga este Convenio.





Manifestó que la CAF no sólo opera en los países andinos, sino que en toda la región, siendo la principal fuente de financiamiento del área de infraestructura en Latinoamérica. Además, está comprometida con el desarrollo sustentable y la integración regional.





El Honorable Senador señor Walker destacó la importancia que tiene la CAF para América latina y la Comunidad Andina, pues ha contribuido a grandes proyectos de infraestructura orientados a la integración. Añadió que la Corporación ha jugado en la región un rol tan relevante como el desarrollado por el Banco Interamericano de Desarrollo.





Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel valoró positivamente este Acuerdo, pues permite un mayor acercamiento con los países del área andina. Recordó que ha participado, en representación del Senado, en el Parlamento Andino, donde ha podido apreciar la labor que desarrolla la CAF.





A su vez, el Honorable Senador señor Tuma señaló que la aprobación del proyecto permitirá brindar una mayor posibilidad de financiamiento a proyectos nacionales, con lo que se abarata el crédito. Indicó que, simultáneamente, se favorece la integración con la zona andina.





Manifestó que el Ministerio de Economía y la CAF deben estudiar la mejor forma de aprovechar las ventajas que otorga el Tratado, de manera de explotar todos sus beneficios.





El Honorable Senador señor Letelier señaló que nuestro país era accionista de la serie “A” y, actualmente, lo es de la serie “C”. Observó que las acciones clase “A” otorgan mayores ventajas, por lo que planteó que sería deseable volver a tener acciones de esa categoría, pues nuestro país igual es un miembro fundador.





Luego, destacó el papel que ha jugado la Corporación en el desarrollo de rutas de integración en Latinoamérica.





Finalmente, el Honorable Senador señor Larraín manifestó su aprobación al proyecto, ya que la Corporación ha tenido un rol histórico en la construcción de vías dentro de la región.





Luego, consultó por qué no se había aprobado antes este proyecto.





El Asesor del Área Internacional del Ministerio de Hacienda, señor Juan Araya, respondió que obedeció a la existencia de dificultades en relación a las facultades del Banco Central de Chile, materia que fue zanjada con un intercambio de cartas tras la suscripción del Convenio. Refirió que dicho intercambio precisó el entendimiento de las Partes respecto de los compromisos que asume Chile en materia de inversión extranjera y operaciones de cambios internacionales.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier, Tuma y Walker, don Ignacio.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- “Apruébase el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF) para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile, suscrito en Santiago, Chile, con fecha 15 de julio de 2009.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 12 de octubre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Eugenio Tuma Zedán e Ignacio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, APROBATORIO DEL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA CORPORACIÓN ANDINA DE FOMENTO (CAF), PARA EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DE LA CAF EN CHILE”, SUSCRITO EN SANTIAGO DE CHILE EL 15 DE JULIO DE 2009

(7096-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, del Ministerio de Hacienda, el Jefe de Asuntos Internacionales, señor Alfie Ulloa; y el Asesor del Área Internacional, señor Juan Araya. 

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente que por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutirlo en general y en particular a la vez, proposición que hace suya la Comisión de Hacienda.

Se hace presente, asimismo, que en lo concerniente a los antecedentes jurídicos y de hecho del proyecto de acuerdo en informe, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo expresado en su informe por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL





Vuestra Comisión de Hacienda se remite al efecto a lo expresado por la Comisión de Relaciones Exteriores en su informe del proyecto de la referencia.

- - -

DISCUSIÓN



El Jefe de Asuntos Internacionales del Ministerio de Hacienda, señor Alfie Ulloa, expresó que el proyecto es similar al del Banco Europeo de inversiones, que los principales accionistas son Colombia, Perú y Venezuela con un 20% cada uno y que Chile ya tiene pagada su acción que equivale al 0,90% del capital de la Corporación. 


Agregó que Chile ejerce su propiedad vía la Corporación de Fomento de la Produción(CORFO) ya que el accionista es CORFO y la idea es que exista una Representación de la CAF en Chile para que las empresas nacionales se puedan beneficiar de los productos que les puede ofrecer esta entidad.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Frei, Escalona, Kuschel, y Lagos.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de julio de 2010, señala, de manera textual, lo siguiente:





“1.- El proyecto de ley tiene por objeto permitir que la Corporación Andina de Fomento (CAF), lleve a cabo sus funciones en la República de Chile, para lo cual se le reconoce su carácter de Organismo Financiero Multilateral y se le conceden los privilegios, inmunidades y facilidades equivalentes a las que reciben los otros Organismos de similar naturaleza que operan en Chile. Chile se convirtió en accionista de la CAF, mediante la firma de la suscripción de acciones de Capital Ordinario y acciones de Capital de Garantía, de fechas 18 de agosto de 1992 y 9 de noviembre de 2007.


2.- Fruto de los privilegios contenidos en el Proyecto de Ley, la CAF estará exenta de impuestos o gravámenes sobre sus bienes, ingresos y otros haberes, y derechos arancelarios o de aduanas que graven la importación de bienes y equipos necesarios para la operación de su oficina de Representación. Asimismo, sus funcionarios no estarán sujetos a impuestos u otras cargas tributarias y tendrán derecho a importar libres de aranceles, efectos personales.


3.- Sin embargo, se estima que el proyecto de ley no implica menores ingresos fiscales por cuanto las exenciones antes expuestas no representan una disminución efectiva de los ingresos tributarios y arancelarios para el año 2010 dado que la CAF aún no ha iniciado sus acciones en Chile. Si los hubiese para los años siguientes, estos serán considerados en las Leyes de Presupuestos de los años respectivos.”.
En consecuencia, el Convenio en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- “Apruébase el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y la Corporación Andina de Fomento (CAF) para el desarrollo de las actividades de la CAF en Chile, suscrito en Santiago, Chile, con fecha 15 de julio de 2009.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 20 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 21 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE VIOLENCIA ESCOLAR

(7123-04)
HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Ricardo Lagos Weber e Ignacio Walker Prieto, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Andrés Allamand Zavala.


Asimismo concurrieron, del Ministerio de Educación, la Abogada Asesora, señora María Isabel Castrillo y la Coordinadora de Resguardo de Derecho, señora Manuela Pérez.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor José Francisco Acevedo.


De la Fundación Probono, el señor Nicolás Allamand y la señora Francisca Urroz.


De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rössler.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL



Se hace presente que el artículo único del presente proyecto de ley, debe aprobarse como norma de rango orgánico constitucional, por cuanto modifica la Ley General de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19, numeral 11°, inciso quinto, de la Carta Fundamental. Lo anterior en conformidad a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

- - - 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N°s 1, 2, 4, 5, 7, 8, 9, 11, 12, 13, 17, 18, 19 y 21.

4.- Indicaciones rechazadas: N°s 3, 6, 10, 14, 15, 16, 20 y 22.

5.- Indicaciones retiradas: ninguna.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una transcripción de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.

La indicación número 1, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, incorpora el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo ….- Agrégase, en el artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, el siguiente inciso undécimo, nuevo:

“Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de promoción de una sana convivencia escolar y de una educación sexual, que guarden concordancia con el proyecto educativo del respectivo establecimiento.”.”.

Cabe hacer presente que el artículo 4° de la Ley General de Educación establece que la educación es un derecho de todas las personas y que corresponde a los padres el derecho y el deber de educar a sus hijos, al Estado el deber de otorgar especial protección a este derecho y, en general, a la comunidad el deber de contribuir al desarrollo y perfeccionamiento de la educación. Asimismo, enumera todos los deberes que le competen al Estado en relación al ejercicio de este derecho.

- En votación la indicación número 1, fue aprobada con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 1°

Numeral 1

El texto del numeral 1 aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“1.- Agrégase en el inciso segundo, de la letra a), a continuación de la palabra “escolar” y antes de la coma (,), la siguiente frase:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido entre ellos y hacia sus profesores o asistentes de la educación, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos”.”.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Larraín, lo sustituye por el siguiente:

“1.- Agrégase, en el párrafo segundo de la letra a), la siguiente oración final:

“Constituirá, asimismo, un deber de los alumnos y alumnas abstenerse de ejercer todo acto de violencia escolar en contra de algún miembro de la comunidad escolar.”.”.

- En votación la indicación número 2, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone intercalar, en el texto propuesto, a continuación de “psicológica”, la frase “desde la educación preescolar”.

- En votación la indicación número 3, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Letra b)


El texto del artículo 10, literal b) de la Ley General de Educación, es el siguiente:

“b) Los padres, madres y apoderados tienen derecho a ser informados por los directivos y docentes a cargo de la educación de sus hijos respecto de los rendimientos académicos y del proceso educativo de éstos, así como del funcionamiento del establecimiento, y a ser escuchados y a participar del proceso educativo en los ámbitos que les corresponda, aportando al desarrollo del proyecto educativo en conformidad a la normativa interna del establecimiento. El ejercicio de estos derechos se realizará, entre otras instancias, a través del Centro de Padres y Apoderados.

Por su parte, son deberes de los padres, madres y apoderados educar a sus hijos e informarse sobre el proyecto educativo y normas de funcionamiento del establecimiento que elijan para éstos; apoyar su proceso educativo; cumplir con los compromisos asumidos con el establecimiento educacional; respetar su normativa interna, y brindar un trato respetuoso a los integrantes de la comunidad educativa.”.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, acordó introducir las siguientes modificaciones a este literal: 

“Intercalar, en el inciso primero de la letra b), a continuación de la expresión “éstos,” y “así como”, la siguiente oración:

“de toda acción violenta, física o psicológica, agresión u hostigamiento que los involucre,”.

Agregar, en el inciso segundo de la letra b), antes de su punto final (.) la siguiente oración:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.”.

Numeral 2

El texto del numeral 2 aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“2.- Agréganse en el inciso segundo, de la letra c), entre la palabra “educativa” y el punto final (.), las siguientes frases:

“como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar, denunciando dichas conductas y aplicando las sanciones cuando correspondan”.”.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Larraín, plantea reemplazarlo por el siguiente:

“2.- Agrégase, en el párrafo segundo de la letra c), la siguiente oración final:

“Constituirán, asimismo, deberes de los profesionales de la educación abstenerse de ejercer todo acto de violencia escolar en contra de algún miembro de la comunidad escolar, denunciar dichas conductas a la Dirección, apenas tengan conocimiento de ellas, y aplicar las sanciones que correspondan, cuando proceda.”.”.

- En votación la indicación número 4, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, plantea intercalar, en el texto que se propone, a continuación de “cuando correspondan”, la frase “, haciendo manifiesto el problema del maltrato, discutirlo, generar espacios para escuchar a los alumnos e implementar estrategias de autocuidado”.

- En votación la indicación número 5, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Letra d)


El texto del artículo 10, literal d) de la Ley General de Educación, es el siguiente:

“d) Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo y a que se respete su integridad física y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios o degradantes; a recibir un trato respetuoso de parte de los demás integrantes de la comunidad escolar; a participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento, en los términos previstos por la normativa interna.

Son deberes de los asistentes de la educación ejercer su función en forma idónea y responsable; respetar las normas del establecimiento en que se desempeñan, y brindar un trato respetuoso a los demás miembros de la comunidad educativa.”.

El Honorable Senador señor Allamand planteó agregar al inciso segundo de esta letra, la siguiente oración final:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio.”.

- En votación la propuesta antes consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Numeral 3 

El texto del numeral 3 aprobado en general por el Senado, es el siguiente:

“3.- Agréganse en el inciso segundo de la letra e) entre la palabra “conduce” y el punto final (.), las siguientes frases:

“como asimismo evitar todo tipo de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos en la comunidad escolar que dirigen, aplicando las sanciones cuando correspondan”.”.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, acordó reemplazar el texto que se propone agregar, anteriormente transcrito, por el siguiente:

“, y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone incorporar el siguiente número 4, nuevo:

“4.- Agrégase, en el párrafo segundo de la letra f), la siguiente oración final:

“Asimismo, deberán contratar psicólogos o psiquiatras infantiles cuando se constate la existencia de un establecimiento educacional con altos índices de violencia escolar.”.”.

La letra f), del artículo 10, del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 regula los derechos y deberes de los sostenedores de establecimientos educacionales.

- En votación la indicación número 6, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Chadwick, incorpora el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo ….- Incorpórase el siguiente artículo 10 bis a la ley N° 20.370, General de Educación:

“Artículo 10 bis.- Los miembros de la comunidad educativa deberán contribuir a la promoción de un clima escolar de pleno respeto hacia sus distintos integrantes. Por ello, se prohíben los actos de maltrato, ya sea que consistan en una acción u omisión intencional, física o psicológica, realizados en forma escrita, verbal o a través de medios tecnológicos, en contra de cualquier integrante de la comunidad educacional, que creen un ambiente escolar hostil, intimidatorio, humillante o abusivo, o que dificulten o impidan, de cualquier manera, el desarrollo o desempeño académico, afectivo, moral, intelectual, espiritual o físico de quien lo recibe.
Revestirán especial gravedad las acciones de maltrato ocurridas entre alumnos y alumnas en las que exista asimetría de poder de cualquier naturaleza, así como la reiteración de dicha conducta.
Igualmente grave será el maltrato ejercido hacia cualquier integrante de la comunidad educativa que detente una posición de autoridad, sea director, docente, asistente de la educación u otro.
Será deber de cada establecimiento educacional, establecer los protocolos de actuación, medidas pedagógicas y sanciones para las conductas de maltrato, según la ponderación de los antecedentes que se recopilen, todo lo cual deberá quedar incorporado al reglamento interno respectivo.
Los miembros de la comunidad educativa deberán informar a la dirección del establecimiento las situaciones de maltrato de las cuales tomen conocimiento.
Si establecido el maltrato la dirección del establecimiento no adoptare las medidas correctivas, pedagógicas o disciplinarias que su propio reglamento interno establece, podrá ser sancionada de conformidad con lo establecido y en la forma que prescribe el artículo 16 del presente cuerpo legal. Igual sanción se aplicará en caso de infracción a la obligación establecida en el inciso tercero del artículo 15.”.”.
- En votación la indicación número 7, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Artículo 15

El artículo 15 de la Ley General de Educación se refiere a la obligación de los establecimientos educacionales de promover la participación de la comunidad escolar y en el caso de los colegios que reciben aportes del Estado la obligación de constituir un Consejo Escolar.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, acordó modificar el artículo 15 de la Ley General de Educación, en los siguientes términos:

Intercalar en el inciso segundo entre “proyecto educativo”, y su frase final “y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.”, la siguiente:

“, promover la sana convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u hostigamientos, conforme a lo establecido en la letra a) del artículo 10,”.

Y agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Aquellos establecimientos que no se encuentren legalmente obligados a constituir dicho organismo, deberán crear un Comité de Sana Convivencia Escolar, u otra entidad de similares características, que cumpla tales funciones de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior.”.

Consecuencialmente queda modificado el artículo 15 de la Ley General de Educación y se elimina el artículo 15 B del proyecto aprobado en general por el Senado.

ARTÍCULO 2°

Artículo 15 B

Inciso primero

El texto del inciso primero, artículo 15 B aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“Artículo 15 B.- Constituirá un deber prioritario de la Comunidad Escolar promover y velar por una sana convivencia escolar en donde esté estrictamente prohibido toda forma de agresión física o psicológica entre sus miembros, incluyéndose alumnos, profesores, directivos y asistentes de la educación.”.

La indicación número 8, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, proponen sustituirlo por el siguiente 

“Artículo 15 B.- Constituirán deberes prioritarios de la comunidad escolar promover y velar por una sana convivencia escolar, en la que esté estrictamente prohibida toda forma de agresión física o psicológica entre sus miembros, incluyéndose alumnos, profesores, directivos y asistentes de la educación, como asimismo, promover y adoptar medidas necesarias para la adecuada reinserción del alumno agresor en la comunidad escolar.”.
- En votación la indicación número 8, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La Indicación número 9, del Honorable Senador señor Larraín, plantea sustituir las frases “toda forma de agresión física o psicológica entre sus miembros, incluyéndose alumnos, profesores, directivos y asistentes de la educación”, por “todo acto de violencia escolar, entendiéndose por tal todo acto de violencia física o psicológica o de hostigamiento entre los miembros de la comunidad escolar, ya sea por sí mismo o en conjunto con otras personas, sean o no miembros de la comunidad escolar, dentro o fuera del establecimiento escolar, con la intención de ridiculizarlo, acosarlo, humillarlo, intimidarlo o causarle daño, y siempre que dichos actos se cometan más de una vez durante la etapa escolar”.

- En votación la indicación número 9, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 10, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone agregar la siguiente oración final:

“Asimismo, diseñar programas de reparación del mal causado.”.

- En votación la indicación número 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 11, del Honorable Senador señor Larraín, plantea intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Cualquier miembro de la comunidad escolar que tenga conocimiento de la comisión de un acto de violencia escolar deberá denunciarlo de inmediato a la Dirección, sin perjuicio de los casos en que el reglamento los faculte para aplicar sanciones inmediatamente. La Dirección, a su vez, dará cuenta a la brevedad posible de la denuncia al comité a que se refiere el inciso siguiente.”.

- En votación la indicación número 11, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Inciso segundo

El texto del inciso segundo, del artículo 15 B aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“Para estos efectos, se deberá constituir un Comité denominado de la Sana Convivencia Escolar, que estará constituido por el Director del Establecimiento; un representante de los profesores; el presidente del Centro de Padres y Apoderados, y a falta de él, un representante de los padres y apoderados; el presidente del Centro de Alumnos, y a falta de él, un representante de los alumnos y un representante de los Asistentes de la Educación.”.

La indicación número 12, del Honorable Senador señor Larraín, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Los establecimientos que cuenten con órganos especiales al efecto, entregarán a éstos la misión de promover la sana convivencia y la facultad de recibir y comunicar las situaciones de violencia física o psicológica que se produzcan entre los integrantes de la comunidad escolar, para que arbitren las medidas que estimen pertinentes a fin de solucionar estos conflictos con arreglo a lo dispuesto en sus estatutos. El establecimiento mantendrá informada a la comunidad escolar de sus integrantes y de la forma en que se deben hacer presente al organismo los hechos constitutivos de violencia.”.

- En votación la indicación número 12, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 13, del Honorable Senador señor Chadwick, propone sustituir la frase “se deberá constituir un Comité denominado de la Sana Convivencia Escolar, que” por “se deberá constituir un Comité denominado de la Sana Convivencia Escolar, u otra entidad de similares características que determine el establecimiento. El Comité”.

El Honorable Senador señor Allamand, señaló que en el caso de los establecimientos educacionales que reciben aporte del Estado, no será obligatorio constituir un Comité de la Sana Convivencia Escolar, puesto que esta función será ejercida por los Consejos Escolares.

- Por consiguiente, la indicación número 13, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero

El tenor literal del inciso tercero, del artículo 15 B, es el siguiente:

“Este Comité deberá impulsar todas aquellas medidas que se estimen necesarias para promover, prevenir y controlar una sana convivencia escolar.”.

La indicación número 14, del Honorable Senador señor Larraín, propone reemplazarlo por el siguiente:

“Mientras el establecimiento no contemple en sus estatutos un órgano especial para los efectos señalados en el inciso anterior, éste se entenderá constituido, provisionalmente, por su director, quien deberá designar a un representante de los profesores, un representante de los padres o apoderados, un representante de los alumnos y un representante de los asistentes de la educación.”.

- En votación la indicación número 14, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 15, del Honorable Senador señor Chadwick, plantea sustituir la frase “Este Comité deberá impulsar” por “Cualquiera sea la entidad por la que se opte, ésta deberá impulsar”.

- En votación la indicación número 15, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 16, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone intercalar, a continuación de “escolar”, las frases “, elaborando un sistema de detección temprana de la agresión, a fin de evitar el desarrollo de la violencia”.

- En votación la indicación número 16, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 17, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, proponen intercalar, a continuación de “escolar”, la frase “, en especial aquellas que favorezcan el diálogo entre los alumnos, en el que ellos mismos sean quienes propongan las soluciones al conflicto”.

- La indicación número 17, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 15 de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Artículo 15 C

El texto del artículo 15 C aprobado en general por el Senado es el siguiente:

“Artículo 15 C.- En el Reglamento Interno de cada establecimiento se deberá incorporar las diversas conductas que constituyen una falta a la sana convivencia escolar, graduándose éstas de acuerdo a su mayor o menor gravedad. De igual forma, se establecerán las sanciones correspondientes a estas conductas que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento.

Todos los profesores tendrán la obligación de denunciar los hechos de violencia física y sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometidos por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, a la Dirección del Establecimiento. Tratándose de conductas leves o menos graves podrán aplicar directamente las sanciones correspondientes o de lo contrario dar cuenta de ellas a la Dirección para que aplique las sanciones de mayor gravedad

La Dirección del colegio tendrá la obligación de informar a los padres respectivos cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos, de la que esté siendo víctima su hijo

Del mismo modo, los padres deberán informar a la Dirección del colegio, cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido cometido por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, en contra de algún integrante de la comunidad escolar, de la que ellos hayan tomado conocimiento.

Si establecidos los hechos constitutivos de violencia física o psicológica, de hostigamiento y de acoso sostenido, la Dirección del Establecimiento no adoptase las medidas disciplinarias o correctivas correspondientes podrán ser sancionados con una multa de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales, las que podrán duplicarse en caso de reincidencia.

Las sanciones que se impongan deberán fundarse en el procedimiento establecido en el artículo 50 de la Ley General de Educación.”.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio acordó suprimir el artículo 15 C aprobado en general por el Senado, como consecuencia de las enmiendas introducidas al artículo 46, letra f), de la Ley General de Educación.

La indicación número 18, del Honorable Senador señor Larraín, propone sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 15 C.- El reglamento interno de cada establecimiento deberá contemplar, en general, las conductas que constituyen actos de violencia escolar, graduándolas de más leve a más grave según el daño que causen al miembro de la comunidad escolar respectivo. Asimismo, señalará la sanción que corresponderá a cada una de éstas, incluyendo la expulsión del alumno o alumna o el término del contrato del profesional en ciertos eventos, y los casos en que el docente o profesional podrá aplicarla de inmediato. El reglamento indicará, además, la sanción que corresponderá aplicar al miembro de la comunidad escolar que no denuncie el acto de violencia escolar del que tuviere conocimiento.

Los apoderados que matriculen a su hijo o pupilo en el establecimiento escolar deberán recibir una copia del reglamento y aceptar expresamente su contenido y condiciones.

La Dirección del establecimiento tendrá la obligación de informar, de inmediato, a los apoderados del alumno o alumna que de alguna forma estuviere involucrado en un acto de violencia escolar, y adoptar las medidas conducentes al esclarecimiento de los hechos y aplicación de las sanciones. En caso de incumplimiento de lo anterior, corresponderá la aplicación de sanciones en conformidad al artículo 50. La multa podrá ser de hasta cien unidades tributarias mensuales.”.

- La indicación número 18, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 46, letra f), de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 19, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, propone sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 15 C.- En el reglamento interno de cada establecimiento se deberán incorporar las diversas conductas que constituyen una falta a la sana convivencia escolar, graduándose éstas de acuerdo a su mayor o menor gravedad. De igual forma, se establecerán las sanciones correspondientes a estas conductas que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento.
Sólo podrán ser considerados como falta grave a la sana convivencia escolar los ataques u hostigamientos violentos o agresivos por parte de un alumno o un grupo de ellos en contra de uno o varios de sus pares, que afecten seriamente la integridad física o psíquica de los mismos.
No constituirán faltas aquellos hechos, aspectos o situaciones del alumno que formen parte de la esfera de su intimidad, tales como sus afectos, gustos, preferencias, actividades, relaciones sociales, orientación sexual, política o religiosa. En ningún caso el estado de embarazo de una alumna constituirá una falta a la sana convivencia escolar.
Todos los profesores tendrán la obligación de denunciar, fundadamente, los hechos de violencia física y psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometidos por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, a la Dirección del establecimiento. Tratándose de conductas leves o menos graves, podrán aplicar directamente las sanciones correspondientes o, de lo contrario, dar cuenta de ellas a la Dirección para que aplique las sanciones de mayor gravedad.
La Dirección del colegio deberá llevar un registro escrito en el que consten las denuncias por situaciones de violencia escolar, sus fundamentos y la sanción aplicada. El director del establecimiento deberá adoptar las medidas necesarias para proteger los datos personales de los alumnos sancionados, garantizando la debida reserva de los mismos.
Ninguna sanción aplicada a un alumno podrá atentar contra su libertad, seguridad o integridad física, psíquica o moral. Asimismo, no podrán constituir sanciones aquellas que impliquen un trato humillante, vejatorio o degradante de la dignidad humana del alumno sancionado.
La Dirección del colegio tendrá la obligación de informar a los padres respectivos, o a aquellas personas bajo cuya responsabilidad estuvieren los alumnos menores de edad, de cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos, de la que esté siendo víctima su hijo o los alumnos bajo cuya responsabilidad se encuentren.
Del mismo modo, los padres o aquellas personas bajo cuya responsabilidad o cuidado estuvieren los alumnos menores de edad, deberán informar a la Dirección del colegio de cualquier situación de violencia física o sicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido cometido por cualquier medio, incluso virtual o cibernético, en contra de su hijo o pupilos, según sea el caso.
Si establecidos fehacientemente por el comité los hechos constitutivos de violencia física o psicológica, de hostigamiento y de acoso sostenido, la Dirección del establecimiento no adoptase las medidas disciplinarias o correctivas correspondientes, según prescriba el reglamento interno, podrán ser sancionados con una multa de hasta 50 UTM, las que podrán duplicarse en caso de reincidencia. Tratándose de escuelas, colegios o liceos municipales, dichas multas no podrán exceder las 10 UTM sin duplicación.
Los directores de establecimientos educacionales, antes de adoptar las sanciones correspondientes, deberán instruirse de los aspectos psicológicos, económicos y sociales del alumno, prestar ayuda profesional y educacional al alumno agresor, con el fin de propender a su reinserción en la comunidad escolar y adoptar las medidas necesarias para proteger al alumno agredido. Si agotados los esfuerzos no produjeren los resultados esperados, se procederá a adoptar las sanciones que de acuerdo a esta ley y reglamento interno del colegio fuere procedente aplicar.
Las sanciones que se impongan deberán fundarse en el procedimiento establecido en el artículo 50 de la Ley General de Educación.”.
- La indicación número 19, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en las modificaciones formuladas al artículo 46, letra f), de la Ley General de Educación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Inciso primero

La indicación número 20, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone intercalar, en el inciso primero del artículo 15 C, luego de “gravedad”, la frase “, mediante una evaluación de la emocionalidad de los integrantes de la comunidad escolar”.

- En votación la indicación número 20, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero

La indicación número 21, del Honorable Senador señor Larraín, plantea sustituirlo por el siguiente:

“La Dirección del colegio informará a los padres respectivos acerca de cualquier situación de violencia física o psicológica, así como toda forma de hostigamiento y acoso sostenido, cometido por cualquier medio, incluyendo virtuales o cibernéticos, de la que esté siendo víctima su hijo, o que esté siendo ejecutada por su hijo en contra de otro miembro de la comunidad escolar, de conformidad y en los términos señalados en sus estatutos.”.

- La indicación número 21, fue aprobada con modificaciones, por estar subsumida en los acuerdos ya adoptados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

La indicación número 22, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, plantea incorporar los siguientes artículos, nuevos:

“Artículo ….- Modifícase el inciso primero, del artículo 66 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, en el siguiente sentido:

1) Intercálase, a continuación de “maltrato de menores”, la expresión “y de violencia escolar”.

2) Intercálase, a continuación de “maestros”, la frase “, a los sostenedores de establecimientos educacionales”.

Artículo ….- Intercálase, en la letra a) del inciso primero del artículo 13 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, luego de “publicidad que”, la frase “inciten a la violencia o que”.”.

El inciso primero, del artículo 66 de la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000, consagra el deber de denunciar los hechos constitutivos de maltrato de menores de todas aquellas personas que establecen las reglas generales del Código Procesal Penal, así como también de los maestros y de las otras personas encargadas de la educación de los menores.

Por su parte, el artículo 13, inciso primero, literal a), de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión establece la facultad del Consejo Nacional de Televisión de adoptar medidas tendientes a evitar la difusión de películas que no corresponde calificar al Consejo de Calificación Cinematográfica y de programas o publicidad que atenten contra la moral, las buenas costumbres o el orden público.

- En votación la indicación número 22, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 1°

Pasa a ser artículo único





Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Educación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación:.”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobado 4x0)

Numeral 1, nuevo





Agregar el siguiente numeral 1, nuevo:

“1.- Agrégase en el artículo 4° el siguiente inciso undécimo, nuevo:

“Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de promoción de una sana convivencia escolar y de una educación sexual, que guarden concordancia con el proyecto educativo del respectivo establecimiento.”.”.

(Indicación N° 1, aprobada 4x0)

Numeral 1

Pasa a ser 2, con el siguiente texto:

“2.- Agréganse en el artículo 10 las siguientes modificaciones:

Intercálase en el inciso segundo, de la letra a), a continuación de la palabra “escolar” y antes de la coma (,), la siguiente frase:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra a), a continuación de su punto final (.), la siguiente oración:

“Asimismo, se prohíbe cualquier tipo de agresión u hostigamiento reiterados, realizados dentro o fuera del establecimiento, en forma individual o colectiva en contra de otro estudiante, valiéndose de una situación de superioridad o aprovechándose de la indefensión de la víctima, que le provoque a esta maltrato, humillación, temor, quebranto u otro efecto de similares características, cualquiera sea el medio empleado, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos.”.

Intercálase, en el inciso primero de la letra b), a continuación de la expresión “éstos,” y “así como”, la siguiente oración:

“de toda acción violenta, física o psicológica, agresión u hostigamiento que los involucre,”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra b), antes de su punto final (.) la siguiente oración:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agréganse en el inciso segundo, de la letra c), entre la palabra “educativa” y el punto final (.), las siguientes frases:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio y aplicar las sanciones que correspondan, cuando proceda, conforme al Reglamento Interno”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra d) antes de su punto final (.), la siguiente oración:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agrégase en el inciso segundo, de la letra e) entre la palabra “conducen” y el punto final (.), la siguiente oración:

“, y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.”.

(Indicaciones N°s 2, 4 y 5 aprobadas 4x0)

Numeral 3, nuevo





Agregar el siguiente numeral nuevo:

“3.-Agrégase el siguiente artículo 10 bis, nuevo:

“Artículo 10 bis. Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio en contra de cualquier integrante de la comunidad educativa que detente una posición de autoridad, sea director, profesor, asistente de la educación u otro.
Los padres, madres y apoderados, los profesionales de la educación, los asistentes de la educación y los miembros de los equipos docentes directivos deberán informar las situaciones de violencia física o psicológica, agresión u hostigamiento que afecten a un miembro de la comunidad educativa de las cuales tomen conocimiento, todo ello conforme al reglamento interno. 
Si las autoridades del establecimiento no adoptaren las medidas correctivas, pedagógicas o disciplinarias que su propio reglamento interno disponga, podrán ser sancionadas de conformidad con lo previsto en el artículo 16 del presente cuerpo legal.“.”.
(Indicación N° 7, aprobada 4x0)

Numeral 4, nuevo





Agregar el siguiente numeral 4, nuevo:





“Modifícase el artículo 15 del siguiente modo:

a) Intercálase en su inciso segundo, entre “proyecto educativo”, y su frase final “y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.”, lo siguiente:

“, promover la sana convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u hostigamientos, conforme a lo establecido en la letra a) del artículo 10,”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Aquellos establecimientos que no se encuentren legalmente obligados a constituir dicho organismo, deberán crear un Comité de Sana Convivencia Escolar, u otra entidad de similares características, que cumpla tales funciones de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior.”.”.

(Indicaciones N°s 8, 9, 11, 12, 13 y 17, aprobadas 4x0)

Numeral 5, nuevo





Agregar el siguiente numeral 5, nuevo:

“5.- Reemplázase en el artículo 46, letra f), la coma (,) por un punto seguido (.) y las siguientes oraciones “y que garantice el justo procedimiento en el caso en que se contemplen sanciones. Este reglamento no podrá contravenir la normativa vigente.”, por:

“Dicho reglamento deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas, protocolos de actuación y las diversas conductas que constituyan falta a la sana convivencia escolar, graduándolas de acuerdo a su menor o mayor gravedad. De igual forma, establecerá las sanciones correspondientes a tales conductas, que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento. En todo caso, dicho reglamento deberá garantizar el justo procedimiento y no  podrá contravenir la normativa vigente.”.”.

(Indicaciones N°s 18, 19 y 21, aprobadas 4x0)

ARTÍCULO 2°

Suprimirlo.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, aprobado 4x0)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley General de Educación, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación:

1.- Agrégase en el artículo 4° el siguiente inciso undécimo, nuevo:

“Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de promoción de una sana convivencia escolar y de una educación sexual, que guarden concordancia con el proyecto educativo del respectivo establecimiento.”

2.- Agréganse en el artículo 10 las siguientes modificaciones:

Intercálase en el inciso segundo, de la letra a), a continuación de la palabra “escolar” y antes de la coma (,), la siguiente frase:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra a), a continuación de su punto final (.), la siguiente oración:

“Asimismo, se prohíbe cualquier tipo de agresión u hostigamiento reiterados, realizados dentro o fuera del establecimiento, en forma individual o colectiva en contra de otro estudiante, valiéndose de una situación de superioridad o aprovechándose de la indefensión de la víctima, que le provoque a esta maltrato, humillación, temor, quebranto u otro efecto de similares características, cualquiera sea el medio empleado, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos.”.

Intercálase, en el inciso primero de la letra b), a continuación de la expresión “éstos,” y “así como”, la siguiente oración:

“de toda acción violenta, física o psicológica, agresión u hostigamiento que los involucre,”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra b), antes de su punto final (.) la siguiente oración:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agréganse en el inciso segundo, de la letra c), entre la palabra “educativa” y el punto final (.), las siguientes frases:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio y aplicar las sanciones que correspondan, cuando proceda, conforme al Reglamento Interno”.

Agrégase, en el inciso segundo de la letra d) antes de su punto final (.), la siguiente oración:

“y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

Agrégase en el inciso segundo, de la letra e) entre la palabra “conducen” y el punto final (.), la siguiente oración:

“, y por consiguiente evitar todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio”.

3.-Agrégase el siguiente artículo 10 bis, nuevo:

“Artículo 10 bis. Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio en contra de cualquier integrante de la comunidad educativa que detente una posición de autoridad, sea director, profesor, asistente de la educación u otro.
Los padres, madres y apoderados, los profesionales de la educación, los asistentes de la educación y los miembros de los equipos docentes directivos deberán informar las situaciones de violencia física o psicológica, agresión u hostigamiento que afecten a un miembro de la comunidad educativa de las cuales tomen conocimiento, todo ello conforme al reglamento interno. 
Si las autoridades del establecimiento no adoptaren las medidas correctivas, pedagógicas o disciplinarias que su propio reglamento interno disponga, podrán ser sancionadas de conformidad con lo previsto en el artículo 16 del presente cuerpo legal.
“.
4.- Modifícase el artículo 15 del siguiente modo:

a) Intercálase en su inciso segundo, entre “proyecto educativo”, y su frase final “y en las demás áreas que estén dentro de la esfera de sus competencias.”, lo siguiente:

“, promover la sana convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia física o psicológica, agresiones u hostigamientos, conforme a lo establecido en la letra a) del artículo 10,”.

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Aquellos establecimientos que no se encuentren legalmente obligados a constituir dicho organismo, deberán crear un Comité de Sana Convivencia Escolar, u otra entidad de similares características, que cumpla tales funciones de promoción y prevención señaladas en el inciso anterior.”.

5.- Reemplázase en el artículo 46, letra f), la coma (,) por un punto seguido (.) y las siguientes oraciones “ y que garantice el justo procedimiento en el caso en que se contemplen sanciones. Este reglamento no podrá contravenir la normativa vigente.”, por:

“Dicho reglamento deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas, protocolos de actuación y las diversas conductas que constituyan falta a la sana convivencia escolar, graduándolas de acuerdo a su menor o mayor gravedad. De igual forma, establecerá las sanciones correspondientes a tales conductas, que podrán incluir hasta la expulsión del establecimiento. En todo caso, dicho reglamento deberá garantizar el justo procedimiento y no  podrá contravenir la normativa vigente.”.”.

-.-.-

Acordado en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera y Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 15 de diciembre de 2010

(Fdo.): María Isabel Damilano Padilla,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, LAGOS, QUINTANA Y TUMA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE DESPENALIZA EL ABORTO TERAPÉUTICO, EUGENÉSICO O EN CASO DE VIOLACIÓN

(7391-07)
Honorable Senado:

Tenemos a bien someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, un proyecto de ley que busca despenalizar el delito de aborto, esto es, la interrupción deliberada del embarazo, cuando se realiza únicamente para salvar la vida de la madre, en la medida que no existan otros medios para ello; cuando el feto presente o se establezca clínicamente que presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas; o cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación, caso en el cual, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.

Nuestra propuesta plantea que, en cualquier caso, se requerirá el consentimiento de la madre, la intervención de un médico-cirujano y la opinión documentada de otros dos médicos-cirujanos.

Como se advierte, el proyecto, salvo por la incorporación de una excepción de carácter ético-social, como es el aborto producto de un delito de violación, prácticamente replica la antigua fórmula que consideró nuestro Código Sanitario desde 1931 hasta el año 1989, cuando fue eliminado sin razón ni fundamento, a lo menos expresado.

No resulta fácil ni comprensible en una sociedad ciertamente conservadora como la chilena proponer una legislación que despenalice determinados tipos de aborto. Máxime si ella además está fuertemente imbuida y compenetrada por los valores y principios filosófico-religiosos del judeo-cristianismo que han inspirado nuestra conformación socio cultural.

Nosotros, lejos de desdeñar dicha concepción valórica, tan sólo queremos explicar contextualizadamente la dificultad y el rechazo que cualquier iniciativa despenalizadota del aborto ha tenido y tendrá – al menos por algún tiempo todavía- en nuestra sociedad.

Con conocimiento de nuestras convicciones sociales pero al mismo tiempo de la dramática y soterrada realidad que presenta en Chile la práctica del aborto, es que hemos querido plantear una iniciativa legislativa que enfrente la práctica abortiva en nuestro país, bajo el ánimo de dar una solución clínica y a la vez jurídica a las diversas situaciones o hipótesis que a este respecto es posible plantear objetivamente, fuera de todo sesgo valórico, emocional, político o filosófico.

En primero lugar, hemos de considerar los antecedentes que sobre esta materia han existido en nuestro país, que ya, como hemos dicho, Chile desde 1931 contemplaba una legislación sanitaria sobre aborto.

En segundo término, debemos tener en cuenta las tendencias modernas de la dogmática penal y la política criminal que Chile desea o desearía implementar sobre esta materia; no resiste más la vigencia de tipos penales como el aborto encuadrados en un título rubricado como “crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública”, desde 1874.

El derecho penal es y debe ser última ratio, esto significa que una sociedad ha de recurrir a este modo extremo de solución de los conflictos sociales cuando no existen otros medios para dicho fin o ellos han fallado. El derecho penal moderno opera entonces por excepción.

Las penas, por otro lado, han ido evolucionando desde penas corporales a penas más acordes a la dignidad humana y a la solución eficaz de los problemas sociales, incluyendo acuerdos repáratenos de tipo económico, incluso ante actos con pena d e presidio, como lo ha recogido recientemente nuestro sistema procesal penal. Así lo que se persigue es la eficacia del sistema, el arrepentimiento del agresor, la reparación a la víctima y la solución efectiva del conflicto.

En una sociedad moderna y civilizada la pena privativa de libertad debe ser la excepción, restringiéndola sólo a aquellas conductas que representen un efectivo peligro para la convivencia social. La cárcel hoy no tiene otra justificación que defender eficazmente a la sociedad de nuevos atentados graves en su contra.

El drama y complejidad que rodea la conducta delictiva de abortar lógicamente que no se resuelve con la privación de libertad; con seguridad el Estado dispone de medios más innovadores y eficaces que echar mano a la cárcel para aquellas mujeres que enfrenten la conmoción de querer actuar en contra de la vida que se gesta en su vientre, además de la cuestionable legitimidad del derecho que se atribuye el Estado o lus Puniendo para proceder sancionando con privación de libertad en estos casos.

Hoy las soluciones penales a este drama van desde la penalización total a cualquier tipo de aborto -caso de Chile- hasta la despenalización total o casi de cualquiera de sus manifestaciones -caso de países como Alemania-, cuyo derecho penal es considerado uno de los más modernos y vanguardistas del mundo.

Los sistemas utilizados por el derecho comparado pueden resumirse en el llamado sistema de indicaciones y el del plazo.

En conformidad al sistema de indicaciones se justifican ciertos abortos bajo ciertos presupuestos tales como cuando está el riesgo la vida o salud de la madre (indicación terapéutica) o existen presunciones fundadas de que el feto desarrollará malformaciones incompatibles con la vida (indicación eugenésica) o el aborto ha hizo fruto de la comisión del delito de violación (indicación ético-social)

En tanto, que en virtud del sistema del plazo se justifica penalmente el aborto cuando se lleva a cabo dentro de cierto tiempo desde el momento de la concepción que normalmente toma como referencia la anidación del óvulo fecundado en el útero o las primeras 12 o 22 semanas de gestación (modelo español).

Las indicaciones terapéuticas, en general, cuentan con aceptación en la doctrina jurídica comparada, siendo su problema más bien la definición de sus límites y alcances. Así en nuestro país por ejemplo el afamado penalista ETCHEBERRY restringe los fines terapéuticos que justifican el aborto a la intervención para salvar exclusivamente la vida de la madre (en POLITIFF, GRISOLIA Y BUSTOS. Derecho Penal Chileno). La inclusión de la salud bajo esta indicación obviamente que da para pugnas doctrinarias siendo las soluciones penales dispares y combinadas.

Las indicaciones eugenésicas fueron despenalizadas en España por la L.O. 9/1985, de 5 de julio, esto es, aquella que posibilita la interrupción del embarazo cuando se presuma que el feto vaya a nacer con graves taras físicas o psíquicas, -como por ejemplo anencefalia- siempre que el aborto se practique dentro de las veintidós primeras semanas de gestación.

La indicación ético social en tanto, concebida cuando estamos en presencia de la comisión de un delito de violación, tampoco ha contado con pasividad en la doctrina, existiendo modelos que la admiten y la rechazan. En Chile, una aproximación a su admisibilidad es la consagración del llamado aborto honoris causa, esto es el que practica la mujer por motivos de honor y que da origen a su favor a una atenuante de responsabilidad penal. No resulta, por tanto que consagrado ello ya en nuestro Código Penal se avance en establecer esta indicación como causal de exculpación.

Sólo en conformidad a estos tres razonamientos y causales hemos querido proponer una nueva legislación penal sobre el aborto, particularmente teniendo en cuanta la realidad jurídica y cultural chilena: el aborto terapéutico largamente consagrado por más de un siglo en nuestra legislación sanitaria aunque restringiéndolo expresamente a los casos de conflicto entre la vida de la madre y el feto; el aborto eugenésico que introducimos en este proyecto y que tiene plena justificación médica y científica y el aborto ético social en casos de violación, sobre todo teniendo en cuenta el privilegio penal que la ley le ha dado a la mujer cuando se ve afectado su honor y dignidad y que creemos debiera ser concebido como un derecho a disponer del curso de su vida sobre todo cuando ha sido violentada y a través de la comisión de un delito.

Para este último caso hemos considerado prudente establecer la indicación combinada con un plazo, transcurrido en cual no es admisible proceder al aborto. Este plazo se propone en 12 semanas que es el que usualmente recogen los sistema de plazo en el derecho comparado y que coincide con el tiempo relativo en que el producto de la concepción pasa a adoptar la condición de feto, considerado propiamente el bien jurídico protegido por el delito de aborto. Creemos en suma que si la madre ha dejado transcurrir este plazo aun cuando se trate de un embarazo fruto de un delito de violación, no le es admisible invocar la causal para practicarse un aborto impune por cuanto ha tolerado el avance de su embarazo más allá de 12 semanas consintiendo en él en cierto modo máxime si para aquella época, gestacionalmente, ya ha desarrollado un feto que, con las cualidades propias de todo ser humano merece la protección penal asignada al delito de aborto.

Por estas consideraciones, es que los Senadores patrocinante de la Bancada del Partido por la Democracia, presentamos el siguiente:

Proyecto de Ley

Artículo 1.- Modificase el Código Sanitario como sigue:

Reemplazase el Art. 119 por el siguiente:

“Artículo 119°. Sólo con los fines terapéuticos, eugenésicos o ético-sociales que a continuación se expresan se podrá interrumpir un embarazo.

En caso en que este en riesgo la vida de la madre y no existan otros medios para evitar dicho riesgo.

Cuando el feto presente o se establezca clínicamente que presentará graves taras o malformaciones físicas o psíquicas.

Cuando el embarazo sea consecuencia de un hecho constitutivo del delito de violación.

En este último caso, la interrupción del embarazo sólo podrá practicarse dentro de las primeras 12 semanas de gestación.

En todos los casos, se requerirá el consentimiento de la madre, la intervención de un médico-cirujano y la opinión documentada de otros dos médicos-cirujanos.”

Artículo 2.- Modificase el Código Penal como sigue:

1) Agregase a continuación del Art. 342 Nº 3º la siguiente oración, reemplazando para dicho efecto su punto final “.” por una coma “,”:

“, fuera de los casos permitidos por la ley.”

2) Intercálese en el inciso primero del Art. 344 la siguiente oración, a continuación de la coma “,”:

“fuera de los casos permitidos por la ley,”

3) Intercálese en el inciso primero del Art. 345 la siguiente oración, a continuación de la segunda coma “,”:

“fuera de los casos permitidos por la ley,”

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Eugenio Tuma Zedán.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES SEÑORA RINCÓN Y SEÑORES ESCALONA, LAGOS, LARRAÍN, LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN ADOPTAR UNA POLÍTICA CAMBIARIA QUE FAVOREZCA EL DESARROLLO DEL SECTOR AGROEXPORTADOR

(S 1322-12)
Considerando:

1.- Que durante las últimas décadas el Banco Central ha utilizado diversos enfoques para enfrentar el precio del dólar, tales como la fijación del tipo de cambio en cierto valor nominal, ajustes al tipo de cambio para compensar la inflación externa, o bandas de flotación para el valor de la moneda norteamericana. Durante estos años, los modelos de manejo monetario y cambiarlo adoptados han diferido en cuanto a la importancia relativa que se le otorga a la inflación, la competividad de la economía, el nivel de crecimiento de la actividad económica y el empleo, como variables a considerar para la administración de los instrumentos financieros.

2.- Que diversos informes muestran que al compararse los dos primeros semestres de los años 2004 y 2010, se observa que el dólar nominal está 27,5% más bajo, en circunstancias de que el valor de la Unidad de Fomento y el costo de la mano de obra están 23,6% y 41,1% más altos, situación que genera un serio desequilibrio y hace imposible la sustentabilidad de una actividad que es clave para el desarrollo del país, en particular de aquellos agricultores que cuentan con baja cantidad de hectáreas plantadas y ventas bajo las 2400 UF.

3.- Que a pesar del consenso que existe entre los diversos actores sociales, políticos y empresariales respecto de la grave crisis que está viviendo la Agricultura nacional producto del bajo precio del dólar, creemos que el Banco Central debe buscar herramientas para cumplir con la principal obligación que establece la propia Ley Orgánica Constitucional del Banco Central, la estabilidad de la moneda. En función de lo anterior, creemos que el Banco Central debe colocar en el mercado instrumentos de inversión en pesos para comprar dólares en el mercado, incrementando los fondos de reserva. Por otra parte, el Ministerio de Hacienda debería endeudarse en pesos, tal como quisimos hacerlo cuando se discutió la Ley de Presupuestos autorizando al Ministerio de Hacienda a endeudarse en pesos, evitando la venta de dólares del Fondo Económico Social o de los excedentes de Codelco, lo cual le quitaría presión al mercado.

4.- Que creemos que a este esfuerzo del Banco Central y del Ministerio de Hacienda, también debiera unirse el Banco Estado abriendo líneas de crédito para el sector agrícola a 10 años plazo, con dos años de gracia, a bajos intereses y en pesos, otorgándole la facultad al exportador beneficiado para que a su sola decisión transforme esa deuda en dólares cuando el dólar tenga nuevamente el valor que corresponde. El tipo de cambio que tenemos hoy es insostenible para asegurar rentabilidad en el sector agrícola de exportación. El sector agrícola sufre por los fenómenos internacionales, por el alto precio del cobre en el mundo y por el ingreso masivo de divisas. Eso significa, en términos prácticos, que sus costos han aumentado significativamente. A eso se suma que el productor en la cadena del negocio, los productores no reciben más que entre el 16 y el 18 por ciento del retomo. El resto se va en servicios, en transportes, en embalaje, pero no al productor.

5.- Que nuestro país está viviendo un proceso mucho más intenso de integración comercial que el que ha vivido en el pasado. Bajo este contexto, el manejo cambiario toma un rol más importante, debido a que cuanto mayor es el peso del comercio exterior, mayor es la incidencia que tiene el tipo de cambio en la evolución de la economía. Por otro lado, el tipo de cambio es clave para la definición de la estrategia de inversión financiera y endeudamiento externo de los agentes económicos, y el diseño de la política cambiaría y monetaria. De todo lo anterior se desprende, entonces, que el mal o buen manejo cambiario incide también en el crecimiento económico, en la estabilidad macroeconómica real, en la equidad y en el empleo y por tanto debe ser prioridad de los organismos públicos.

Por tanto, los Senadores que suscriben, vienen en presentar el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

El Senado de la República acuerda lo siguiente:

1.- Convocar a las autoridades económicas para que se revisen y estudien las políticas tendientes a revisar la entrada masiva de capitales extranjeros, los que perjudican el tipo de cambio y la competitividad de nuestro sector exportador.

2.- Solicitar a los organismos del Estado la implementación de una política cambiaría efectiva, que garantice un tipo de cambio real, equilibrado y estable, utilizando mecanismos que permitan al Ministerio de Hacienda y al Banco Central en sus respectivos ámbitos de acción colocar instrumentos de inversión y de deudas en pesos, con el objeto de sacar dólares del mercado y por tanto aumentar el precio del dólar, y otorgar subsidios a la contratación de mano de obra y pago de imposiciones para las nuevas contrataciones, creando un instrumento similar al subsidio establecido en el DL 701 para la sustitución de plantaciones por variedades frutales mas rentables, mejorando la situación de los exportadores agrícolas que viven una grave crisis producto del bajo precio de la divisa norteamericana.

(Fdo.): Ximena Rincón González, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO NACIONAL, INTEGRANDO LA FUERZA MULTINACIONAL DE ESTABILIZACIÓN (EUFOR), QUE CUMPLE OPERACIONES DE PAZ EN LA MISIÓN DE BOSNIA Y HERZEGOVINA 

(S 1318-05)

HONORABLE SENADO:



Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, integrando la Fuerza Multinacional de Estabilización (EUFOR), que cumple operaciones de paz en la Misión de Bosnia y Herzegovina.



La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 14 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. el señor Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor Jaime Ravinet; el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de División Cristián Le Dantec y el Director de Operaciones Internacionales del Estado Mayor Conjunto, General de Brigada Miguel Muñoz.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor José Gabriel Zepeda, y del Departamento de Operaciones de Paz, la Tercera Secretaria, señora Andrea Quezada.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Presidente de la República.- Señala S.E. en el oficio, que el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en Operaciones de Paz, bajo el mandato de la Organización de Naciones Unidas.


Agrega que, la Resolución del Consejo de Seguridad de la ONU Nº 1948, de 18 de noviembre de 2010, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”. El acuerdo aludido, es el Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina (acuerdo de Dayton, París, 1995).


Indica que el 23 de diciembre de 2009, el Honorable Senado de la República autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010.

Añade que, como es de conocimiento, la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades locales, como de la Organización de Naciones Unidas.


Por último, señala que por lo anterior, y considerando indispensable continuar con la contribución nacional en Bosnia y Herzegovina, solicita al Honorable Senado el acuerdo para prorrogar la autorización de la permanencia de tropas y medios en dicho país, por el plazo de un año. Anexa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° inciso segundo de la ley Nº 19.067, los fundamentos a que dicha disposición alude.



2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:



a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.


Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.


b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.


c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado en el Diario Oficial el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Resolución Nº 1722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


e) Oficio Nº 22.602, de 29 de julio de 2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.


f) Resolución Nº 1785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.


g) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prorroga de la autorización para la salida de tropas.


h) Resolución Nº 1845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.


i) Oficio Nº 1.049/SEC/09, de 21 de diciembre de 2009, del Honorable Senado de la República que autorizó la permanencia de tropas fuera del territorio nacional por un período de un año, a contar del 1º de enero de 2010. 

j) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas Nº 1.948, de 18 de noviembre de 2010, que autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR).



3.- Antecedentes de la Fuerza Nacional de Estabilización (EUFOR), documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- 

“ANTECEDENTES DE LA OPERACIÓN “ALTHEA”


A. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS


La lucha en Bosnia y Herzegovina (ByH) finalizó el 11 de octubre de 1995. Desde entonces y hasta el 20 de diciembre de 1995, los miembros de la Fuerza de Protección de las Naciones Unidas (UNPROFOR)
, supervisaron una cesación de fuego, acordada para permitir que se realizasen las negociaciones de paz de Dayton y una vez alcanzado ese objetivo, se dio paso a la transición para el despliegue de una Fuerza Multinacional de Aplicación del Acuerdo de Paz dirigida por la OTAN y que se conocería como la IFOR.


En diciembre de 1996, por Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, esta Fuerza fue sustituida por una Fuerza Multinacional de Estabilización (SFOR) que, en conjunto con la Fuerza Internacional de Policía (IPTF) y una oficina civil de las Naciones Unidas, integraron la Misión de Naciones Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), cuyo mandato general persigue el establecimiento del estado de derecho en ese país, ayudando en la reforma y la reestructuración de la policía local, evaluando el funcionamiento del sistema judicial existente, supervisando y verificando la actuación de la policía y otros relacionados con el mantenimiento de la ley y el orden.


Por Resolución Nº 1551 de 9 de julio de 2004, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas “Observó con satisfacción la decisión de la OTAN de poner fin a la operación de la SFOR en Bosnia y Herzegovina antes de que concluyera el año 2004, dando el visto bueno al inicio de la Misión de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, con un componente militar, a partir de diciembre de 2004”, cuyo traspaso de mando se verificó el 2 de diciembre de dicho año.


Mediante Resolución Nº 1948, de 18 de noviembre de 2010, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en su carta de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz
”.


Esta renovación se materializa previo seguimiento periódico de los objetivos contemplados en el mandato de la misión
 y sobre la nueva Resolución, que reconoce que aún no se ha llegado a la plena aplicación del Acuerdo de Paz. Según ha sido expresado por autoridades de EUFOR, la nueva resolución no presenta cambios sustanciales respecto de la anterior, salvo en el reforzamiento de las actividades de formación y capacitación de las Fuerzas Armadas de ByH, comenzadas en julio pasado. 


Es preciso destacar los logros conseguidos por las autoridades de Bosnia y Herzegovina a nivel estatal, así como por la Comunidad Internacional, en los catorce años transcurridos desde la firma del acuerdo de Paz. El esfuerzo permanente ha estado orientado a lograr la integración euro atlántica en un futuro cercano, sobre la base del Acuerdo de Paz, de modo que ByH pueda convertirse en un país funcional, reformista, moderno y democrático. 


1. EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN EN EL ÁREA DE MISION


a. EN MATERIAS DE SEGURIDAD DE LA MISIÓN


La evaluación del Consejo de Seguridad de la ONU es que la situación de seguridad permanece estable y no hay por el momento situaciones de riesgo que afecten el normal curso de esta Operación de Paz.


Lo anterior, sin embargo, no implica desconocer que en la evolución política interna se han observado algunos períodos de inestabilidad. En todo caso, la EUFOR mantiene las capacidades de disuasión adecuadas y las fuerzas policiales bosnias han sido capaces de contener los incidentes producidos, a lo menos hasta el año 2010.


En la actualidad, la Secretaría del Consejo de la Unión Europea está siguiendo las siguientes líneas de análisis respecto del futuro de la misión: 


- Mantener el status quo, situación considerada la más probable por los analistas internacionales.


- Disminuir el tamaño de la misión de EUFOR, lo que se materializará a fines de este año con el retiro de las fuerzas españolas, italianas y portuguesas. Durante el año 2011 serán retiradas las fuerzas suizas. El resto de los países de la Unión Europea que integran la misión mantendrán su participación a lo menos durante todo el año 2011, lo que no afecta los Puestos de Observación y Enlace, en los que la mayoría del Contingente Nacional encuadra sus acciones. Esta situación depende de la decisión que Holanda tomará en marzo respecto de su continuidad en la misión, debido a que las tropas nacionales son apoyadas logísticamente por los Países Bajos.


- Realizar una modificación de la Fuerza. Se prevé  que a fines de 2010 y durante 2011 se modifique considerablemente la estructura de los Centros Regionales de Coordinación, donde se encuentran insertas las Casas LOT (Liaison and Observation Team), reduciéndose de cinco a cuatro. Con respecto al Contingente Nacional, la Casa LOT de Prijedor será trasladada hacia Bosanka Gradizka.


- La duración de la Operación es incierta. Está prevista  -aunque no confirmada- la disminución considerable o el término definitivo del sistema LOT, que se reducirían a pequeñas planas mayores sólo en las principales ciudades, las que mantendrían el contacto con las autoridades locales. Lo anterior implica una reorganización de los medios actuales en casas LOT por planas mayores.


En línea con lo anterior, está en proceso la transformación de la Fuerza actual en una operación no ejecutiva de “Mantenimiento de la Paz”. Esto implica que la operación estaría evolucionando hacia una Operación de “Construcción de la Paz”, la que no desarrollaría las funciones actuales, sino que se concentraría en aspectos como entrenamiento, “capacity building” y apoyo a las instituciones bosnias correspondientes, entre otras. Además, se visualiza un aumento en la colaboración internacional que actualmente requieren y solicitan las autoridades bosnias y que permitirán consolidar lo ya realizado por la UE. En este sentido, se ha creado la División de Entrenamiento, cuya responsabilidad es la de dirigir la capacitación de las Fuerzas Armadas de Bosnia. 


Es importante destacar que la evolución de la misión y los cambios anunciados no afectan al Contingente Nacional a lo menos hasta fines del año 2011. En el contexto general, la participación de Chile es pequeña y cumple con labores de Observación y Enlace, integración en planas mayores en cuarteles generales regionales e integración del Cuartel General central. Por esto, su organización y estructura se mantendría gran parte del próximo año, con el apoyo logístico de Holanda.


Naciones Unidas y de la Unión Europea han explicitado su compromiso de continuar la Operación ALTHEA hasta que todos los objetivos tanto políticos como militares sean logrados, en razón de la importancia de este país en el contexto regional y la similitud de procesos respecto de la evolución de las condiciones en su vecino Kosovo.


En general, la seguridad en Bosnia y Herzegovina se mantiene en calma y estable, a pesar del entorno político complejo, ya que no ha habido incidentes que amenacen la seguridad y el ambiente de operaciones. 


Últimamente algunos países han expresado comentarios respecto a la inestabilidad política en Bosnia y a los desafíos que ello significa para ALTHEA, y han manifestado su apoyo a la continuación de la Misión, pero con algunas modificaciones en su estructura. 



b. EN MATERIA ECONÓMICA


La comisión de estadísticas de ByH informó recientemente de la existencia de 500.000 personas desempleadas, la mayoría gente joven, lo cual eleva la cifra de desempleo a 27,2%. El desempleo de la gente joven con capacidad de trabajo (excluyendo a estudiantes) supera el 58%, cifra cuatro veces superior al promedio de la UE, la que para paliar esta situación ha destinado €1.2 millones para la reducción de la cesantía a través del proyecto “Empleos, Futuro y Perspectivas”.


Esta situación ha impulsado el surgimiento de comercio informal, visible en cualquier punto de Sarajevo. De acuerdo al Alto Representante, el principal problema económico del país no es su capacidad para producir, sino la incapacidad política para adoptar las medidas económicas adecuadas.


El 9 de julio de 2009, el FMI aprobó un pre-acuerdo con las autoridades de Bosnia y Herzegovina, por un total de €1.2 billones, los cuales serán cancelados a partir del año 2012. Lo anterior debido a la permanente advertencia de bancarrota anunciada por el Ministro de Hacienda a la Comunidad Internacional durante el año 2009. Las principales causas de la situación económica de Bosnia y Herzegovina se deben principalmente a lo siguiente:


- Defectuoso sistema de recolección de recursos fiscales: Sistema tributario sobredimensionado y compañías estatales ineficientemente dirigidas.


- Exceso de gasto fiscal: Esto debido a la organización política existente y avalada por el tratado de Dayton.


- Recursos naturales manejados en forma deficiente: Debido a la corrupción existente y los intereses locales que priman por sobre los intereses comunes.


c. EN MATERIA POLITICA SOCIAL


Debido a las elecciones generales en el país del día 3 de octubre de 2010, el ambiente se ha politizado en todos los niveles del sistema público y privado. De acuerdo a la opinión generalizada de los analistas, el resultado arroja un difícil panorama político, que amenaza con mantener las diferencias entre las tres entidades que forman el país. Se ha observado una disminución constante en el diálogo entre los líderes políticos, junto con un aumento en las controversias étnicas y declaraciones divisionistas. Esto ha originado obstáculos importantes para acelerar las reformas en el país.


En el nivel federal, la nueva presidencia tripartita estará compuesta por el bosnio Bakir Izetbegovic, el serbio Nebojse Radmanovic y el croata Zljko Komsic, los dos últimos reelectos. Los representantes bosnio y croata se consideran moderados y propulsores del fortalecimiento de gobierno central, sin embargo, Radmanovic representa a sectores nacionalistas, que propugnan una mayor autonomía o la secesión de la República Srpska.


En una entrevista a la prensa, Bakir Izetbegovic (hijo del ex Presidente de Bosnia y Herzegovina durante la guerra de 1992 a 1995, Alija Izetbegovic) señaló que resulta fundamental aprobar las reformas constitucionales que permitan consolidar al gobierno central y que, de paso, puedan dar término al régimen de tutela internacional que vive su país. Asimismo, Izetbegovic aseguró que la separación de la República Srpska no es un tema negociable, y que no resulta realista hablar de una secesión en términos pacíficos. Añadió que el peor escenario para su país sería que los líderes serbio-bosnios fuercen un referéndum sobre la materia, lo cual podría gatillar un rebrote del conflicto de hace 15 años.


La crisis en Bosnia y Herzegovina no sólo es política, sino además económica. En este ámbito presenta un retraso respecto a las demás ex repúblicas yugoslavas. Logró superar la crisis sólo gracias a un préstamo del FMI, el cual ha impuesto mayores controles al gasto público. Estas nuevas reglas han permitido, por ejemplo, descubrir que cuatro mil falsos veteranos de guerra estaban cobrando pensiones.


Desde la perspectiva de la UE y la OTAN el panorama es oscuro y con pocas posibilidades de encontrar puntos de acuerdo con las autoridades de la República Srpska. Ello genera como escenario más probable la prolongación del actual estancamiento político, lo que implicará la necesidad de mantener un trabajo de contención que evite una escalada hacia un nuevo conflicto, aunque esto último se ve como un escenario poco probable.


El desempeño de la Asamblea Parlamentaria de Bosnia y Herzegovina también se ha visto afectada por la falta de contribuciones políticas y orientación por parte del Consejo de Ministros de Bosnia y Herzegovina. Lo anterior es principalmente atribuido a lo establecido en el tratado de Dayton, el cual autorizó y avaló la delimitación fronteriza entre la Republica Srpska y la Federación Bosnia, situación que ha afectado a todos los niveles sociales, incluso cayendo en la separación étnica en el sistema de educación pública.


La Unión Europea apoya en particular el reforzamiento de los poderes centrales en el país (Presidente, Gobierno y Parlamento), pero ello choca con los intereses de las comunidades que prefieren mantener el sistema de presidencias rotativas, así como la necesidad de acuerdo de las tres comunidades en la adopción de decisiones. Las propuestas de la Unión Europea consideran además aumentar los poderes del Presidente y que éste sea asistido por dos vicepresidentes elegidos por el Parlamento. Se propone también que este último aumente el número de sus integrantes y que la cámara baja se convierta en un ente contralor de los intereses de las tres comunidades en detrimento de sus labores legislativas.


Aún se continúa revisando los mecanismos para acelerar el ingreso de Bosnia y Herzegovina en la UE y en la OTAN, un proceso continuamente en entredicho por la arquitectura del país después de la preguerra. Éste se encuentra dividido en tres territorios autónomos (Federación, República Srpska y el pequeño Distrito de Brčko), en la que sólo la comunidad musulmana se identifica de forma mayoritaria con el Estado en el que vive, mientras que los políticos serbios y croatas mayoritariamente boicotean cualquier intento de afianzar las estructuras estatales. A lo anterior se suma la preocupación permanente de la UE frente a la posibilidad del ingreso de un país Musulmán a su organización, situación que según los especialistas no será autorizada. Esta percepción se intenta ocultar en beneficio del mensaje político general de la UE.


B. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS


1. Consideraciones Generales


Entre los objetivos de esta Misión se destaca hacer cumplir el Acuerdo General de Paz en Bosnia y Herzegovina y contribuir a la seguridad de la zona en coordinación con la OTAN, pues la Alianza mantiene, aunque sin exclusividad, ciertos cometidos, como verificar el proceso de reforma de defensa, perseguir y detener criminales de guerra y actuar contra el terrorismo. En cualquier caso, a la UE le corresponde desempeñar el principal papel como estabilizador de la paz dentro del ámbito militar del Acuerdo General de Paz
.


2. Intereses Nacionales involucrados en la Operación


La participación Chilena en EUFOR es vista desde tres perspectivas diferentes por la UE, destacando principalmente el profesionalismo demostrado y prestigio alcanzado por nuestras tropas, lo cual ha hecho que los medios nacionales cubran puestos de importancia en el cuartel general y que sus casas LOT estén consideradas en un nivel por sobre el promedio en cuanto a eficiencia y capacidad, pese a limitaciones idiomáticas. Las perspectivas mencionadas se pueden resumir como sigue:


- Chile busca en esta participación adquirir experiencia en el trabajo de una misión multinacional basada en una organización regional para la administración de las materias concernientes a una etapa post conflicto, conocimiento transmisible a eventuales misiones futuras.


- Debido al nivel alcanzado por el país en cuanto a su desarrollo y modernización de sus Fuerzas Armadas, sería el único país de la región en condiciones de cumplir los estándares exigidos para el desempeño en esta misión.


- El hecho de participar en EUFOR ALTHEA es utilizado por Chile como un medio de integración a la UE, lo que facilita y apoya la labor del campo diplomático y económico en cuanto al conocimiento  de la seriedad y responsabilidad demostrado para enfrentar los desafíos exigidos.


La participación de efectivos chilenos en la Operación ALTHEA contribuye a la política exterior del Estado orientada a la resolución multilateral de conflictos internacionales y reafirma los vínculos que se han establecido en esta materia con la Unión Europea, demostrado en el trabajo conjunto con el Reino de los Países Bajos y, previamente, con el Reino Unido.


Cabe señalar que desde el punto de vista de la Cancillería, este factor es muy importante en las relaciones con ese Organismo Regional. En efecto, la influencia de Chile en el concierto internacional se potencia substancialmente en la medida que el país asume responsabilidades que, en conjunto con otros actores, contribuyen a la mantención de la paz y seguridad internacionales.


En este contexto, Chile se ha planteado como un objetivo específico el mantener e incrementar su participación en las operaciones de mantenimiento de la paz impulsadas por las Naciones Unidas y, en este caso, también por la Unión Europea, que en el marco de nuestra política exterior es un socio de carácter estratégico.


Chile ha mantenido una política de Estado permanente de participación en las actividades relacionadas con la paz y seguridad internacional. Hoy, esta participación se ha ampliado como consecuencia de la multiplicación de conflictos a nivel internacional y el mayor protagonismo que tiene Naciones Unidas en los procesos de estabilización y reconstrucción en escenarios de post-conflicto a nivel global.


En el ámbito económico-comercial, Chile tiene un interés permanente por contribuir a asegurar condiciones de estabilidad que nos permitan continuar con el desarrollo sostenido de las últimas décadas. Sin estabilidad, no hay previsibilidad en el comercio a nivel internacional. Por ello, la adhesión de Chile a este tipo de operaciones, en las cuales se incluye ALTHEA, representa una forma de asumir un rol más activo para contribuir a escenarios que fortalezcan la estabilidad y seguridad internacionales, mediante soluciones negociadas a conflictos y el fortalecimiento institucional de países en crisis, lo que en definitiva permite en el mediano plazo el retiro de las fuerzas militares en una operación de paz. Para materializar lo anterior, el país ha contribuido efectivamente con personal y medios entrenados de sus Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad, así como también de civiles.


3. Impacto en el Desarrollo Profesional de las FF.AA


Desde la perspectiva político-estratégica y militar, es importante la presencia de efectivos chilenos, pues si bien esta operación se desarrolla en una zona actualmente pacificada, sin mayores riesgos para nuestras tropas, entrega como valor agregado la posibilidad de que el contingente adquiera la experiencia de interactuar con efectivos de fuerzas armadas profesionales de países miembros de la UE, bajo normas de la OTAN. Asimismo, se trata de una contribución especial, en cuanto Chile colabora y contribuye en una región distante dentro de una operación clave para la UE.


En ese sentido, es destacable el llamado específico de la UE a Chile para contribuir en dicha operación, lo que nos ha valido importantes elogios de parte de las autoridades de la UE, como de los países que la conforman, reconocimiento que contribuye a elevar la estatura nacional en el marco del diálogo político que existe con la UE.


En razón de los antecedentes previamente expuestos, el Consejo de la Unión Europea ha autorizado a la oficina de Política de Defensa y Seguridad Común para que inicie negociaciones con Chile sobre un eventual acuerdo marco con Chile para su integración a misiones de gestión de crisis de la UE, propuesta que se encuentra en estudio inicial.


La actuación con el apoyo holandés ha sido una muy buena forma de entrenamiento para el Contingente, al interactuar con un ejército desarrollado, lo que implica acceder a estándares de interoperabilidad que rigen las operaciones de la OTAN y de Naciones Unidas. 


Paralelamente, nos ha brindado la oportunidad de operar militarmente en forma intensiva y constante en condiciones cercanas a la realidad, situación que en circunstancias normales es difícil de lograr en el país, optimizando la capacidad operativa de las fuerzas nacionales, tanto en aspectos relacionados a Operaciones de Paz, como otros referidos a procedimientos de combate, logísticos y de apoyo en general. Esto representa una contribución neta al entrenamiento operacional de los efectivos.


Respecto de lo anterior, el desarrollo de mecanismos de apoyo logístico novedosos ha significado un aprendizaje relevante en esta materia, experiencia que puede ser traspasada a otras operaciones de características similares en el futuro.


El trabajo combinado desarrollado con Holanda a la fecha ha sido positivo y ha permitido a Chile lograr puestos de mayor relevancia que en el pasado en el contexto de la cooperación militar con la UE. En cuanto al apoyo logístico holandés, éste se considera óptimo.


C. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD


Al igual que en los años anteriores, se solicita autorización por el plazo de 12 meses, a partir del 01 enero del 2011 y hasta el 01 de enero del 2012.


D. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD


Si bien mediante Resolución Nº 1895 de 18 de noviembre de 2009, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, otorga a la EUFOR reglas de enfrentamiento poco restrictivas, en el caso nacional, por tratarse de un Contingente Militar de Observadores cuya función principal es la de Observación y Enlace, su tarea consiste en monitorear la situación de seguridad de Bosnia y Herzegovina. Todo el personal opera sin armamento de guerra y el armamento existente (arma de puño) sólo se utilizaría en defensa de la Casa LOT. No está considerado el empleo coercitivo de este contingente de ninguna forma o naturaleza. El empleo de la Fuerza, está asignado al Batallón Multinacional, quienes están dotados y facultados de los medios necesarios para actuar en defensa de las Casas LOT.


De lo anterior, se desprende que las reglas de enfrentamiento que operan para este caso en particular son las generales de las Naciones Unidas y de la Unión Europea, que señalan que las armas individuales, sólo se emplean para autodefensa inmediata.


De producirse una situación de emergencia, nuestro personal sería retirado y comenzaría a actuar la Unidad de Emergencia y Apoyo de la Fuerza Europea.


E. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS


De acuerdo al Acuerdo Técnico firmado entre el MDN Nacional y el MDN holandés, el personal considerado para esta Operación es de hasta 21 hombres, como sigue:


- 1 Oficial Jefe de Contingente y “Deputy LOT DESK” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).


- 1 Oficial Administrativo y Jefe Oficina de Desminado para Bosnia en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).


- 1 Oficial de enlace con las casa LOT en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).


- 2 Unidades LOT (Equipos de Observación y Enlace) de 9 hombres cada una.


F. 
ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO


En lo general, todo el personal que está desplegado en Bosnia y Herzegovina se encuentra bajo el Mando Operacional de Chile a través de la Autoridad Nacional Militar para Operaciones de Paz, es decir del Jefe del Estado Mayor Conjunto.


También en lo general y de acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Misiones, el Control Operacional radica en la Autoridad Militar que ha desplegado la Unión Europea en Bosnia y  Herzegovina  que recibe el nombre de Comandante de la Fuerza Europea.


En el detalle, las funciones de mando y Control, son las siguientes:


- Oficial Jefe de Contingente en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).


A nivel Cuartel General se desempeña como Deputy LOT DESK, escalón superior de los RCC y Casas LOT, el cual tiene la responsabilidad del Mando y Control del sistema LOT en Toda Bosnia y Herzegovina, desde el Cuartel General de Sarajevo. Con respecto al Contingente nacional, ejerce el Mando administrativo y es el representante del país en todas las actividades ceremoniales y sociales que se realizan (National Senior Representative).


- Oficial Administrativo en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).


Dentro de la estructura del Cuartel General de EUFOR, se desempeña en la unidad denominada “Joint Military Affairs” (JMA), encargada de actividades de monitoreo, asistencia y control de cumplimiento por parte de las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina de la remoción de explosivos y minas desde los campos minados. Dentro de esta unidad dicho Oficial se desempeña como Jefe de la Sección Countermines, cuya responsabilidad es “Mines Information Coordination Cell”, es decir, proporcionar mapas actualizados con la situación de cada sector del país y su estado de contaminación de minas y realizar los entrenamientos sobre procedimientos en el país para evitar accidentes con minas y visitar los trabajos de desminado en todo el país. También es responsable de apoyar a la autoridad civil local en materias de capacitación en colegios, jardines infantiles o cualquier organización que lo solicite, incluyendo gubernamentales, embajadas, etc.


En cuanto a su tarea como Oficial Administrativo en el ámbito nacional, está a cargo de todas las actividades que se deriven de Chile en apoyo directo al contingente nacional, en el ámbito logístico, administrativo y de coordinación con las Casas LOT nacionales.


Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.


De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Operaciones Internacionales de Paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina.


- Oficial en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).


Este Oficial se desempeña en el Centro Regional Nº 1 en la ciudad de Banja-Luka y le corresponde recepcionar la información diaria que remiten las Casas LOT del Sector Nº 1, confeccionar el resumen diario y remitirlo al Cuartel General de EUFOR en Sarajevo. 


Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile. 


De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta autoridad en el Jefe del Sector Nº 1, con asiento en Banja Luka. Este último Oficial es un Teniente Coronel del Ejército de Holanda.


- Unidades o Casas LOT (Equipos de Observación y Enlace).


Cada uno de los equipos que se establecen en los Puestos de Observación (Prijedor y Sanski-Most) se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.


De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta responsabilidad en el Jefe del Sector Nº 1.


En cuanto Equipamiento, por tratarse de Unidades de Observación y Enlace, sólo utilizan armamento de puño personal y las patrullas se efectúan en vehículos todo-terreno pertenecientes a Holanda.


G. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES, A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO


Los costos que a continuación se describen se encuentran considerados y financiados para el año 2011 de acuerdo al presupuesto autorizado para el Estado Mayor Conjunto para ese año e incluido en el Fondo de Operaciones de Paz, por lo que se puede afirmar que la Operación ALTHEA se encuentra totalmente financiada.


Por otra parte, cabe señalar que Holanda, sin costo para Chile, otorga los siguientes apoyos al personal nacional:


- Atención médica y evacuación de emergencia.


- Vehículos y combustible para patrullajes.


- Instalaciones operativas y de habitabilidad (Casas LOT), con su respectivo mantenimiento.


- Alojamiento en hoteles para el periodo de relevos del personal (turno que arriba al Área de Misión).


Los costos nacionales, se desglosan en los siguientes ítems:


Remuneraciones: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL

	SUELDO JEFE MISIÓN (ENE- DIC 2011)
	USD $     105.684,95

	SUELDO OFS. SUBALT. MISIÓN (ENE-DIC 2011)
	USD $     428.902,12

	SUELDO P.C.P. MISIÓN (ENE - DIC 2011)
	USD $     658.436,19

	TOTAL REMUNERACIONES 2011
	USD $ 1.193.023,26



Pasajes y Otros Costos: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	PASAJES  MISIÓN CHILFOR (IDA MARZO)
	USD $
	    65.121,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (IDA SEPT.)
	USD $
	    65.121,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO MARZO)
	USD $
	    65.121,00   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO SEPT.)
	USD $
	    65.121,00   

	GASTOS MENORES (US $ 5.000 POR RELEVO)
	USD $
	    10.000,00

	TOTAL PASAJES Y OTROS COSTOS 2011
	USD $
	 270.484,00



Operación y Funcionamiento: De acuerdo a lo estipulado en el Acuerdo Técnico entre el Ministerio de Defensa de la República de Chile y el Ministerio de Defensa del Reino de los Países Bajos, el cual define responsabilidades logísticas y financieras para la participación de tropas chilenas en Bosnia i Herzegovina, los costos asociados para Chile ya financiados para la Operación ALTHEA año 2011, están considerados en el Fondo de Operaciones de Paz y estos consideran lo siguiente:

	DESCRIPCIÓN
	COSTO TOTAL

	INTERPRETES
	USD $  138.206,40

	ALIMENTACIÓN INTERPRETES
	USD $      8.455,88

	TRANSPORTE DE INTÉRPRETE
	USD $     14.898,68

	ALIMENTACIÓN PERSONAL MILITAR
	USD $   235.477,698

	TELECOMUNICACIONES
	USD $     15.853,23

	OTROS GASTOS
	USD $       1.993,70

	
	

	GASTOS EN HQ
	USD $       4.000,00

	TOTAL FUNCIONAMIENTO 2011
	USD $ 418.885,58


- - -

DISCUSIÓN


El Ministro de Defensa Nacional, señor Ravinet, señaló que la fuerza chilena en esta misión, no obstante ser pequeña, ha sido muy exitosa. Añadió que dicha misión probablemente concluirá este año o, en su defecto, modifique significativamente sus objetivos, en cuyo caso quedarían dos o tres efectivos dedicados al entrenamiento de las recientemente creadas fuerzas armadas bosnias.


Agregó que la operación ha proporcionado una experiencia notable para nuestros efectivos, ya que han interactuado con fuerzas de la OTAN, lo que significa mejores niveles de entrenamiento y exigencia. Destacó que, además, han sido muy bien calificados por quienes están a cargo de la misión.


A continuación, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, General Le Dantec, indicó que la misión ha evolucionado positivamente y probablemente, como ya se dijo, el próximo año va a mutar hacia una misión de instrucción del ejército bosnio.


Luego, hizo una presentación (que se agrega como anexo de este informe). Explicó que la misión de operaciones de paz en Bosnia y Herzegovina participan 21 países, con una fuerza total de 1.466 efectivos. Enfatizó que Chile es el único país que no pertenece a la Unión Europea, o que no está postulando a integrarla, que participa en ella, además de ser el único país sudamericano. Precisó que nuestro país participa en misiones de patrullaje y chek-point en Bosanska Gradiska y Sanski Most.


Indicó que el costo de la misión para Chile asciende a US$ 1.820.290. Añadió que Holanda colabora con el arrendamiento de los inmuebles y los consumos básicos, arriendo de vehículos y gastos médicos. En tanto que Chile debe solventar los gastos de sueldos, pasajes, traductores y alimentación.


Expresó que Chile busca adquirir experiencia en el trabajo de una misión multinacional basada en una organización regional para la administración de las materias concernientes a una etapa post conflicto, el cual es un conocimiento transmisible a eventuales misiones futuras.


Agregó que debido al nivel de desarrollo y modernización de las Fuerzas Armadas alcanzado por el país, existe la capacidad de cumplir los estándares exigidos para el desempeño en esta misión.


Manifestó que desde la perspectiva político-estratégica y militar, es importante la presencia de efectivos chilenos, pues entrega como valor agregado la posibilidad de que el contingente adquiera la experiencia de interactuar con efectivos de fuerzas armadas profesionales de países miembros de la Unión Europea, bajo normas de la OTAN.


Por su parte, el Director de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Zepeda, señaló que las operaciones de paz son un instrumento fundamental en el mundo multilateral y un factor esencial del multilateralismo.


Agregó que para Chile figurar en este contexto significa un reconocimiento a nuestras fortalezas institucionales. Afirmó que, además, le permite a nuestras fuerzas adquirir roce y capacitación con fuerzas de elite de rango mundial.


Finalmente, indicó que permite un marco de amplitud específico en el contexto de la Asociación con la Unión Europea, porque ellos lo ven como una contrapartida al tema económico, en atención a la importancia que le otorgan a los temas políticos.


El Honorable Senador señor Larraín informó que este aspecto fue destacado en el último encuentro de la Comisión Parlamentaria Chile-Unión Europea, ocasión en que los parlamentarios europeos hicieron presente la importancia que le asignan a la participación de Chile en esta misión en el marco del Tratado.


A su vez, el Honorable Senador señor Prokurica destacó los siguientes aspectos: en primer lugar, coincidió en la importancia de participar en esta misión y consultó cómo evalúan los resultados de la misma; enseguida, consultó por la evolución del sistema democrático en Bosnia, y el plazo de permanencia estimado.


Finalmente, planteó el problema que significa para cualquier chileno visitar a sus familiares apostados en esa zona, porque en latinoamérica no existe ningún consulado bosnio, y hay que viajar y confiar en poder sacarla en el aeropuerto allá. Planteó que debería existir un convenio con otro país europeo para que haga esa labor en Chile.


El Honorable Senador señor Gómez acotó que el documento señala que Holanda decidirá su permanencia en marzo. Al respecto, consultó si Chile debería asumir la totalidad de los costos si dicho país decide retirarse.


Luego, el Honorable Senador señor Patricio Walker destacó la importancia política de participar en esta misión, y consultó acerca del grado de aceptación de los habitantes del lugar respecto de ella.


El Honorable Senador señor Tuma preguntó si era apropiado el plazo de seis meses para la rotación de las fuerzas.


El Honorable Senador señor Larraín consultó si los recursos para el financiamiento de la misión están en la ley de presupuestos y si las remuneraciones son del mismo monto que los que se pagarían en Chile o tienen un suplemento.


El General Le Dantec respondió a las inquietudes de los señores Senadores señalando, en cuanto a la evaluación, que han pasado por esta misión 331 efectivos desde que se inició, lo cual ha sido una inestimable oportunidad de operar con normas y reglamentos de primer nivel. Añadió que ese conocimiento es transmitido a sus pares al retornar a Chile.


Enseguida señaló que la misión ha evolucionado a una de construcción de la paz, y que ahora se enfocará a apoyar a las fuerzas armadas bosnias recién creadas.


Contestó, en cuanto al retiro de Holanda, que si ello sucede hay otros países que han manifestado su disposición a trabajar con Chile, entre ellos, Alemania.


Indicó que Javier Solana, quien es el Alto Representante para la Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión Europea, ha calificado esta misión como ejemplar, en cuanto a funcionamiento y resultados de lo que debería ser una misión de paz ideal.


En lo que respecta al tiempo de permanencia de los efectivos en la zona, de seis meses, afirmó que es un periodo establecido en estándares internacionales y, por tanto, se ha estimado adecuado seguirlo, considerando las razones familiares y las presiones a las que están sometidos. Agregó, por ejemplo, que los pilotos en Haití tienen una permanencia de sólo tres meses.


En lo que dice relación con el origen de los recursos, manifestó que una parte es colocada por Holanda y, que en lo demás, el erario nacional tiene un presupuesto especial para misiones de paz.


El señor Zepeda respondió acerca de la situación de las visas e indicó que hay mecanismos de negociación y se comprometió a investigar la situación.


En otro orden de materias, señaló que el tema de las operaciones de paz va en ascenso y es probable que Chile reciba más requerimientos para participar en ellas, porque ha demostrado que sus fuerzas dan garantías de institucionalidad y seriedad.


Agregó que hasta ahora Chile ha operado solamente en misiones de Naciones Unidas, pero ha habido peticiones de Estados Unidos para participar en un programa de seguridad nuclear; de Centroamérica, para un programa de fortalecimiento de las policías, y varias peticiones de Latinoamérica. También la Unión Europea ha pedido explorar una forma permanente de participación conjunta en este tipo de operaciones.

En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz, Prokurica, Tuma, Walker don Ignacio y Walker don Patricio, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el señor Presidente de la República.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Pedro Muñoz Aburto, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán, Ignacio Walker Prieto y Patricio Walker Prieto.





Sala de las Comisiones unidas, a 21 de diciembre de 2010.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RELACIONADO CON EL PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES NAVARRO Y TUMA, CON EL QUE PIDEN AL EJECUTIVO ENVIAR NOTA DE PROTESTA AL GOBIERNO DE ISRAEL POR LA AGRESIÓN EN ESE PAÍS AL CIUDADANO CHILENO JOSÉ TOLEDO 

(S 1305-12)

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE

OFICIO Nº RE/65/2010


Valparaíso, 30 de noviembre de 2010


En sesión del día de hoy, la Comisión de Relaciones Exteriores dio cuenta del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Allende y señores Navarro y Tuma, con el que piden al Ejecutivo enviar una nota de protesta al Gobierno de Israel por la agresión sufrida en ese país por el ciudadano chileno José Toledo (Boletín N° S 1.305-12).


Al respecto, la Comisión acordó remitir el proyecto a la Sala.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Presidente Comisión de Relaciones Exteriores.-Julio Cámara Oyarzo,Secretario

� Fuerza multinacional que se desplegó entre febrero de 1992 y marzo de 1995 y que contó con una fuerza militar que durante sus tres años de operaciones alcanzó un total de 38.599 hombres; incluidos 684 observadores militares; 803 oficiales de policía y un staff civil de  2.017 funcionarios internacionales y 2.615 locales


� El Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina (acuerdo de Dayton) se firmó el 14 de diciembre de 1995 en París, tras su inicialización en una base de la fuerza aérea estadounidense situada en Dayton, Ohio. Lo firmaron la República de Bosnia i Herzegovina, la República de Croacia y la República Federativa de Yugoslavia (ahora Serbia y Montenegro). 





� Con la firma del Acuerdo, los tres estados balcánicos se comprometieron a guiarse en sus relaciones de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, a respetar plenamente "la igualdad soberana de las demás", a arreglar las controversias por medios pacíficos y a abstenerse "de todo acto, mediante amenaza o uso de la fuerza o por otro medio, contra la integridad territorial o la independencia política de Bosnia i Herzegovina o de cualquier otro Estado". La República Federativa de Yugoslavia y Bosnia i Herzegovina se reconocieron mutuamente como "Estados soberanos independientes dentro de sus fronteras internacionales". En nombre de la Republica Srpska, la entidad Serbo-Bosnia de Bosnia y Herzegovina, la República Federativa de Yugoslavia firmó las partes del plan que concernían a dicha parte.





� La UE lleva a cabo su misión con el apoyo logístico de la OTAN, conforme a  los llamados acuerdos “Berlín plus” entre la UE y la OTAN, que permiten a la primera hacer uso de las capacidades militares de la segunda y asegurar la complementariedad de ambas instituciones en el ámbito de la Defensa.
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